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Sentencia 565 de 2017 Corte Constitucional
SENTENCIA C-565/17

 
Expediente: RDL-019

 
RevisiÃ³n oficiosa de constitucionalidad del Decreto 884 del 26 de mayo de 2017, “Por el cual se expiden normas tendientes a la

implementaciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural en el marco del Acuerdo Final para la TerminaciÃ³n del Conflicto y la ConstrucciÃ³n
de una Paz Estable y Duradera”.

 
Magistrada Ponente:

 
DIANA FAJARDO RIVERA

 
BogotÃ¡, D.C., ocho (8) de septiembre de dos mil diecisiete (2017).

 
La Sala Plena de la Corte Constitucional, integrada por los magistrados, Luis Guillermo Guerrero PÃ©rez, quien la preside, Carlos Libardo Bernal
Pulido, Alejandro Linares Cantillo, Antonio JosÃ© Lizarazo Ocampo, Gloria Stella Ortiz Delgado, JosÃ© Fernando Reyes Cuartas, Cristina Pardo
Schlesinger, Alberto Rojas RÃos y Diana Fajardo Rivera, en cumplimiento de sus atribuciones constitucionales y una vez cumplidos los requisitos
y trÃ¡mites establecidos en los Decretos 2067 de 1991 y 121 de 2017, ha proferido la siguiente
 

SENTENCIA
 
I. ANTECEDENTES
 
1. El 30 de mayo de 2017, la Secretaria JurÃdica de la Presidencia de la RepÃºblica remitiÃ³ a la Corte Constitucional “copia autentica del
Decreto 884 del 26 de mayo de 2017, “Por el cual se expiden normas tendientes a la implementaciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural
en el marco del Acuerdo Final para la TerminaciÃ³n del Conflicto y la ConstrucciÃ³n de una Paz Estable y Duradera”, con el fin de que se surta el
procedimiento de control automÃ¡tico y posterior a su entrada en vigencia, en los tÃ©rminos previstos para el efecto por el artÃculo 2Âº del
Acto Legislativo 01 de 2016.
 
2. Mediante Auto del 5 de junio de 2017, la Corte Constitucional asumiÃ³ el conocimiento del Decreto Ley 884 de 2017, y ordenÃ³ a la
Presidencia de la RepÃºblica informar sobre los siguientes aspectos:
 
(i) Â¿CuÃ¡les son las razones por las cuales se justificÃ³, en el presente caso, el uso de las facultades presidenciales para la paz otorgadas por el
artÃculo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016?
 
(ii) Â¿Por quÃ© en el marco de la adopciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural es necesario aplicar la Ley 1682 de 2013 y modificar la
Ley 56 de 1981?
 
(iii) Â¿Por quÃ© en el marco de la adopciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural se requiere utilizar los recursos de los fondos elÃ©ctricos
FAER, FAZNI y PRONE?
 
3. La SecretarÃa JurÃdica de la Presidencia de la RepÃºblica, mediante comunicaciÃ³n del 9 de junio de 2017,1 atendiÃ³ a cada uno de los
cuestionamientos en los siguientes tÃ©rminos:
 
3.1. En relaciÃ³n con el primero, destaca que la debilidad institucional en algunas zonas del paÃs ha sido una de las causas del conflicto, y que,
por lo tanto, uno de los desafÃos del actual proceso de transiciÃ³n colombiano consiste en permitir el retorno de grupos poblacionales que
fueron sujeto de desplazamiento a sus territorios en condiciones de dignidad, lo que exige la inmediata normalizaciÃ³n de redes elÃ©ctricas.
Agrega  que  las  enseÃ±anzas  de  procesos  de  pacificaciÃ³n  previos  en  el  orden  nacional  e  internacional2,  indican  que  no  solo  se  requiere  la
garantÃa de la seguridad en todo el territorio, sino de unas condiciones mÃnimas de posibilidad para la reconstrucciÃ³n del tejido social mÃ¡s
afectado, de la mano de la institucionalidad, y de su reincorporaciÃ³n en la vida nacional sin desventajas competitivas. Medidas que, ademÃ¡s de
inmediatas, deben ser urgentes, dado que las negociaciones de paz no involucraron a todos los grupos violentos.
 
Advierte, finalmente, que la presencia estatal inmediata en las zonas mÃ¡s afectadas es necesaria para garantizar el derecho a la paz, y para
asegurar la implementaciÃ³n del Acuerdo Final, en consecuencia, es clara la urgencia de expedir el Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural por el
procedimiento especial, pues no implica solamente la instalaciÃ³n de infraestructura fÃsica, sino la presencia material del Estado en el territorio
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como una  herramienta  para  generar  capacidades  democrÃ¡ticas  de  las  comunidades  beneficiarias  mediante  la  implementaciÃ³n  de  procesos
participativos alrededor de proyectos energÃ©ticos.
 
3.2.  Respecto  del  segundo,  afirma  la  SecretarÃa  que  la  incorporaciÃ³n  al  marco  del  Plan  Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural  de  algunas
disposiciones de la Ley 1682 de 20133,  mediante el  artÃculo 4Âº del Decreto Ley 884 de 2017, obedece a la necesidad de contar con
instrumentos jurÃdicos que permitan viabilizar la ejecuciÃ³n de los proyectos energÃ©ticos; en particular, la gestiÃ³n predial y la declaratoria de
utilidad pÃºblica que en la Ley 1682 de 2013 se prevÃ© para proyectos de infraestructura del transporte, dado que estos instrumentos son mÃ¡s
expeditos que los previstos en materia energÃ©tica de manera ordinaria.
 
La modificaciÃ³n que el artÃculo 5Âº del Decreto Ley objeto de anÃ¡lisis realiza al inciso 1Âº del artÃculo 27 de la Ley 56 de 19814, continÃºa la
interviniente, tiene por objeto dar claridad jurÃdica sobre quien ostenta la legitimaciÃ³n en la causa por activa para promover los procesos
necesarios para obtener los predios que se requieran en la aplicaciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural, [d]ejar un vacÃo jurÃdico al
respecto, harÃa nugatorio todo el esfuerzo que el Estado colombiano aplica a la adopciÃ³n de medidas urgentes que atiendan a las necesidades
de respuesta inmediata en un escenario de posconflicto, segÃºn se ha explicado.
 
3.3. Por Ãºltimo, en relaciÃ³n con el tercero, la utilizaciÃ³n de los recursos de los fondos elÃ©ctricos FAER5, FAZNI6 y PRONE7en el marco del Plan
Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural,  la  SecretarÃa indica  que (i)  la  prestaciÃ³n  continua del  servicio  pÃºblico  de  electricidad es  una obligaciÃ³n
estatal, dada su relaciÃ³n estrecha con la dignidad humana (valor, principio y derecho)8; (ii) la mejora en la cobertura y calidad del servicio,
teniendo en cuenta los estudios realizados por la Unidad de PlaneaciÃ³n Minero EnergÃ©tica que se plantea metas ambiciosas para el aÃ±o
2030; (iii) la ampliaciÃ³n de cobertura, empero, estÃ¡ asociada a la situaciÃ³n de particular indefensiÃ³n de la poblaciÃ³n rural. En ese escenario,
(iv) a travÃ©s de la financiaciÃ³n de los fondos FAER, FAZNI y PRONE se han logrado objetivos importantes en el periodo comprendido entre los
aÃ±os 2003 y 20159.
 
A continuaciÃ³n, la SecretarÃa precisa que la utilizaciÃ³n de estos recursos para el Plan previsto en el Decreto Ley 884 de 2017 - PNER -
salvaguarda la destinaciÃ³n inicial de los recursos, pues existe una relaciÃ³n directa con la utilizaciÃ³n que permite la normativa en estudio, asÃ:
(i) el FAER tiene por objeto satisfacer la demanda energÃ©tica de zonas rurales interconectadas, mientras que el PNER tiene por objeto la
misma poblaciÃ³n; (ii) el FAZNI se dirige a financiar proyectos de inversiÃ³n para la construcciÃ³n e instalaciÃ³n de infraestructura elÃ©ctrica en
zonas no interconectadas, ubicadas, entre otros, en departamentos tales como el ChocÃ³, Vichada, GuainÃa, CaquetÃ¡, Putumayo, Amazonas y
VaupÃ©s, esto es, zonas tradicionalmente afectadas por el conflicto armado; y, (iii) el PRONE tiene por objeto legalizar usuarios y adecuar las
redes a los requisitos tÃ©cnicos vigentes en municipios del sistema de interconectado nacional, encontrÃ¡ndose coincidencia con el objeto del
PNER, que pretende ampliar cobertura y mejorar calidad en barrios sub normales habitados por personas sujeto de desplazamiento forzado por
el conflicto armado. Al respecto, concluyÃ³ que:
 
“…  resulta  necesario  crear  mecanismos  jurÃdicos  tendientes  a  lograr  que  los  fondos  financieros  del  sector  elÃ©ctrico  se  constituyan  en
herramientas efectivas para lograr el fin constitucional de la paz. Es por ello que dichos fondos deben acompasarse con varias figuras previstas
en el Acuerdo Final, como los Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral y los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial.”
 
4. Por medio de Auto del 14 de junio de 2017, una vez calificada la prueba ordenada, y en cumplimiento de los numerales 3 y 4 del artÃculo 3Âº
del Decreto 121 de 2017, asÃ como del Auto del 5 de junio de 2017, se comunicÃ³ la iniciaciÃ³n del proceso al Presidente de la RepÃºblica y a los
ministros del Interior, de Justicia y del Derecho, de Hacienda y CrÃ©dito PÃºblico, de Agricultura y Desarrollo, de Minas y EnergÃa. Asimismo, se
invitÃ³ para que participaran en el presente proceso a las siguientes entidades, organizaciones y universidades:
 
i)  Oficina  del  Alto  Comisionado  para  la  Paz,  Departamento  Nacional  de  PlaneaciÃ³n,  Superintendencia  de  Servicios  PÃºblicos,  ComisiÃ³n  de
RegulaciÃ³n de EnergÃa y Gas, Instituto de PanificaciÃ³n y PromociÃ³n de Soluciones EnergÃ©ticas para las Zonas No Interconectadas, Unidad
de PlaneaciÃ³n Minero EnergÃ©tica y DefensorÃa del Pueblo.
 
ii)  AsociaciÃ³n  Nacional  de  Empresas  Generadoras  ANDEG,  AsociaciÃ³n  Nacional  de  Empresas  de  Servicios  PÃºblicos  y  Comunicaciones
ANDESCO, AsociaciÃ³n Colombiana de Distribuidores de EnergÃa ElÃ©ctrica ASOCODIS, AsociaciÃ³n Colombiana de Generadores de EnergÃa
ElÃ©ctrica ACOLGEN.
 
iii) Facultades de Derecho de las Universidades Externado de Colombia, Javeriana, Nacional de Colombia, Sergio Arboleda, Libre, de Los Andes,
del Rosario, Eafit de MedellÃn, de Antioquia, del AtlÃ¡ntico y de IbaguÃ©.
 
Por Ãºltimo, se ordenÃ³ correr traslado al Procurador General de la NaciÃ³n con el fin de que rindiera concepto sobre el asunto, y fijar en lista el
proceso para efectos de las intervenciones ciudadanas.
 
5. Cumplidos los trÃ¡mites constitucionales y legales propios de los procesos de constitucionalidad, la Sala Plena de la Corte Constitucional
procede a decidir la demanda de la referencia.
 
II. NORMA OBJETO DE REVISIÃ�N
 
6. A continuaciÃ³n se transcribe el Decreto Ley bajo revisiÃ³n, conforme a su publicaciÃ³n en el Diario Oficial No. 50.245 de 26 de mayo de 2017:
 

“DECRETO LEY 884 DE 2017
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(Mayo 26)
 

Por el cual se expiden normas tendientes a la implementaciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural en el marco del Acuerdo Final para la
TerminaciÃ³n del Conflicto y la ConstrucciÃ³n de una Paz Estable y Duradera.

 
EL PRESIDENTE DE LA REPÃ�BLICA DE COLOMBIA

 
En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las que le confiere el artÃculo 2Â° del Acto Legislativo nÃºmero 01 de 2016,

y
 

CONSIDERANDO:
 

1. Aspectos generales
 
Que en la bÃºsqueda de una paz estable y duradera y la terminaciÃ³n definitiva del conflicto armado, el Gobierno nacional suscribiÃ³ el 24 de
noviembre de 2016 con el grupo armado Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, EjÃ©rcito del Pueblo (FARC-EP) un Acuerdo Final para
la TerminaciÃ³n del Conflicto y la ConstrucciÃ³n de una Paz Estable y Duradera, en adelante Acuerdo Final;
 
Que el dÃa 30 de noviembre de 2016, el Congreso de la RepÃºblica, adoptÃ³ la decisiÃ³n polÃtica de refrendar el Acuerdo Final para la
TerminaciÃ³n del Conflicto y la ConstrucciÃ³n de una Paz Estable y Duradera;
 
Que con base en la suscripciÃ³n del Acuerdo Final se dio apertura a un proceso amplio e inclusivo de justicia transicional en Colombia, enfocado
principalmente en los derechos de las vÃctimas del conflicto armado y que como parte esencial de ese proceso, el Gobierno nacional estÃ¡ en
obligaciÃ³n de implementar los puntos del Acuerdo, entre otras, mediante la expediciÃ³n de normas con fuerza de ley;
 
Que el Acuerdo Final desarrolla ejes temÃ¡ticos relacionados con i) una Reforma Rural Integral; ii) ParticipaciÃ³n PolÃtica; iii) Fin del Conflicto; iv)
SoluciÃ³n  Integral  al  Problema  de  las  Drogas  IlÃcitas;  v)  Acuerdo  sobre  las  VÃctimas  del  Conflicto,  y  vi)  implementaciÃ³n,  verificaciÃ³n  y
refrendaciÃ³n de dichos acuerdos;
 
Que en el Acuerdo Final se da especial relevancia al enfoque territorial, entendido como el reconocimiento de las necesidades, caracterÃsticas y
particularidades econÃ³micas, culturales y sociales de los territorios y la adopciÃ³n de medidas y acciones integrales para ser implementadas
con participaciÃ³n activa de las comunidades;
 
Que  el  punto  1  del  Acuerdo  Final  para  la  TerminaciÃ³n  del  Conflicto  y  la  ConstrucciÃ³n  de  una  Paz  Estable  y  Duradera  contiene,  entre  otros
temas, el pacto sobre “Reforma Rural Integral”, mediante el cual se busca contribuir a la transformaciÃ³n estructural del campo, cerrando las
brechas entre el campo y la ciudad, creando condiciones de bienestar y buen vivir para la poblaciÃ³n rural;
 
Que en el punto 1.2.5. se prevÃ© que los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) constituyen el mecanismo de ejecuciÃ³n en las
zonas priorizadas de los diferentes planes nacionales que se deriven del Acuerdo, de conformidad con los criterios seÃ±alados en el Punto 1.2.2.
de los Planes Nacionales derivados del Acuerdo Final;
 
Que segÃºn el punto 1.3. “Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral” del Acuerdo sobre “Reforma Rural Integral”, las autoridades
competentes deberÃ¡n elaborar y poner en marcha los Planes Nacionales en el territorio, los cuales pretenden erradicar la pobreza extrema,
reduciendo en todas sus dimensiones la pobreza rural, asÃ como la desigualdad, creando una tendencia hacia la mejora de los niveles de vida en
la ciudad y en el campo;
 
Que la Honorable Corte Constitucional mediante Sentencias C-699 de 2016, C-160 de 2017 y C-174 de 20017 definiÃ³ los criterios de validez
constitucional que deben cumplir los decretos con fuerza de ley expedidos para facilitar y asegurar la implementaciÃ³n y desarrollo normativo
del  Acuerdo  Final  para  la  TerminaciÃ³n  del  Conflicto  y  la  ConstrucciÃ³n  de  una  Paz  Estable  y  Duradera,  por  lo  que,  el  Gobierno  nacional  es
consciente de la obligatoriedad y trascendencia de estos criterios y su importancia en un Estado Social de Derecho;
 
Que el contenido del presente Decreto-ley tiene una naturaleza instrumental, en el sentido de que tiene por objeto facilitar o asegurar la
implementaciÃ³n y  desarrollo  normativo del  punto1.3.1.3.  del  Acuerdo Final.  En consecuencia este Decreto-ley cumple los  requisitos  de
conexidad objetiva, estricta y suficiente entre el decreto y el Acuerdo Final, asÃ como el requisito de necesidad estricta de su expediciÃ³n, tal
como se expondrÃ¡ en la presente parte motiva.
 
2. Requisitos materiales de validez constitucional
 
2.1. El juicio de conexidad objetiva
 
Que  en  cumplimiento  del  requisito  de  conexidad  objetiva  el  presente  decreto  (i)  tiene  un  vÃnculo  cierto  y  verificable  entre  su  materia  y
articulado y el contenido del Acuerdo Final; (ii) sirve para facilitar o asegurar la implementaciÃ³n y el desarrollo normativo del Acuerdo; y (iii) no
regula aspectos diferentes, ni rebasa el Ã¡mbito de aquellos asuntos imprescindibles para el proceso de implementaciÃ³n del Acuerdo;
 
Que segÃºn el punto 1.3. “Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral” del Acuerdo sobre “Reforma Rural Integral”, las autoridades
competentes deberÃ¡n elaborar y poner en marcha los Planes Nacionales en el territorio, los cuales pretenden erradicar la pobreza extrema,
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reduciendo en todas sus dimensiones la pobreza rural, asÃ como la desigualdad, creando una tendencia hacia la mejora de los niveles de vida en
la ciudad y en el campo;
 
Que el Acuerdo tambiÃ©n reconoce que para la soluciÃ³n al problema de las drogas ilÃcitas es necesario poner en marcha un nuevo programa
que, como parte de la transformaciÃ³n estructural del campo que busca la Reforma Rural Integral, contribuya a generar condiciones de bienestar
y buen vivir para las poblaciones afectadas por esos cultivos, a travÃ©s de la prestaciÃ³n eficiente de servicios pÃºblicos;
 
Que dentro del numeral 4.1.2., que contiene los objetivos del Programa Nacional Integral de SustituciÃ³n de Cultivos de Uso IlÃcito, se establece
que este programa se implementarÃ¡ en el marco y como parte de la Reforma Rural Integral (RRI), entre cuyos objetivos se seÃ±ala la
provisiÃ³n de infraestructura y servicios pÃºblicos, para lo cual resulta necesario establecer los lineamientos que permitan la adopciÃ³n de un
Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural para adelantar los proyectos elÃ©ctricos;
 
Que las  disposiciones contenidas en el  presente decreto presentan total  armonÃa con los  principios,  valores y  reglas contenidas en la
ConstituciÃ³n PolÃtica de Colombia;
 
Que el artÃculo 365 de la ConstituciÃ³n PolÃtica seÃ±ala que: “Los servicios pÃºblicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber
del Estado asegurar su prestaciÃ³n eficiente a todos los habitantes del territorio nacional”;
 
Que el artÃculo 334 de la ConstituciÃ³n PolÃtica Colombiana dispone que la direcciÃ³n general de la economÃa estarÃ¡ a cargo del Estado, el
cual intervendrÃ¡ en la explotaciÃ³n de los recursos naturales, en el uso del suelo y en los servicios pÃºblicos para racionalizar la economÃa con
el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribuciÃ³n equitativa de las
oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservaciÃ³n de un ambiente sano.
 
Estas disposiciones constitucionales son el reflejo de la importancia de los servicios pÃºblicos, especialmente los domiciliarios, porque en ellos,
como dice la doctrina “descansa la vida social: la de cada individuo y la de la sociedad en la que se inserta”;
 
Que igualmente, la doctrina extranjera tambiÃ©n ha aceptado el hecho de que la prestaciÃ³n de servicios pÃºblicos no es una simple actividad
de soberanÃa, sino una actividad indispensable para la vida en sociedad, lo que justifica muchas notas distintivas del rÃ©gimen jurÃdico que se
adopta en esta materia. La prestaciÃ³n de estos servicios estÃ¡ dirigida a la utilidad general del pÃºblico y en tal virtud, como consecuencia del
carÃ¡cter imprescindible para la vida social de estos servicios debe haber regularidad y continuidad en su prestaciÃ³n a todos los ciudadanos,
para lo cual debe ser tÃ©cnicamente posible la extensiÃ³n del mismo;
 
Que la Honorable Corte Constitucional en Sentencia C-450 de 1995, manifestÃ³ lo siguiente: “El carÃ¡cter esencial de un servicio pÃºblico se
predica, cuando las actividades que lo conforman contribuyen de modo directo y concreto a la protecciÃ³n de bienes o a la satisfacciÃ³n de
intereses o a la realizaciÃ³n de valores, ligados con el respeto, vigencia, ejercicio y efectividad de los derechos y libertades fundamentales, ello
es asÃ, en razÃ³n de la preeminencia que se reconoce a los derechos fundamentales de la persona y de las garantÃas dispuestas para su
amparo, con el fin de asegurar su respeto y efectividad”;
 
Que el modelo actual de expansiÃ³n del sector elÃ©ctrico presenta dificultades para llevar el servicio de electricidad a la poblaciÃ³n que vive en
las zonas rurales y no interconectadas;
 
Que los institutos especializados del paÃs han considerado que “entre las diversas formas de energÃa, la elÃ©ctrica es la que mÃ¡s ha
contribuido a elevar la calidad de vida de la sociedad porque permite a las comunidades asegurar el acceso a otros servicios bÃ¡sicos como la
salud, la educaciÃ³n, la informaciÃ³n, proponer las actividades sociales y productiva, mejorar el confort al crear ambientes mÃ¡s saludables y
brindar mÃ¡s oportunidades para el desarrollo econÃ³mico”;
 
Que la implementaciÃ³n de soluciones energÃ©ticas estructurales y sostenibles en zonas aisladas y no interconectadas, con baja densidad de
poblaciÃ³n y carencia en infraestructura bÃ¡sica, requieren de un entorno institucional y legal que tenga en cuenta las particularidades de la
dinÃ¡mica social, econÃ³mica y ecolÃ³gica de dichas zonas;
 
Que con el fin de contar con recursos para financiar la promociÃ³n y capacitaciÃ³n en el uso de energÃa elÃ©ctrica, capacidades organizativas
de las comunidades para el mantenimiento y sostenibilidad de las obras, asistencia tÃ©cnica, eficiencia energÃ©tica, en los tÃ©rminos del Plan
Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural, se hace necesario habilitar la posibilidad de utilizar recursos de los fondos elÃ©ctricos FAER, FAZNI y PRONE
para estos efectos; Que con las medidas que se adoptan en el presente decreto, se materializan mecanismos tendientes a asegurar la oferta de
energÃa  elÃ©ctrica  que  permita  atender  el  incremento  de  la  demanda  que  se  genere  con  la  implementaciÃ³n  del  Plan  Nacional  de
ElectrificaciÃ³n Rural, mediante la agilizaciÃ³n de los trÃ¡mites para la ejecuciÃ³n de proyectos, aplicando por remisiÃ³n algunos procedimientos
de la Ley 1682 de 2013 y modificando disposiciones de la Ley 56 de 1981;
 
Que la aplicaciÃ³n de las disposiciones legales mencionadas en el considerando anterior asÃ como la modificaciÃ³n seÃ±alada, solo puede ser
establecida por una norma del mismo rango, con lo que se ampara e impulsa el desarrollo de proyectos de generaciÃ³n de energÃa elÃ©ctrica,
lo que garantiza la implementaciÃ³n y desarrollo del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural.
 
2.2. El juicio de conexidad estricta
 
Que el numeral 1.3.1.3. del Acuerdo, en desarrollo del eje “Reforma Rural Integral” seÃ±ala que con el propÃ³sito de garantizar condiciones de
vida digna, el Gobierno nacional diseÃ±arÃ¡ e implementarÃ¡ un Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural, en adelante PNER;
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Que la menciÃ³n expresa contenida en el numeral 1.3.1.3 del Acuerdo sustenta la conexidad estricta exigida por la jurisprudencia de la Corte
Constitucional, toda vez que su claridad contundente elimina toda posibilidad de inferencias genÃ©ricas o relaciones indirectas e incidentales.
 
2.3. El juicio de conexidad suficiente
 
Que en efecto, existe un vÃnculo cierto y verificable entre el contenido del numeral 1.3.1.3 del Acuerdo Final y la materia del presente Decreto-
ley,  toda vez que este Ãºltimo regula lo respectivo a:  Entidades competentes para implementar y adoptar el  Plan Nacional  de ElectrificaciÃ³n
Rural  (PER)  (artÃculo  1Â°),  Criterios  que  deberÃ¡  atender  el  PNER  (artÃculo  2Â°),  articulaciÃ³n  de  los  mecanismos  financieros  para  la
implementaciÃ³n del PNER (artÃculo 3Â°); medidas tendientes a garantizar la oferta de energÃa elÃ©ctrica que permita atender el incremento
de la demanda que se genere con la implementaciÃ³n del PNER, mediante la agilizaciÃ³n de los trÃ¡mites para la ejecuciÃ³n de proyectos (artÃ-
culos 4Â° y 5Â°); participaciÃ³n ciudadana en relaciÃ³n al PNER (artÃculo 6Â°); una declaraciÃ³n general sobre la sujeciÃ³n de las disposiciones
del presente Decreto-ley a los principios, valores y reglas de la ConstituciÃ³n PolÃtica de Colombia, con el objetivo de garantizar total sujeciÃ³n y
armonÃa del operador jurÃdico al ordenamiento jurÃdico superior (artÃculo 7Â°);
 
Que en virtud de lo anterior, existe total coincidencia entre las materias objeto de regulaciÃ³n y el contenido preciso del Acuerdo porque todas
ellas constituyen un instrumento para su realizaciÃ³n;
 
Que el presente Decreto-ley refuerza el Principio DemocrÃ¡tico, toda vez que incluye mecanismos de participaciÃ³n de las comunidades a las
cuales estÃ¡n dirigidas las medidas;
 
Que la implementaciÃ³n de proyectos de energÃa en la ruralidad colombiana, implica el estudio especÃfico del territorio en aspectos tales como:
contexto  histÃ³rico,  aspectos  socioculturales,  demografÃa,  caracterizaciÃ³n  geogrÃ¡fica,  ubicaciÃ³n  espacial,  vÃas  de  acceso,  ecosistemas,
condiciones climÃ¡ticas, caracterizaciÃ³n econÃ³mica, condiciones de vida, aspectos polÃticos, aspectos ambientales relativos a zonas que
conforman el Sistema Nacional de Ã�reas Protegidas (SINAP), presencia de comunidades Ã©tnicas diferenciadas, oferta hÃdrica, potencial solar,
entre otras;
 
Que en la actualidad, los habitantes de las regiones aspiran a ser protagonistas en las decisiones acerca de su participaciÃ³n en los procesos de
desarrollo del posacuerdo, y en cÃ³mo desean que las instituciones externas realicen su intervenciÃ³n, ya que existen procesos que no son
adecuados al territorio, de allÃ la importancia de la organizaciÃ³n y cooperaciÃ³n de comunidades, a travÃ©s de las cuales surjan procesos de
paz y reconciliaciÃ³n, mediante plataformas de organizaciones sociales;
 
Que en este sentido, el artÃculo 6Â° del presente Decreto-ley contiene mecanismos de participaciÃ³n ciudadana, incluida la intervenciÃ³n de
comunidades  y  organizaciones  rurales,  que  permiten  garantizar  que  los  proyectos  de  energizaciÃ³n  atenderÃ¡n  de  primera  mano  las
necesidades especÃficas de las poblaciones beneficiarias;
 
Que en virtud de lo anterior, es proporcional que el Gobierno nacional profiera este Decreto-ley, toda vez que resulta mÃ¡s adecuado a los fines
constitucionales perseguidos crear mecanismos de diÃ¡logo social con las comunidades directamente afectadas;
 
Que las medidas adoptadas en el presente Decreto-ley presentan total armonÃa con leyes proferidas por el Congreso de la RepÃºblica como son:
Ley 1757 de 2015 (artÃculo 111) Estatutaria de ParticipaciÃ³n DemocrÃ¡tica y Ley 1715 de 2014 que regula la integraciÃ³n de las energÃas
renovables no convencionales al Sistema EnergÃ©tico Nacional, en la cual se otorgan amplias facultades de reglamentaciÃ³n al Gobierno;
 
Que por lo anteriormente expuesto, debe concluirse que los parÃ¡metros esenciales de regulaciÃ³n del presente Decreto-ley estÃ¡n dados por la
ConstituciÃ³n PolÃtica y por la ley; asÃ mismo, la presente norma profundiza y materializa dichos parÃ¡metros constitucionales y legales.
 
2.4. DemostraciÃ³n de la Necesidad Estricta
 
Que  la  ausencia  de  Estado  en  Ã¡reas  de  difÃcil  acceso,  se  refleja  en  las  dificultades  de  esta  instituciÃ³n  para  integrarse  en  las  dinÃ¡micas
regionales, ya que estas Ãºltimas muchas veces se regulan sin la presencia de la institucionalidad pÃºblica;
 
Que las experiencias recogidas en los diferentes procesos de paz desarrollados a nivel internacional y nacional, demuestran la necesidad de que,
una vez firmados los acuerdos, el Estado intervenga con urgencia, especialmente en las zonas afectadas por el conflicto, no solamente con el
objetivo de garantizar la seguridad del territorio, sino tambiÃ©n con miras a implementar acciones que contribuyan al bienestar y buen vivir de
las comunidades, en orden a evitar la repeticiÃ³n de las mismas situaciones que constituyeron la raÃz del conflicto armado;
 
Que  la  reconciliaciÃ³n  en  un  posconflicto  estÃ¡  relacionada  con  los  procesos  de  reconstrucciÃ³n  de  confianza  entre  los  ciudadanos  y  las
instituciones  estatales.  De  esta  manera,  uno  de  los  factores  que  impiden la  reconciliaciÃ³n  es,  entre  otros,  la  incipiente  presencia  de
instituciones estatales y procesos transicionales que puedan desarrollar un marco especÃfico respecto a la capacidad del Estado;
 
Que asÃ por ejemplo, uno de los retos inmediatos identificados para el posconflicto guatemalteco, fue generar una institucionalidad fuerte, que
apoyado  de  organizaciones  de  la  sociedad  civil,  pudiera  ejecutar  un  conjunto  de  obras  con  mayor  eficacia  y  propiedad  en  pro  del  desarrollo
socioeconÃ³mico de los territorios;
 
Que los pasados acuerdos de paz celebrados en Colombia, han dejado como lecciÃ³n histÃ³rica, que para la consolidaciÃ³n de dichos acuerdos,
no es importante solamente que los actores violentos encuentren un espacio en la sociedad, sino tambiÃ©n que las regiones que sufrieron el
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embate directo de la violencia se reincorporen, sin desventajas competitivas, al desarrollo general del paÃs; lo anterior cobra un carÃ¡cter
urgente cuando las negociaciones de paz no se realizan simultÃ¡neamente con todos los grupos armados porque se genera el riesgo que el
territorio objeto del acuerdo sea apropiado por grupos violentos diferentes10;6

 
Que en virtud de lo anterior, resulta imperioso asegurar la presencia inmediata del Estado en la ruralidad colombiana y en tal virtud, el trÃ¡mite
del presente Decreto-ley, resulta ser la medida mÃ¡s adecuada para lograrlo frente al trÃ¡mite legislativo ordinario y el procedimiento legislativo
especial, por las condiciones de urgencia institucional superlativa requeridas para la implementaciÃ³n material del Acuerdo Final en el territorio;
 
Que las medidas contenidas en el presente Decreto-ley estÃ¡n dirigidas a garantizar la implementaciÃ³n material del Acuerdo Final en el
territorio colombiano, en orden a obtener la realizaciÃ³n efectiva del derecho a la paz;
 
Que  la  implementaciÃ³n  del  Plan  Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural  en  el  marco  del  Acuerdo  Final,  no  implica  solamente  la  instalaciÃ³n  de
infraestructura fÃsica, sino la presencia material del Estado en el territorio como una herramienta para generar capacidades democrÃ¡ticas de
las comunidades beneficiadas mediante la implementaciÃ³n de procesos participativos alrededor de proyectos energÃ©ticos;
 
Que en este contexto, la adopciÃ³n urgente de normas tendientes a promover la electrificaciÃ³n de las zonas rurales del paÃs, especialmente las
mÃ¡s afectadas por el conflicto armado, es necesaria para asegurar y facilitar la implementaciÃ³n real del Acuerdo Final, y justifica el ejercicio de
las facultades extraordinarias previstas en el artÃculo 2Â° del Acto Legislativo nÃºmero 01 de 2016 con el objetivo de lograr una paz estable y
duradera;
 
Que en mÃ©rito de lo expuesto,
 

DECRETA:
 
ARTÃ�CULO  1Â°.  Plan  Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural  -PNER.  El  Ministerio  de  Minas  y  EnergÃa,  con  el  apoyo  tÃ©cnico  del  Instituto  de
PlanificaciÃ³n y PromociÃ³n de Soluciones EnergÃ©ticas para las Zonas No Interconectadas -IPSE y la Unidad de PlaneaciÃ³n Minero EnergÃ©tica
-UPME, elaborarÃ¡ y adoptarÃ¡ cada dos (2) aÃ±os un Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural para las Zonas No Interconectadas -ZNI y para el
Sistema Interconectado Nacional -SIN estableciendo, entre otros, mecanismos que permitan la administraciÃ³n, operaciÃ³n y mantenimiento
sostenible de las soluciones energÃ©ticas que se construyan para su uso.
 
La formulaciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural PNER tendrÃ¡ en cuenta las diferentes soluciones aplicables en materia energÃ©tica,
las necesidades reportadas por las entidades territoriales y las comunidades, y las condiciones socioambientales de los hogares, asÃ como
alternativas de electrificaciÃ³n individual o colectiva.
 
El  contenido  del  Plan  Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural  PNER  se  armonizarÃ¡  con  los  Planes  Nacionales  para  la  Reforma  Rural  Integral,  los
Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) y el Programa Nacional Integral de SustituciÃ³n de Cultivos IlÃcitos (PNIS).
 
ARTÃ�CULO 2Â°. Criterios del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural (PNER). Teniendo en cuenta los criterios contenidos en el punto 1.3.1.3. del
Acuerdo Final para la TerminaciÃ³n del Conflicto y la ConstrucciÃ³n de una Paz Estable y Duradera, el Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural de
que trata el artÃculo anterior deberÃ¡ propender por:
 
1. La ampliaciÃ³n de la cobertura elÃ©ctrica.
 
2. La promociÃ³n y aplicaciÃ³n de soluciones tecnolÃ³gicas apropiadas de generaciÃ³n elÃ©ctrica, de acuerdo con las particularidades del medio
rural y de las comunidades, para lo cual se utilizarÃ¡n de manera preferente Fuentes No Convencionales de EnergÃa (FNCE).
 
3. La asistencia tÃ©cnica y la promociÃ³n de las capacidades organizativas de las comunidades para propender por el mantenimiento y la
sostenibilidad de las obras.
 
4. La capacitaciÃ³n en el uso adecuado de la energÃa para su sostenibilidad.
 
ARTÃ�CULO 3Â°. ArticulaciÃ³n de los Fondos ElÃ©ctricos para la implementaciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural (PNER). Sin perjuicio
de  la  destinaciÃ³n  de  cada  uno  de  los  Fondos  FAER,  FAZNI  y  PRONE,  para  la  implementaciÃ³n  del  Plan  Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural,  el
Ministerio  de  Minas  y  EnergÃa  establecerÃ¡  criterios  de  priorizaciÃ³n  para  que  los  proyectos  que  se  presenten  a  cada  uno  de  los
correspondientes ComitÃ©s de AdministraciÃ³n para aprobaciÃ³n de recursos guarden coherencia con dicho Plan y con las priorizaciones
regionales realizadas a partir de los Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET).
 
PARÃ�GRAFO 1Â°. A efectos de facilitar la aplicaciÃ³n de los criterios a que hace referencia el artÃculo 2Âº de este Decreto-ley, en la asignaciÃ³n
de los recursos de los Fondos FAER, FAZNI y PRONE el Ministerio de Minas y EnergÃa definirÃ¡ un valor mÃ¡ximo anual del valor proyectado de
su recaudo para atender costos asociados a:
 
1. PromociÃ³n y capacitaciÃ³n en el uso de energÃa elÃ©ctrica y de capacidades organizativas de las comunidades para el mantenimiento y
sostenibilidad de las obras.
 
2. Asistencia tÃ©cnica.
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3. Eficiencia energÃ©tica.
 
PARÃ�GRAFO 2Â°. En los proyectos que se adelanten con recursos de los Fondos FAER, FAZNI y PRONE, ademÃ¡s de las cargas residenciales
podrÃ¡ financiarse la supervisiÃ³n e interventorÃa de los proyectos, asÃ como usos productivos en el Ã¡mbito rural e instalaciones internas.
 
PARÃ�GRAFO 3Â°. Para el establecimiento, adopciÃ³n e implementaciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural, PNER, el Ministerio de Minas
y EnergÃa podrÃ¡ articular y coordinar actividades y/o recursos con otros fondos pÃºblicos, entidades pÃºblicas, entidades de cooperaciÃ³n y
asistencia internacional, organismos multilaterales, personas extranjeras de derecho pÃºblico, organismos de derecho internacional, sector
privado e iniciativas de la comunidad.
 
PARÃ�GRAFO 4Â°. Se propenderÃ¡ porque el Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural sea financiado con recursos de los Fondos de que trata el
presente artÃculo.
 
PARÃ�GRAFO 5Â°. El Ministerio de Minas y EnergÃa implementarÃ¡ lo previsto en este artÃculo en un plazo no mayor a un (1) aÃ±o, contado a
partir de la fecha de publicaciÃ³n del presente Decreto-ley.
 
ARTÃ�CULO 4Â°. AplicaciÃ³n de la Ley 1682 de 2013. Para determinar los valores que se han de pagar por los predios o inmuebles afectados por
proyectos y ejecuciÃ³n de obras de energÃa elÃ©ctrica, amparadas por la declaratoria de utilidad pÃºblica e interÃ©s social, asÃ como para el
saneamiento de tales predios, se darÃ¡ aplicaciÃ³n a lo establecido en los artÃculos 21, 22, 23, 24,25 y 26 de la Ley 1682 de 2013, con
excepciÃ³n de la expropiaciÃ³n por vÃa administrativa.
 
PARÃ�GRAFO. Para efectos de la aplicaciÃ³n de lo aquÃ dispuesto, se entenderÃ¡ por entidad estatal al propietario del proyecto declarado de
utilidad pÃºblica e interÃ©s social, sin importar que se trate de entidad pÃºblica o privada.
 
ARTÃ�CULO 5Â°. ModificaciÃ³n de la Ley 56 de 1981. ModifÃquese el primer inciso del artÃculo 27 de la Ley 56 de 1981, el cual quedarÃ¡ asÃ:
 
“Corresponde al propietario del proyecto que lo haya adoptado y ordenado su ejecuciÃ³n, promover en calidad de demandante los procesos que
sean necesarios para hacer efectivo al gravamen de servidumbre de conducciÃ³n de energÃa elÃ©ctrica”.
 
ARTÃ�CULO  6Â°.  ParticipaciÃ³n  ciudadana.  El  Plan  Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural  PNER  se  formularÃ¡  con  sujeciÃ³n  a  los  mecanismos  de
participaciÃ³n ciudadana previstos para el  desarrollo de los Planes de EnergizaciÃ³n Rural  Sostenible -PERS, incluida la intervenciÃ³n de
comunidades y organizaciones rurales en el marco de los Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral, los PDETs y el PNIS.
 
ARTÃ�CULO 7Â°. Principios. Las disposiciones contenidas en el presente Decreto-ley se aplicarÃ¡n conforme a los principios, valores y reglas
previstas en la ConstituciÃ³n PolÃtica de Colombia.
 
ARTÃ�CULO 8Â°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicaciÃ³n, modifica en lo pertinente la Ley 56 de 1981 y deroga
las demÃ¡s disposiciones que le sean contrarias.
 

PUBLÃ�QUESE Y CÃ�MPLASE.
 

Dado en BogotÃ¡, D. C., 26 de mayo de 2017
 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÃ�N
 

El Ministro de Minas y EnergÃa,
 

GermÃ¡n Arce Zapata”
 

 
III. INTERVENCIONES Y CONCEPTO DEL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÃ�N
 
7. Los planteamientos de las intervenciones y el concepto del Ministerio PÃºblico serÃ¡n presentados, segÃºn corresponda, en el anÃ¡lisis formal
o material del Decreto Ley, con el propÃ³sito de facilitar un mejor orden metodolÃ³gico.
 
Con todo, se puede advertir que la Vista Fiscal y la mayorÃa de los intervinientes solicitaron la exequibilidad del Decreto Ley 884 de 2017. En
efecto, aunque algunos piden la constitucionalidad condicionada de ciertos artÃculos, coinciden en que el contenido del Decreto Ley se ajusta a
la ConstituciÃ³n PolÃtica: la Cumbre Nacional de Mujeres y Paz, la SecretarÃa JurÃdica de la Presidencia de la RepÃºblica, la AsociaciÃ³n
Colombiana de Generadores de EnergÃa ElÃ©ctrica, la Agencia Nacional de Defensa JurÃdica del Estado, la DefensorÃa del Pueblo y la
OrganizaciÃ³n Nacional IndÃgena de Colombia. Por el contrario, los delegados de las Comunidades Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras ante
el Espacio Nacional de Consulta Previa solicitan declarar la inexequibilidad integral del Decreto Ley 884 de 2017, por no haberse agotado de
forma adecuada el procedimiento de consulta con sus comunidades. Por Ãºltimo, las Autoridades Tradicionales IndÃgenas de Colombia solicitan
a la Corte que se declare la inaplicabilidad del Decreto Ley 884 respecto de los pueblos indÃgenas por ausencia de consulta previa.
 
IV. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS
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Competencia
 
8. La Corte Constitucional es competente para revisar este Decreto Ley, en virtud de lo previsto en el artÃculo 2Âº del Acto Legislativo 1 de 2016
y el artÃculo 3 del Decreto Ley 121 de 2017.
 
Problema jurÃdico y estructura de la decisiÃ³n
 
9. Corresponde a la Sala Plena de la Corte Constitucional establecer si Â¿el Decreto Ley 884 del 26 de mayo de 2017, “Por el cual se expiden
normas  tendientes  a  la  implementaciÃ³n  del  Plan  Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural  en  el  marco  del  Acuerdo  Final  para  la  TerminaciÃ³n  del
Conflicto y la ConstrucciÃ³n de una Paz Estable y Duradera”, cumpliÃ³ con los requisitos de forma y competencia en su expediciÃ³n? En caso
afirmativo,  se  procederÃ¡  al  anÃ¡lisis  material  del  Decreto  Ley  884  de  2017,  con  el  propÃ³sito  de  determinar  si  su  contenido  se  ajusta  a  la
ConstituciÃ³n PolÃtica.
 
EspecÃficamente, la Sala decidirÃ¡ sobre la constitucionalidad de los 8 artÃculos que integran el Decreto Ley, a saber: a) el artÃculo 1 define las
entidades competentes para formular y adoptar el Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural -PNER; b) el artÃculo 2 determina las finalidades a las
que debe responder el PNER; c) el artÃculo 3 establece la articulaciÃ³n de los mecanismos de financiaciÃ³n del PNER; d) los artÃculos 4 y 5 fijan
las medidas de modificaciÃ³n y aplicaciÃ³n legal tendientes a garantizar la oferta de energÃa elÃ©ctrica que permita atender el aumento de la
demanda que se genere con la implementaciÃ³n del PNER; e) el artÃculo 6 dispone los mecanismos de participaciÃ³n ciudadana en relaciÃ³n con
la formulaciÃ³n del PNER; f) el artÃculo 7 sujeta la aplicaciÃ³n del Decreto Ley a la ConstituciÃ³n PolÃtica; y, g) el artÃculo 8 puntualiza aspectos
sobre la vigencia del Decreto Ley.
 
10. Si bien se realizarÃ¡ el anÃ¡lisis descrito en el pÃ¡rrafo precedente Ãºnicamente si el Decreto Ley 884 de 2017 supera el examen formal, lo
cierto es que incluso este estudio requiere un contexto sobre el servicio pÃºblico de energÃa elÃ©ctrica, y en esa medida, la Corte se referirÃ¡: i)
al  deber  del  Estado de asegurar  la  prestaciÃ³n eficiente de los  servicios  pÃºblicos  a  todos los  habitantes del  territorio  nacional;  ii)  el  servicio
pÃºblico de energÃa elÃ©ctrica; iii) la prestaciÃ³n del servicio pÃºblico de energÃa elÃ©ctrica en Colombia; y iv) los contenidos del Acuerdo
Final relacionados con la prestaciÃ³n del servicio pÃºblico de energÃa elÃ©ctrica. Luego, recordarÃ¡ el alcance del control de los Decretos Leyes
expedidos en virtud de las facultades presidenciales para la paz y procederÃ¡ a aplicar las reglas al Decreto Ley 884 de 2017.
 
11. El deber del Estado de asegurar la prestaciÃ³n eficiente de los servicios pÃºblicos a todos los habitantes del territorio nacional
 
11.1. El artÃculo 365 de la Carta PolÃtica incorpora la base constitucional frente al reconocimiento y prestaciÃ³n de los servicios pÃºblicos, en
tanto  inherentes  a  las  finalidades  sociales  del  Estado  y  cuya  realizaciÃ³n  eficiente  debe  ser  asegurada  “a  todos  los  habitantes  del  territorio
nacional”. En desarrollo de este mandato, desde sus inicios esta CorporaciÃ³n ha seÃ±alado que la constitucionalizaciÃ³n de la garantÃa efectiva
de tales servicios se deriva de su innegable vÃnculo con la materializaciÃ³n de derechos fundamentales tales como la vida y la salud11.
 
11.2. La prestaciÃ³n de los servicios pÃºblicos se inscribe, por tanto, dentro de aquellos deberes sociales cuyo desarrollo, de conformidad con lo
dispuesto en el artÃculo 2 Superior, constituye el fundamento existencial de las autoridades colombianas.
 
A  su  vez,  el  Constituyente  de  1991  reconociÃ³  como  finalidades  sociales  del  Estado,  entre  otros,  la  garantÃa  del  bienestar  general  y  el
mejoramiento de la calidad de vida de la poblaciÃ³n12. De ahÃ que sea posible indicar que, la prestaciÃ³n de los servicios pÃºblicos, estÃ¡ Ã-
ntimamente ligada al “thelos” estatal, se estatuye en nuestro ordenamiento como fÃ³rmula constitucional destinada a potenciar el desarrollo
humano de los asociados,  en satisfacciÃ³n de,  por lo  menos,  las dos finalidades antes enunciadas y en procura de,  como lo ha reconocido la
Corte, hacer efectiva la igualdad material de quienes integran la comunidad13.
 
11.3. El deber de prestaciÃ³n antes mencionado, en perspectiva de esta CorporaciÃ³n, corresponde a una obligaciÃ³n positiva de la que es titular
el Estado, orientada al efectivo suministro del servicio respectivo, a travÃ©s de los instrumentos o estrategias de polÃtica pÃºblica que se
estimen necesarios para su evoluciÃ³n. Con base en lo anterior, se ha dicho que los servicios pÃºblicos y su adecuada materializaciÃ³n se
encuentran soportados, por lo menos, en los criterios de (i) universalidad, pues exigen que su prestaciÃ³n busque un acceso igualitario a todas
las personas titulares de las necesidades susceptibles de superaciÃ³n a travÃ©s de estos;14 (ii) eficiencia, por mandato constitucional, como ya
se expuso con anterioridad, (iii) eficacia, (iv) calidad y (v) ampliaciÃ³n de cobertura15.
 
11.4. De modo que tempranamente la Corte ha entendido que la valoraciÃ³n constitucional de los servicios pÃºblicos se basa esencialmente en
las obligaciones del Estado que se desprenden de la garantÃa de los Derechos EconÃ³micos Sociales y Culturales16. En armonÃa con ello, se ha
resaltado la connotaciÃ³n eminentemente social de la prestaciÃ³n de tales servicios, cuya correcta ejecuciÃ³n se torna de la mayor relevancia
constitucional dado que, “(…) por una parte, de la realizaciÃ³n de los derechos fundamentales de las personas depende en gran medida de la
adecuada  prestaciÃ³n  de  los  servicios  pÃºblicos  –p.ej.  de  agua,  salud,  saneamiento  bÃ¡sico,  energÃa,  transporte,  etc.–  y,  por  otra,  el
Constituyente ha optado por una forma estatal, el Estado social de derecho, destinada a corregir la deuda social existente en el paÃs con los
sectores  sociales  mÃ¡s  desfavorecidos  mediante  un  sistema  polÃtico  que  busca  la  progresiva  inclusiÃ³n  de  todos  en  los  beneficios  del
progreso.”17

 
11.5. En nuestro ordenamiento jurÃdico, la Ley 142 de 1992, artÃculo primero, integra un listado de servicios pÃºblicos domiciliarios, haciendo
alusiÃ³n, por ejemplo, al  acueducto, alcantarillado, aseo, energÃa elÃ©ctrica, distribuciÃ³n de gas combustible, telefonÃa fija pÃºblica bÃ¡sica
conmutada y la telefonÃa local mÃ³vil en el sector rural. De ahÃ que sea posible indicar, como lo ha sostenido esta CorporaciÃ³n, que el acceso a
los servicios domiciliarios encuentra un especial sustento constitucional en el artÃculo 51 de la Carta PolÃtica, relativo al derecho a la vivienda
digna, y el artÃculo 64, sobre el acceso progresivo a, entre otros, los servicios de educaciÃ³n, salud y vivienda en favor de los trabajadores
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rurales.
 
11.6. Asimismo, la ConstituciÃ³n, en su artÃculo 370, vincula al Presidente de la RepÃºblica de manera especial, pero no exclusiva (artÃculo
365), con la garantÃa de los servicios pÃºblicos domiciliarios, asignÃ¡ndole la obligaciÃ³n de “seÃ±alar, con sujeciÃ³n a la ley, las polÃticas
generales  de  administraciÃ³n  y  control  de  eficiencia”  de  los  mismos,  asÃ  como,  por  medio  de  la  Superintendencia  de  Servicios  PÃºblicos
Domiciliarios, ejercer “el control, la inspecciÃ³n y vigilancia de las entidades que los presten.”18

 
11.7. En sistematicidad con lo dicho, resulta pertinente recordar que, el Derecho Internacional de los Derechos Humanos se ha referido a la
necesidad de garantizar “los servicios” para hacer efectivo el derecho a la “vivienda adecuada”, de conformidad con lo establecido en el artÃ-
culo  25  de  la  DeclaraciÃ³n  Universal  de  los  Derechos  Humanos  y,  especialmente,  el  artÃculo  11  del  Pacto  Internacional  de  Derechos
EconÃ³micos, Sociales y Culturales (PIDESC).
 
Al respecto, el ComitÃ© de Derechos EconÃ³micos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, intÃ©rprete autorizado del PIDESC,19 en su
ObservaciÃ³n General NÂº 4 estableciÃ³ que el concepto de “adecuaciÃ³n”, propio de la vivienda digna, estÃ¡ determinado por aspectos como,
por un lado, la “disponibilidad de servicios”, aludiendo al “acceso permanente a recursos naturales y comunes, a agua potable, a energÃa para
la cocina, la calefacciÃ³n y el alumbrado, a instalaciones sanitarias y de aseo, de almacenamiento de alimentos, de eliminaciÃ³n de desechos, de
drenaje y a servicios de emergencia”20; y por otro, la “adecuaciÃ³n cultural”, en referencia al acceso a, por ejemplo, “los servicios tecnolÃ³gicos
modernos.”21

 
Siendo,  entonces,  la  prestaciÃ³n  de  los  servicios  pÃºblicos,  en  perspectiva  de  la  vivienda  digna,  una  manifestaciÃ³n  de  los  derechos
econÃ³micos, sociales y culturales, el Estado se encuentra abocado a propender por su plena realizaciÃ³n, en cumplimiento, principalmente, de
la obligaciÃ³n de progresividad y prohibiciÃ³n de regresividad22 derivadas del artÃculo 2 del PIDESC23. De manera que la satisfacciÃ³n plena de
cada uno de estos derechos se logre a travÃ©s de la disposiciÃ³n de “hasta el mÃ¡ximo de los recursos disponibles (…) por los medios
apropiados”, pues, como fue dispuesto en los Principios de Limburgo de 1986, relativos a la aplicaciÃ³n del PIDESC, los Estados se encuentran
investidos con la exigencia internacional de “actuar tan rÃ¡pidamente como les sea posible” en direcciÃ³n a la completa efectividad de las
garantÃas sociales.
 
11.8.  En suma, la prestaciÃ³n de servicios pÃºblicos es una carga que debe ser asumida por el  Estado como garante de los derechos
fundamentales  de  sus  ciudadanos  y  ciudadanas.  El  acceso,  la  eficiencia,  la  eficacia,  la  calidad  y  la  cobertura  en  la  prestaciÃ³n  de  servicios
pÃºblicos hacen parte de los mandatos perentorios que se imponen al Estado por normas constitucionales e internacionales asociadas a la
garantÃa de la vivienda digna.
 
12. El servicio pÃºblico de energÃa elÃ©ctrica
 
12.1. Desde sus primeros pronunciamientos, este Tribunal identificÃ³ a la energÃa como un “bien pÃºblico esencial de carÃ¡cter no transable”24,
en el sentido de asumirlo como un servicio indispensable “para el desenvolvimiento de las actividades sociales y econÃ³micas del paÃs”25,
asociado sustancialmente al bienestar de las poblaciones contemporÃ¡neas, el fortalecimiento de la calidad de vida y el acercamiento con el
avance de la tecnologÃa.
 
12.2. Ahora bien, la accesibilidad al servicio de energÃa se torna especialmente importante, pues allÃ es donde se ve reflejada de manera clara
su impacto en el desarrollo social y, especialmente, su impacto frente a la reducciÃ³n de la pobreza y las brechas de la sociedad. Al respecto, el
Banco  Mundial26  ha  insistido  en  que  la  electrificaciÃ³n  tiene  una  fuerte  incidencia  en  la  prestaciÃ³n  del  servicio  de  salud,  pues  fortalece  la
infraestructura sanitaria, a la vez que potencia el contacto tecnolÃ³gico, asÃ como facilita la conservaciÃ³n de vacunas, medicamentos y
alimentos.
 
Como lo ha seÃ±alado la ComisiÃ³n EconÃ³mica para AmÃ©rica Latina y el Caribe (CEPAL), el vÃnculo entre energÃa y pobreza es una realidad
evidente que se deriva de la dependencia de dicho servicio con el desarrollo de “prÃ¡cticamente todas las actividades de la vida cotidiana de las
personas”27. De ahÃ que sea innegable reconocer hoy en la energÃa un motor de desarrollo de las sociedades, alrededor de la cual la agenda
global ha venido insistiendo para propender por el acceso universal. En el aÃ±o 2010, por ejemplo y observando la relevancia del servicio
pÃºblico en menciÃ³n, el entonces Secretario General de la Naciones Unidas, con ocasiÃ³n de su participaciÃ³n en la Cumbre de Alto Nivel de los
Objetivos de Desarrollo del Milenio, anunciÃ³ la meta global de los Estados para lograr la universalidad en el suministro de energÃa.
 
En ese contexto, la pobreza energÃ©tica ha emergido como un concepto que ilustra las dificultades de los sectores sociales que, por distintas
razones, se han visto obligados a no contar con el suministro de energÃa y que, como lo ha dicho esta CorporaciÃ³n, corresponde a aquella
condiciÃ³n en la que “una persona o nÃºcleo familiar: (i) es incapaz de pagar una cantidad mÃnima de electricidad para la satisfacciÃ³n de sus
necesidades domÃ©sticas (calefacciÃ³n, iluminaciÃ³n, refrigeraciÃ³n y cocciÃ³n de alimentos) o; (ii) en los eventos en que se ve obligada a
destinar una parte excesiva de sus ingresos a pagar la factura energÃ©tica de su vivienda.”28

 
12.3. En ese sentido, se presenta la energÃa como un servicio claramente esencial que comporta especiales dimensiones sociales, pues la
existencia de obstÃ¡culos para su acceso involucra la agudizaciÃ³n de la pobreza extrema, y por tanto, potencia la vulnerabilidad de los sectores
alejados  de  las  fuentes  energÃ©ticas.  Por  ello,  entendiendo  la  garantÃa  del  servicio  pÃºblico  como  un  deber  estatal,  claramente  su
incumplimiento deviene, sin duda, en el alejamiento institucional que, en virtud del imperativo de progresividad, exige ser reducido de manera
urgente, mÃ¡xime si se tiene en cuenta que la necesidad energÃ©tica se robustece aÃºn mÃ¡s en el contexto de la globalizaciÃ³n en el que se
hallan las sociedades.
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13. La prestaciÃ³n del servicio pÃºblico de energÃa elÃ©ctrica en Colombia
 
13.1. La operaciÃ³n y regulaciÃ³n del mercado de la energÃa elÃ©ctrica en Colombia parte de una separaciÃ³n vertical de las actividades que
permiten  la  prestaciÃ³n  del  servicio.  De  esta  manera,  el  mercado  estÃ¡  compuesto  por  cuatro  actividades  distintas:  (i)  producciÃ³n  o
generaciÃ³n; (ii) transmisiÃ³n o transporte; (iii) distribuciÃ³n; y (iv) comercializaciÃ³n. El conjunto de estas actividades conforma el servicio
pÃºblico esencial de energÃa elÃ©ctrica en Colombia29. Ahora bien, para la Corte el transporte o transmisiÃ³n de energÃa elÃ©ctrica desde las
redes  regionales  de  transmisiÃ³n  hasta  el  domicilio  del  usuario  final,  incluida  su  conexiÃ³n  y  mediciÃ³n,  es  considerado  un  servicio  pÃºblico
domiciliario esencial sujeto a la intervenciÃ³n del Estado30.
 
13.2. En materia de transmisiÃ³n y distribuciÃ³n de energÃa elÃ©ctrica, las diferentes zonas del territorio nacional se encuentran clasificadas en
aquellas en las que se presta el servicio pÃºblico de electricidad a travÃ©s del Sistema Interconectado Nacional (SIN)31 y aquellas en las que no.
Estas  Ãºltimas  se  denominan  Zonas  No  Interconectadas  (ZNI)32.  A  su  vez,  el  Decreto  1623  de  2015,  clasifica  las  ZNI  en  aisladas  e
interconectables33.  Las primeras son zonas no interconectadas cuya conexiÃ³n al  SIN no resulta eficiente econÃ³micamente;  las segundas,  en
cambio, son zonas no interconectadas cuya conexiÃ³n es econÃ³micamente eficiente.
 
13.3. Actualmente, segÃºn la Unidad de PlaneaciÃ³n Minero EnergÃ©tica –UPME, las ZNI ocupan aproximadamente el 52% del territorio nacional
y se ubican en 90 municipios, 20 territorios especiales, 1448 localidades, 39 cabeceras municipales y 5 capitales departamentales34. En ellas la
prestaciÃ³n del servicio de energÃa elÃ©ctrica se hace principalmente mediante plantas de generaciÃ³n diesel35, paneles solares y pequeÃ±as
centrales hidroelÃ©ctricas36.  Estas zonas se caracterizan por contar con un alto Ãndice de necesidades bÃ¡sicas insatisfechas y por una
capacidad reducida de pago del servicio de energÃa. A esto se suma que, debido a su distancia de los centros urbanos, los costos de
interconexiÃ³n y prestaciÃ³n del servicio de energÃa elÃ©ctrica son muy elevados37.
 
13.4. Asimismo, segÃºn datos del Banco Interamericano de Desarrollo, el 97% de la poblaciÃ³n colombiana cuenta con el servicio de energÃa
elÃ©ctrica38. De acuerdo con la UPME, la meta de alcanzar el 100% de cobertura aÃºn no se logra debido, principalmente, a que los usuarios sin
servicio  de  energÃa elÃ©ctrica  se  encuentran  dispersos  en  Ã¡reas  rurales  de  difÃcil  acceso39.  En  efecto,  en  el  nivel  nacional  a  2015,
aproximadamente  425.000 viviendas  no  tenÃan acceso  a  la  electricidad40.  Adicionalmente,  la  UPME ha  identificado que mÃ¡s  del  70% de los
usuarios que no tienen servicio de energÃa elÃ©ctrica se encuentran en ZNI de carÃ¡cter interconectable, mientras que el 30% restante se
ubican en ZNI aisladas41.
 
13.5.  Las  caracterÃsticas  y  condiciones  especiales  de  las  Ã¡reas  geogrÃ¡ficas  que  componen  el  SIN  y  las  ZNI  impiden  que  la  prestaciÃ³n  del
servicio de energÃa se realice de la misma manera en todo el territorio nacional. Por esta razÃ³n el Estado ha establecido un marco normativo
con reglas diferenciadas para cada una de las zonas42, encaminado a garantizar la prestaciÃ³n del servicio y a cumplir con la actual polÃtica de
universalizaciÃ³n del servicio de energÃa elÃ©ctrica establecida en el Plan Nacional de Desarrollo (Ley 1753 de 2015).
 
13.6. Finalmente, se debe mencionar que el Gobierno Nacional, con el objeto de logar la universalizaciÃ³n del servicio de energÃa elÃ©ctrica, ha
buscado articular la prestaciÃ³n del servicio a travÃ©s de fuentes no convencionales de energÃa43 y de la ampliaciÃ³n del SIN44. AdemÃ¡s, a nivel
internacional, Colombia ha adoptado, entre otros, los Objetivos de Desarrollo Sostenible -ODS de las Naciones Unidas y el programa de energÃa
sostenible para todos SE4ALL del  Banco Interamericano de Desarrollo.  Igualmente,  ha empezado a incorporar metas ambiciosas en eficiencia
energÃ©tica, participaciÃ³n de fuentes renovables no convencionales, cobertura y acceso universal del servicio de energÃa elÃ©ctrica45.
 
14. Los contenidos del Acuerdo Final para la TerminaciÃ³n del conflicto y la ConstrucciÃ³n de una Paz estable y duradera (en adelante Acuerdo
Final) relacionados con la prestaciÃ³n del servicio pÃºblico de energÃa elÃ©ctrica
 
14.1. El punto 1 del Acuerdo Final busca crear condiciones de bienestar y buen vivir para la poblaciÃ³n rural que contribuyan a cerrar las brechas
entre el campo y la ciudad y que permitan la transformaciÃ³n estructural del campo. En este sentido, estÃ¡ previsto que con los programas que
se promuevan en el marco de la Reforma Rural Integral, se logre integrar a las regiones, se erradique la pobreza y se asegure el pleno disfrute
de los derechos de la ciudadanÃa.
 
14.2. Con estos objetivos en mente, en la Reforma Rural Integral se acordaron tres ejes de acciÃ³n. En el primer eje, se establecieron las
condiciones para el acceso y uso de la tierra y para la formalizaciÃ³n de la propiedad rural. De esta manera, el Punto 1.1. del Acuerdo Final creÃ³
un Fondo de Tierras de carÃ¡cter permanente para regularizar los derechos de propiedad y promover una distribuciÃ³n equitativa de la tierra.
Asimismo, el Gobierno Nacional se comprometiÃ³ a crear otros mecanismos para promover el acceso a la tierra, como los subsidios integrales
para la compra de tierras por parte de las personas beneficiarias y los crÃ©ditos especiales para la compra de tierras. En este punto, entonces,
el compromiso incluye crear condiciones para el acceso integral a la tierra y para la formalizaciÃ³n de la pequeÃ±a y mediana propiedad rural.
 
El segundo eje de acciÃ³n de la Reforma Rural Integral consistiÃ³ en la formulaciÃ³n de los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial
(PDET),  en  el  punto  1.2.  del  Acuerdo  Final.  Estos  programas  tienen  como  fin  lograr  la  transformaciÃ³n  estructural  del  campo  y  un
relacionamiento equitativo entre el campo y la ciudad. Con ellos, se busca priorizar la elaboraciÃ³n y ejecuciÃ³n de planes de acciÃ³n para la
transformaciÃ³n  regional  en  los  territorios  del  paÃs  mÃ¡s  afectados  por  el  conflicto,  con  niveles  elevados  de  pobreza,  debilidad  institucional
administrativa y presencia de cultivos de uso ilÃcito y otras economÃas ilegÃtimas.
 
Por Ãºltimo, el tercer eje acordado en la Reforma Rural Integral fue la formulaciÃ³n de los Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral, en el
punto 1.3. del Acuerdo Final. Este tercer punto supone que la Reforma Rural Integral es de aplicaciÃ³n universal en el territorio nacional y que,
por lo tanto, si bien es necesario priorizar algunas zonas por sus condiciones especiales de vulnerabilidad y afectaciÃ³n, tambiÃ©n se requiere
superar las brechas entre el campo y la ciudad y asegurar el ejercicio de los derechos en la generalidad del campo y del territorio colombiano.
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En consecuencia, los planes nacionales para la Reforma Rural Integral tienen por objetivo una acciÃ³n conjunta de planes en distintos frentes,
como infraestructura, salud, educaciÃ³n y vivienda, cuya articulaciÃ³n en todo el territorio nacional logre la erradicaciÃ³n de la pobreza extrema,
la reducciÃ³n en todas sus dimensiones de la pobreza rural en un 50%, la disminuciÃ³n de la desigualdad y la creaciÃ³n de mejores niveles de
vida en la ciudad y en el campo.
 
14.3. El punto 1.3. del Acuerdo Final contemplÃ³ la creaciÃ³n de planes nacionales en materia de infraestructura y adecuaciÃ³n de tierras (punto
1.3.1.) y de desarrollo social (punto 1.3.2.). El PNER creado por el Decreto Ley 884 de 2017 se enmarca dentro del primer grupo de planes
nacionales, pues estÃ¡ encaminado a crear infraestructura elÃ©ctrica en el territorio. En efecto, el punto 1.3.1.3. del Acuerdo Final establece:
 
“1.3.1.3. Infraestructura elÃ©ctrica y de conectividad: con el propÃ³sito de garantizar condiciones de vida digna y mejorar la conectividad, el
Gobierno  Nacional  diseÃ±arÃ¡  e  implementarÃ¡  un  Plan  Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural  y  un  Plan  Nacional  de  Conectividad  Rural,  con  los
siguientes criterios:
 
. La ampliaciÃ³n de la cobertura elÃ©ctrica.
 
. La promociÃ³n y aplicaciÃ³n de soluciones tecnolÃ³gicas apropiadas de generaciÃ³n elÃ©ctrica de acuerdo con las particularidades del medio
rural y de las comunidades.
 
.  La  asistencia  tÃ©cnica  y  la  promociÃ³n  de las  capacidades organizativas  de las  comunidades para  garantizar  el  mantenimiento  y  la
sostenibilidad de las obras.
 
. La capacitaciÃ³n en el uso adecuado de la energÃa para garantizar su sostenibilidad.
 
. La instalaciÃ³n de la infraestructura necesaria para garantizar el acceso a internet de alta velocidad en las cabeceras municipales.
 
. La oferta de soluciones de acceso comunitario a internet para centros poblados.”
 
14.4. Por Ãºltimo, frente a su articulaciÃ³n con el resto del Acuerdo, vale la pena resaltar que el artÃculo 1 del Decreto Ley 884 de 2017 seÃ±ala
que el contenido del PNER deberÃ¡ estar armonizado con el Programa Nacional Integral de SustituciÃ³n de Cultivos IlÃcitos (PNIS). En efecto, el
Punto 4 del Acuerdo Final que abarca la SoluciÃ³n al Problema de las drogas ilÃcitas, reconoce la importancia de la transformaciÃ³n estructural
del campo en la soluciÃ³n al problema de los cultivos de uso ilÃcito y, por lo tanto, bajo el punto 4.1.1. del Acuerdo, se integra el PNIS a la
Reforma Rural Integral.
 
15. Alcance del control de los decretos leyes expedidos en virtud de las facultades presidenciales para la paz
 
Para el desarrollo de este acÃ¡pite la Sala abordarÃ¡ los siguientes aspectos: (i) la comprensiÃ³n de las facultades legislativas extraordinarias en
el  marco  constitucional,  especÃficamente  de  aquellas  previstas  en  el  artÃculo  2  del  Acto  Legislativo  01  de  2016;  y,  (i)  el  alcance del  control
jurisdiccional a cargo de la Corte Constitucional, con Ã©nfasis en aquellos aspectos relacionados con el procedimiento de expediciÃ³n del acto
con fuerza material de ley.
 
15.1. Constitucionalidad de la habilitaciÃ³n legislativa extraordinaria concedida al Presidente de la Republica por el Acto Legislativo 01 de 2016
 
El desarrollo de un proceso de justicia transicional en el marco constitucional vigente, legÃtimo y estructurado a partir de la Carta PolÃtica de
1991, determinÃ³ la expediciÃ³n del Acto Legislativo 01 de 2016. Una de las herramientas previstas por el constituyente derivado46 en dicha
normativa, cuyo objeto es asegurar y facilitar la implementaciÃ³n y el desarrollo normativo del Acuerdo Final suscrito entre el Gobierno y las
FARC-EP, consistiÃ³ en el otorgamiento de facultades legislativas especiales al Presidente de la RepÃºblica.
 
El articulo 2 ibÃdem configurÃ³ esta habilitaciÃ³n con los siguientes rasgos caracterÃsticos: (i) delimitaciÃ³n temporal, por 180 dÃas contados a
partir de la entrada en vigencia del acto reformatorio47; (ii) restricciÃ³n competencial en orden a la materia, con el objeto de expedir decretos
con fuerza de ley dirigidos a facilitar y asegurar la implementaciÃ³n  y el desarrollo del Acuerdo; y, con la prohibiciÃ³n de proferir actos
legislativos, leyes estatutarias, leyes orgÃ¡nicas, leyes cÃ³digos, leyes que necesiten mayorÃa calificada o absoluta para su aprobaciÃ³n o que
decreten impuestos; y, (iii) control jurisdiccional, ante la Corte Constitucional, de manera automÃ¡tica y posterior a su entrada en vigencia.
 
La  conformidad  al  ordenamiento  Superior  de  esta  disposiciÃ³n  fue  declarara  en  la  Sentencia  C-699  de  201648,  en  la  que  se  afirmÃ³  que  no
sustituÃa el principio de separaciÃ³n de poderes o funciones49. En sÃntesis, se sostuvo que: (i) el otorgamiento de facultades legislativas
extraordinarias al Presidente de la RepÃºblica a travÃ©s de actos reformatorios no constituye, per se50, un exceso del poder de reforma, tal
como en otras ocasiones lo ha considerado la CorporaciÃ³n51.
 
Y, (ii) que en este caso la habilitaciÃ³n es constitucional pues: se activa previo un proceso de refrendaciÃ³n popular; el Congreso no se ve
privado de su competencia legislativa, dado que la competencia presidencial se encuentra delimitada positiva [decretos con fuerza de ley que
tengan  conexidad  objetiva,  estricta  y  suficiente  con  el  Acuerdo  Final]  y  negativamente  [asuntos  excluidos  de  esta  atribuciÃ³n  de  manera
expresa,  o  derivados  del  ordenamiento  Superior,  como aquellos  sobre  los  que recae reserva  estricta  de  ley52],  el  Congreso  ostenta  la
habilitaciÃ³n principal  para legislar con el  objeto de implementar y desarrollar normativamente el  Acuerdo, por lo tanto la intervenciÃ³n
legislativa  del  Presidente  estÃ¡  reservada  para  aquellos  casos  en  que  sea  estrictamente  necesaria;  y,  no  se  suprimen  los  controles
interorgÃ¡nicos, expresiÃ³n del equilibrio entre los poderes pÃºblicos y de la supremacÃa constitucional.
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15.2. Alcance del control jurisdiccional que ha adelantado la Corte Constitucional sobre los decretos con fuerza material de ley en el marco del
Acto Legislativo 01 de 201653.
 
En la providencia C-160 de 2017, a travÃ©s de la cual la CorporaciÃ³n se pronunciÃ³ por primera vez sobre la constitucionalidad de un decreto
ley proferido en virtud de la  competencia concedida en el  artÃculo 2 del  Acto Legislativo 01 de 2016,  se considerÃ³  que,  pese a sus
particularidades54, el derecho constitucional de excepciÃ³n brindaba elementos importantes para la comprensiÃ³n del alcance del control a cargo
de la Corte en estos nuevos casos, en los que se verificaba una alteraciÃ³n temporal del diseÃ±o institucional de la Carta PolÃtica.
 
Partiendo del presupuesto segÃºn el cual las facultades concedidas debÃan ser de estricta interpretaciÃ³n y aplicaciÃ³n restrictiva, dado que se
inscriben en una situaciÃ³n de alteraciÃ³n institucional, se sostuvo que, sin perjuicio del control polÃtico, el control jurÃdico no podÃa ser
simplemente ritual55, y que los principales referentes institucionales estaban dados por los siguientes aspectos: (i) la configuraciÃ³n estatal como
social y de derecho; (ii) el principio de separaciÃ³n de poderes; (iii) la democracia; (iv) la participaciÃ³n ciudadana; y, (v) el respeto por los
derechos humanos intangibles.
 
El diseÃ±o que garantiza que incluso en estas situaciones no se configure una excesiva concentraciÃ³n en el ejercicio del poder y, por lo tanto,
una lesiÃ³n del sistema constitucional, parte de la misma regulaciÃ³n prevista en el artÃculo 2 del Acto Legislativo, del cual se extrae que el
control constitucional material tiene las siguientes caracterÃsticas: (i) es expreso; (ii) es objetivo - jurÃdico, esto es, su parÃ¡metro de control es
la ConstituciÃ³n PolÃtica, afirmaciÃ³n que no descarta que en el ejercicio hermenÃ©utico se tenga en cuenta el contexto transicional; (iii) debe
garantizar la vigencia del Estado Social de Derecho; (iv) comprende una revisiÃ³n formal y otra material; (v) es automÃ¡tico; (vi) es posterior;
(vii) debe considerar el escenario particular, por lo tanto, los lÃmites impuestos deben tener por presupuesto que el objeto de la habilitaciÃ³n
legislativa es la bÃºsqueda de la paz, y que esto se enmarca en un contexto complejo de justicia transicional; y, (vii) la habilitaciÃ³n tiene
precisas restricciones temporales y materiales.
 
Esta  delimitaciÃ³n  es  similar  a  la  efectuada  por  la  Corte  en  la  providencia  C-174  de  2017,  en  la  que  se  afirmÃ³  que  el  control  era  (i)
jurisdiccional56, por lo tanto no eran dables consideraciones de conveniencia u oportunidad; (ii) automÃ¡tico; (iii) participativo, pues cualquier
ciudadano puede intervenir en el proceso conforme a lo previsto en el artÃculo 242.1 de la CP; (iv) posterior; y, (v) Ãºnico57.
 
Atendiendo a tales caracterÃsticas, las sentencias C-160 y C-174 de 2017 precisaron los aspectos relevantes del control a efectuar por la Corte
Constitucional en cuanto al procedimiento de formaciÃ³n, con fundamento en lo sostenido en la sentencia C-699 de 2016, en los tÃ©rminos que
se sintetizan a continuaciÃ³n.
 
C-160 de 2017
 

LÃmites formales (i) AdopciÃ³n por parte del Gobierno Nacional (Art. 115 CP)

(ii) ExpediciÃ³n dentro de los 180 dÃas siguientes a la entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2016

(iii) MotivaciÃ³n suficiente: que demuestre su condiciÃ³n de instrumento para la implementaciÃ³n del Acuerdo Final. Con todo, la evaluaciÃ³n sobre esa motivaciÃ³n
corresponde a los lÃmites materiales.

LÃmites materiales: el presupuesto consiste en que
el objeto de la habilitaciÃ³n legislativa
extraordinaria consiste en facilitar y asegurar la
implementaciÃ³n y desarrollo del Acuerdo Final

(i) Conexidad objetiva: necesidad de que el Gobierno demuestre un vÃnculo cierto y verificable entre el contenido del Acuerdo Final y la materia del decreto
respectivo. No se satisface este requisito cuando se regulan aspectos que excedan los propÃ³sitos de la implementaciÃ³n

(ii) Conexidad estricta, o juicio de finalidad: refiere a la carga argumentativa para el Gobierno, consistente en
demostrar que el desarrollo normativo contenido en el decreto responde de manera precisa a un aspecto definido y
concreto del Acuerdo Final

Primer nivel: el Gobierno debe identificar
cuÃ¡l es el contenido preciso del Acuerdo
que es objeto de implementaciÃ³n

Segundo nivel: el Gobierno debe demostrar
que la medida respectiva estÃ¡ vinculada
con dicho contenido

(iii) Conexidad suficiente: vinculada al deber del Gobierno de demostrar el grado de estrecha proximidad entre las materias objeto de regulaciÃ³n por parte del
decreto respectivo y el contenido preciso del Acuerdo a implementar

(iv) Estricta necesidad: referida a que el Gobierno demuestre la falta de idoneidad del trÃ¡mite legislativo ordinario y del procedimiento legislativo especial previsto
en el Art. 1 del Acto Legislativo 01 de 2016 para regular la materia objeto del Decreto Ley. Se exige que se demuestre el carÃ¡cter urgente e imperioso de regular la
materia.

Asuntos expresamente excluidos Actos legislativos, leyes estatutarias, leyes orgÃ¡nicas, leyes cÃ³digos, leyes que necesitan mayorÃas calificada o absoluta y leyes para decretar impuestos. Y
asuntos con reserva estricta de ley.
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C-174 de 2017
 

 
Vicios de
Procedimiento

Vicios de forma (i) Adoptarse por parte del Gobierno Nacional (Art. 115 CP.)

(ii) Asignarse un tÃtulo (Art. 169 CP.)

(iii) Invocarse la facultad en la que se funda la expediciÃ³n del decreto
ley

(iv) Exponer los motivos que justifican la expediciÃ³n de la normativa: en
virtud del principio de publicidad (Arts. 133, 209 y 228 CP.) y como
condiciÃ³n de participaciÃ³n de los ciudadanos en su control (Arts. 40 y
242.1 CP.)

Vicios de
competencia

(i) Competencia temporal: 180 dÃas siguientes a la entrada en vigencia
del Acto Legislativo 01 de 2016

(ii) Conexidad teleolÃ³gica: en la medida en
que las facultades legislativas extraordinarias
tienen por objeto "facilitar" y "asegurar" la
implementaciÃ³n y desarrollo normativo del
Acuerdo Final, esta conexidad significa que
debe probarse que el acto enjuiciado es
instrumental a la realizaciÃ³n de los objetivos
o compromisos del Acuerdo. Debe mostrarse
la potencialidad del Decreto ley para
"facilitar" o "asegurar" la implementaciÃ³n y
desarrollo normativo del Acuerdo Final

JustificaciÃ³n interna:
conexidad probada
entre la motivaciÃ³n y
sus propias
disposiciones

JustificaciÃ³n externa:
justificaciÃ³n
teleolÃ³gica del Decreto
ley con el Acuerdo final

(iii) RestricciÃ³n para la expediciÃ³n de actos legislativos, leyes
estatutarias, leyes orgÃ¡nicas, leyes cÃ³digos, leyes que necesitan
mayorÃas calificada o absoluta y leyes para decretar impuestos. Y, tal
como se advirtiÃ³ en la Sentencia C-699 de 2016, "tampoco pueden
usarse las facultades extraordinarias para regular asuntos sujetos a
reserva de ley que no estÃ©n mencionados en el artÃculo 150-10 de la
Carta PolÃtica o en el artÃculo 2 acusado, tales como la restricciÃ³n de la
libertad de expresiÃ³n, la creaciÃ³n de delitos o el incremento penas (CP
arts. 29 y 93)”
(iv) Estricta necesidad: usualmente el ejercicio de las facultades
legislativas extraordinarias se justifica en la conveniencia de contar con
legislaciÃ³n oportuna y tecnificada. En este caso, esto puede lograrse a
travÃ©s del procedimiento legislativo especial previsto en el Acto
Legislativo 01 de 2016, por lo tanto, debe haber un imperativo de
regulaciÃ³n no susceptible de este Ãºltimo

 
SegÃºn el esquema propuesto por estas dos providencias, que entre sÃ presentan algunas diferencias, la Corte Constitucional ha venido
adelantando el control inicial de cada uno de los decretos con fuerza material de ley proferidos por el Gobierno Nacional en ejercicio de las
facultades conferidas a travÃ©s del artÃculo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016. En algunos, la Corte ha seguido estrictamente los criterios
expuestos por cada una de ellas, por ejemplo, en la Sentencia C-224 de 201758 se atendieron rigurosamente los criterios expuestos en la
Sentencia C-174 de 201759; mientras que en la providencia C-253 de 201760 se acogiÃ³ el esquema planteado por la decisiÃ³n C-160 de 201761.
En otros casos, la Corte ha acudido a los criterios planteados por la Sentencia C-160 de 201762, aunque precisando el alcance de algunos de
ellos.
 
En este Ãºltimo sentido, en la Sentencia C-331 de 201763 se precisÃ³ que: (i) el tÃ©rmino de 180 dÃas previsto para el ejercicio de las facultades
legislativas extraordinarias tiene como referente la categorÃa de dÃas calendario64; (ii) la conexidad objetiva exige la demostraciÃ³n, de manera
genÃ©rica65,,  de un vÃnculo cierto y verificable entre un contenido del  Acuerdo final  y  la  materia del  decreto respectivo;  y,  (iii)  la  conexidad
estricta o teleolÃ³gica, referida a demostrar que el objetivo del desarrollo normativo del decreto se dirige de manera precisa a implementar un
aspecto  definido  y  concreto  del  Acuerdo,  tiene  dos  niveles,  uno externo,  que implica  la  necesidad de  que el  Gobierno  identifique de  manera
exacta el contenido del Acuerdo que pretende desarrollar; y, el otro interno, en el que debe demostrarse el vÃnculo entre la motivaciÃ³n del uso
de las facultades y la regulaciÃ³n expedida.
 
AgregÃ³ que se incumplÃa con el primer nivel, cuando el gobierno no identifique de manera exacta el contenido del Acuerdo Final que pretende
desarrollar,  o cuando no existe  un vÃnculo  verificable  entre  esa  materia  precisa  y  los  contenidos  del  Decreto  respectivo.  Se incumple  con el
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segundo nivel, de acuerdo a dicha decisiÃ³n, cuando las motivaciones expuestas por el gobierno no guarden coherencia con lo efectivamente
regulado.
 
15.3. SÃntesis de los criterios a ser valorados sobre el procedimiento de formaciÃ³n de los decretos ley expedidos en virtud del artÃculo 2 del
Acto Legislativo 01 de 2016
 
Una primera precisiÃ³n derivada del estudio efectuado sobre las decisiones proferidas por la CorporaciÃ³n en casos similares al presente, estÃ¡
dirigida a afirmar que, con independencia de la terminologÃa utilizada y de las variaciones en la definiciÃ³n de algunos elementos,  el  control
realizado ha partido de idÃ©nticas premisas teÃ³ricas, normativas y contextuales, siguiendo de manera relevante el pronunciamiento de
constitucionalidad que sobre el artÃculo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016 realizÃ³ la Corte en la providencia C-699 de 2016.
 
El esquema metodolÃ³gico establecido en todos los casos presupone la garantÃa del principio de separaciÃ³n de poderes o funciones, que
identifica a nuestro sistema constitucional a partir de la Carta de 1991; y, la vigencia, pese a la situaciÃ³n de alteraciÃ³n institucional temporal,
del sistema de contrapesos y de la supremacÃa de la Carta PolÃtica, asumiendo una interpretaciÃ³n restrictiva y sometida a controles de las
facultades extraordinarias.
 
En este sentido, la idea fundamental que guÃa la siguiente recapitulaciÃ³n parte de una interpretaciÃ³n sistemÃ¡tica del artÃculo 2Âº del Acto
Legislativo 01 de 2016 con la ConstituciÃ³n PolÃtica en que se inserta, concretamente con el artÃculo 241 que prevÃ© el tipo de vicios sobre los
cuales puede pronunciarse esta CorporaciÃ³n en ejercicio de su funciÃ³n jurisdiccional de guardar la integridad y supremacÃa constitucional.
 
Tomando tal referente, como lo hicieron las sentencias C-174 y C-224 de 2017, el alcance del control de la Corte sobre estos decretos ley
partirÃ¡ de la clasificaciÃ³n entre vicios de procedimiento en la formaciÃ³n del acto, y vicios relacionados con su contenido material.
 
Entre los primeros, de los que se ocupa este acÃ¡pite, se incluirÃ¡n aquellos relacionados con (i) la forma y con (ii) la competencia. Veamos.
 
En tratÃ¡ndose del control sobre los vicios de forma, la siguiente es la sistematizaciÃ³n de las 4 reglas en las cuales se concentra el estudio que
debe adelantar esta CorporaciÃ³n66: (i) la verificaciÃ³n de la suscripciÃ³n del decreto ley especial por el Presidente de la RepÃºblica y el ministro
del ramo o el director de departamento administrativo respectivo, por cuanto el artÃculo 11567 de la ConstituciÃ³n consagra que los actos del
Presidente de la RepÃºblica tienen “valor y fuerza” en la medida que estÃ©n suscritos y comunicados por el ministro del ramo respectivo o por
el director del departamento administrativo correspondiente, quienes constituyen el Gobierno Nacional. AsÃ mismo, se debe verificar (ii) que el
decreto ley tenga un tÃtulo y que Ã©ste corresponda con su contenido (art. 169 Superior68)69; (iii) que se invoque expresamente la facultad en
virtud de la cual el Presidente de la RepÃºblica adquiere atribuciones para dictar el decreto ley, ello con el fin de precisar la naturaleza jurÃdica
del acto y la garantÃa del control constitucional por la autoridad competente; y, por Ãºltimo, (iv) debe dar cuenta de las consideraciones que
justifican la expediciÃ³n del decreto ley mediante las facultades extraordinarias habilitadas a travÃ©s del denominado fast track o vÃa rÃ¡pida.
 
Los vicios referidos a la competencia70 se analizan teniendo en cuenta los siguientes criterios:
 
(i) Temporal71, esto es, debe verificarse que el decreto ley se haya expedido dentro del tÃ©rmino de los 180 dÃas calendario72 siguientes a la
entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2016 [del 1 de diciembre de 201673 al 29 de mayo de 201774];
 
(ii) Conexidad objetiva, que se satisface con la demostraciÃ³n de que entre el contenido del Acuerdo Final y la materia de la regulaciÃ³n
proferida por el Gobierno Nacional existe un vÃnculo cierto, verificable y especÃfico.
 
Ahora bien, que el asunto previsto en el Acuerdo Final que da lugar al vÃnculo citado deba cumplir con tales condiciones no se traduce en que
deba estar expresa o taxativamente contemplado. Es viable que, superando la mera literalidad, existan tÃ³picos de regulaciÃ³n que tengan
relaciÃ³n intrÃnseca con los allÃ previstos y tengan por objeto facilitar y asegurar la implementaciÃ³n y el desarrollo normativo del Acuerdo
Final.
 
(iii) Conexidad estricta o teleolÃ³gica, que exige la comprobaciÃ³n de que la normativa prevista por el Gobierno Nacional se constituye en un
instrumento potencial para la realizaciÃ³n de la finalidad para la cual fue considerada, teniendo en cuenta, externamente, el aspecto preciso que
dentro del Acuerdo Final haya sido seÃ±alado por el Gobierno, e internamente, las consideraciones que llevaron a su expediciÃ³n.
 
Satisfechas  las  conexidades  referidas,  es  dable  para  la  Corte  afirmar  que,  con  suficiencia,  la  materia  objeto  de  regulaciÃ³n  tiene  por  objeto
facilitar y asegurar la implementaciÃ³n y el desarrollo normativo del Acuerdo Final, razÃ³n de la habilitaciÃ³n competencial conferida en el artÃ-
culo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016.
 
(iv) Estricta necesidad, en virtud de la cual debe acreditarse la falta de idoneidad del procedimiento legislativo ordinario y del procedimiento
legislativo especial, previsto en el artÃculo 1 del Acto Legislativo 01 de 2016, para la expediciÃ³n de la regulaciÃ³n objeto del decreto ley.
Teniendo en cuenta que el ejercicio de la competencia legislativa extraordinaria implica una restricciÃ³n legÃtima, pero considerable del
principio  democrÃ¡tico  [por  el  dÃ©ficit  deliberativo  y  participativo  de  los  decretos  con  fuerza  de  ley],  deben  acreditarse  los  requisitos  de
urgencia e imperiosidad.
 
(v) Asuntos expresa e implÃcitamente prohibidos para ser desarrollados a travÃ©s del ejercicio de las facultades legislativas extraordinarias
conferidas por el constituyente derivado. Para el efecto debe tenerse en cuenta las materias que de manera expresa excluyÃ³ el constituyente
derivado en el artÃculo 2 inciso 2 del Acto Legislativo 01 de 2016, asÃ como aquellas con reserva estricta de ley, las que no podrÃ¡n ser objeto
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de regulaciÃ³n por parte del Gobierno Nacional.
 
Por Ãºltimo, es oportuno insistir en que el estudio sobre la validez del ejercicio de la habilitaciÃ³n legislativa para el Gobierno Nacional no puede
desconocer la existencia de un contexto especial, que tiende a la construcciÃ³n de un escenario de paz; principio, derecho y deber del Estado, y
objetivo propuesto por la sociedad a travÃ©s de la adopciÃ³n de la ConstituciÃ³n PolÃtica de 1991. En estas condiciones, atendiendo obviamente
a los pilares fundamentales de nuestro ordenamiento jurÃdico, el estudio a cargo de la Corte debe ser sensible a los elementos asociados al
proceso transicional, como respuesta ineludible a su misiÃ³n de ser la guardiana de la supremacÃa de la Carta.
 
15.4. La omisiÃ³n del deber de consulta previa a las comunidades Ã©tnicamente diferenciadas como vicio que afecta el procedimiento de
formaciÃ³n de las leyes75

 
AdemÃ¡s de los anteriores vicios, y antes de efectuar el control material respectivo, debe precisarse que la Corte Constitucional ha reconocido
que el  proceso de formaciÃ³n legislativa se afecta sustancialmente  cuando quiera que se quebranta el  deber de consulta previa a las
comunidades Ã©tnicamente diferenciadas76.
 
Principios fundantes del Estado colombiano, como los de participaciÃ³n77 y el de reconocimiento y protecciÃ³n de la diversidad Ã©tnica y
cultural78,  han confluido con la protecciÃ³n internacional  derivada del  artÃculo 6 del  Convenio 169 de la OIT79,  que forma parte del  bloque de
constitucionalidad en sentido estricto (artÃculos 93 y 94 constitucionales)80, para consolidar el derecho fundamental a la consulta previa de
comunidades Ã©tnicamente diferenciadas81, bajo un enfoque que parte del reconocimiento y garantÃa de su identidad y de la integridad de sus
prÃ¡cticas, usos y costumbres.
 
El artÃculo 6, numeral 1 literal a, del Convenio citado prevÃ© la consulta a los pueblos interesados, a travÃ©s de procedimientos apropiados y
de sus instituciones representativas, de aquellas medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente. Esta previsiÃ³n,
excede el marco de protecciÃ³n del derecho de participaciÃ³n de toda la comunidad en tÃ©rminos generales, y da paso, a un procedimiento
especial de participaciÃ³n activa y efectiva reservado para aquellas medidas que tengan incidencia particular y directa en los intereses de las
comunidades diferenciadas, configurando una posiciÃ³n de derecho fundamental que, del otro lado, genera un deber estatal correlativo de llevar
a cabo los trÃ¡mites idÃ³neos y eficaces para que las comunidades tradicionales participen en el diseÃ±o de polÃticas que, habida cuenta su
contenido material, les conciernen82.
 
En atenciÃ³n a lo anterior, la Corte ha construido unas reglas claras que ahora se reiteran, con miras a analizar posteriormente si en el presente
caso se configura una lesiÃ³n o no a este deber constitucional.
 
En tal sentido, la consulta previa es obligatoria en aquellos eventos en los que las medidas legislativas o administrativas afectan directamente a
la comunidad; en los demÃ¡s casos sus vÃas de participaciÃ³n serÃ¡n similares a las del resto de la poblaciÃ³n.
 
Conforme a los estÃ¡ndares desarrollados por la Corte83, la afectaciÃ³n directa se configura cuando (i) se interviene cualquiera de los derechos
de los pueblos indÃgenas o tribales; (ii) se desarrolla el Convenio 169 de la OIT; (iii) se imponen cargas o atribuyen beneficios que modifican la
situaciÃ³n o posiciÃ³n de la comunidad; (iv) se interfieren elementos definitorios de la identidad o cultura del pueblo; y, (v) pese a la generalidad
de la medida, se afecta con especial intensidad o de manera diferenciada a pueblos Ã©tnicamente diferenciados. Sobre este Ãºltimo supuesto,
la Corte Constitucional precisÃ³ en la providencia C-077 de 2017 que: “el Relator de las Naciones Unidad sobre la situaciÃ³n de derechos indÃ-
genas plantea que la afectaciÃ³n directa consiste en una incidencia diferencial de la medida frente a los pueblos indÃgenas y en comparaciÃ³n
con el resto de la poblaciÃ³n.”
 
La consulta pretende la obtenciÃ³n del consentimiento previo, libre e informado de las comunidades Ã©tnicamente diferenciadas sobre las
medidas  que  las  afectan;  debe  adelantarse  a  travÃ©s de  procedimientos  guiados  por  el  principio  de  buena  fe  y  garantes  del  orden
constitucional; y deben garantizar una participaciÃ³n activa y efectiva.
 
15.5. Conclusiones
 
De conformidad con lo expuesto a lo largo de este acÃ¡pite, el control jurisdiccional que esta CorporaciÃ³n debe efectuar sobre los decretos con
fuerza de ley proferidos por el Gobierno Nacional en ejercicio de las facultades conferidas por el artÃculo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016,
comprende los presuntos vicios de procedimiento en su formaciÃ³n e, indiscutiblemente, aquellos referidos a su contenido material.
 
En esta secciÃ³n el Ã©nfasis se ha efectuado sobre los primeros, clasificados como vicios formales y vicios relacionados con la competencia.
 
A estos, se aÃ±adiÃ³ la lesiÃ³n del deber de consulta previa, el cual ha sido considerado por la Corte como sustancial pero con efectos en el
trÃ¡mite legal. TambiÃ©n debe aclararse que la Corte ha hecho este control respecto de actos legislativos84,  leyes estatutarias85  y leyes
ordinarias86; siendo posible su extensiÃ³n a los decretos ley proferidos en el marco del Acto Legislativo 01 de 2016 dada su condiciÃ³n material
de ley, y la amplitud del derecho fundamental a la consulta que involucra todas aquellas medidas que los afectan directamente (polÃticas,
planes, leyes, actos administrativos, etc.)
 
Finalmente, el estudio constitucional material a partir de lo previsto en el artÃculo 241 de la CP es jurisdiccional, siendo el parÃ¡metro de control
la ConstituciÃ³n PolÃtica y aquellas disposiciones incorporadas en virtud del bloque de constitucionalidad, en los tÃ©rminos de los artÃculos 93 y
94. En todo caso, ello no es Ã³bice para la observaciÃ³n del contexto transicional en tanto ello se enmarque, nuevamente, en el ordenamiento
Superior.
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V. ANÃ�LISIS DE CONSTITUCIONALIDAD DEL DECRETO LEY 884 DE 2017
 
1. Con las consideraciones presentadas, la Sala procederÃ¡ al estudio del cumplimiento de los requisitos de formales y de competencia en la
expediciÃ³n del Decreto Ley y luego examinarÃ¡ la constitucionalidad de cada uno de sus artÃculos.
 
En cada una de las partes se sintetizarÃ¡n las intervenciones y el concepto del Ministerio PÃºblico. Al respecto, es pertinente precisar que en el
anÃ¡lisis del articulado se exponen de forma preliminar cuestiones generales planteadas por los intervinientes y luego se puntualiza lo solicitado
frente a cada artÃculo.
 
2. Examen sobre el cumplimiento de los requisitos de forma y competencia en la expediciÃ³n del Decreto Ley 884 de 2017
 
2.1. Intervenciones
 
2.1.1. La SecretarÃa JurÃdica de la Presidencia de la RepÃºblica, la Agencia Nacional de Defensa JurÃdica del Estado87, la DefensorÃa del Pueblo,
la AsociaciÃ³n Colombiana de Generadores de EnergÃa ElÃ©ctrica – Acolgen y la Cumbre Nacional de Mujeres y Paz intervienen para solicitar la
constitucionalidad del Decreto Ley 884 de 2017. Los intervinientes sostienen que la expediciÃ³n del decreto por el Presidente de la RepÃºblica,
en virtud de las facultades presidenciales para la paz, satisface los requisitos de forma y competencia exigidos por el artÃculo 2 del Acto
Legislativo 01 de 2016 y desarrollados en las sentencias C-160 de 2017, C-174 de 2017, C-224 de 2017, C-253 de 2017, C-289 de 2017 y C-331
de 2017.
 
EspecÃficamente, seÃ±alaron que cumple con los requisitos procedimentales en su formaciÃ³n, ya que: (i) fue expedido y promulgado el 26 de
mayo de 2017, superÃ¡ndose asÃ la condiciÃ³n de los 180 dÃas de que trata el artÃculo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016; (ii) fue suscrito por el
Presidente de la RepÃºblica y el Ministro del ramo correspondiente; (iii) se invocÃ³ expresamente la facultad legislativa extraordinaria; y (iv) se
expusieron las razones por las cuales se expidiÃ³.
 
Adicionalmente, explican que el Decreto cuenta con una extensa motivaciÃ³n que consta de 45 considerandos relativos al sustento jurÃdico y al
objetivo de la  norma,  asÃ como a su finalidad y conexidad con el  Acuerdo Final,  y  a  su necesidad de adopciÃ³n.  En primer lugar,  frente a la
conexidad objetiva, observan que el Decreto estÃ¡ estrechamente relacionado con el contenido de los puntos 1.3.1.3. y 4.1.2. del Acuerdo Final.
SeÃ±alan  que  el  Decreto  fija  los  lineamientos  para  la  formulaciÃ³n  e  implementaciÃ³n  del  PNER  que  surgiÃ³  como  un  compromiso  directo
adquirido  por  el  Gobierno  Nacional  en  el  punto  1.3.1.3.  De  la  misma manera,  afirman que  el  PNER fue  diseÃ±ado  con  un  enfoque  territorial
destinado a fortalecer la presencia institucional del Estado en los territorios afectados por el conflicto armado y por los cultivos de uso ilÃcito, y
por lo tanto, tambiÃ©n estÃ¡ vinculado al punto 4.1.2. del Acuerdo Final. En segundo lugar, explican que el Decreto cumple con el criterio de
conexidad estricta porque el mismo no tiene otro propÃ³sito que facilitar la implementaciÃ³n del Acuerdo Final, en su eje de Reforma Rural
Integral, como desarrollo estricto del compromiso del Gobierno Nacional de proveer infraestructura y servicios pÃºblicos en el campo. Y, en
tercer lugar, evidencian una conexidad suficiente entre la motivaciÃ³n de la norma y el contenido de la misma.
 
AdemÃ¡s, respaldan el cumplimiento del requisito de estricta necesidad en tanto la implementaciÃ³n del PNER en el marco del Acuerdo Final no
implica solamente la instalaciÃ³n de infraestructura fÃsica, sino la presencia material del Estado en el territorio como una herramienta para
generar  capacidades  democrÃ¡ticas  de  las  comunidades  beneficiarias.  A  partir  de  lo  anterior,  sostienen  que  es  clara  la  necesidad  de  que  el
Estado intervenga con urgencia y de manera inmediata las zonas afectadas por el conflicto con el objeto de garantizar seguridad en el territorio
y con miras a implementar acciones que contribuyan al bienestar y a la calidad de vida de las comunidades, en orden a evitar la repeticiÃ³n de
las mismas situaciones que constituyeron la raÃz del conflicto armado.
 
Lo anterior, es complementado por algunos intervinientes en el sentido de que la necesidad estricta sugiere que la urgencia estÃ¡ dada por la
implementaciÃ³n del punto 1 del Acuerdo Final, Reforma Rural Integral, segÃºn el plazo contenido en el numeral 6.1.10., el cual si bien la Corte
estableciÃ³ que no es per se suficiente88 para el empleo de las facultades especiales para la paz sÃ da cuenta de la importancia y priorizaciÃ³n
del tema rural para el cumplimiento del Acuerdo Final. Aunado a esto, el parÃ¡grafo 5Âº el artÃculo 4 del Decreto 884 de 2017 fija un plazo de
un aÃ±o para la articulaciÃ³n de los Fondos ElÃ©ctricos, lo que se traduce en la garantÃa para implementar con prontitud el PNER establecido
en el Decreto Ley.
 
De forma particular la Cumbre Nacional de Mujeres y Paz en lo relacionado con la estricta necesidad, contextualiza la funciÃ³n de la energÃa
elÃ©ctrica en el bienestar de la sociedad, a partir de lo establecido por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo como parte de los
Objetivos de Desarrollo Sostenible- ODS89, el artÃculo 11 del Pacto Internacional de Derechos EconÃ³micos Sociales y Culturales90 y el concepto
de “pobreza energÃ©tica”91. En tal sentido, estima prioritario la pronta implementaciÃ³n del Acuerdo Final, en especial, lo relacionado con el
Punto 1, toda vez que permitirÃa a la ruralidad el acceso al servicio pÃºblico de energÃa en consonancia con el goce efectivo de derechos
fundamentales a la vida a la salud y a la integridad92.
 
Finalmente, explican que el Decreto Ley 884 de 2017 no desconoce los lÃmites materiales impuestos por el artÃculo 2 del Acto Legislativo 01 de
2016. En este sentido, expresan que el Decreto Ley 884 de 2017 no constituye un acto legislativo; no es una ley estatutaria, ni contiene reglas
sobre materias que deban ser objeto de ley estatutaria; no es una ley orgÃ¡nica, ni contiene reglas sujetas a la reserva de ley orgÃ¡nica; no es
un  cÃ³digo,  ni  modifica  ningÃºn  cÃ³digo  vigente;  no  regula  asuntos  que  exijan  una  mayorÃa  calificada  o  absoluta  en  el  Congreso  para  su
aprobaciÃ³n, y no decreta impuestos.
 
2.1.2. Por su parte, la OrganizaciÃ³n Nacional IndÃgena de Colombia ONIC presenta varias solicitudes a la Corte Constitucional. En primera
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medida, declarar la omisiÃ³n legislativa relativa del Decreto Ley 884 de 2017 respecto a la implementaciÃ³n del enfoque Ã©tnico que, a su
parecer, no estÃ¡ presente. Seguidamente, pide a la Corte declarar la exequibilidad condicionada por la falta de consulta previa y del desarrollo
e inclusiÃ³n de las necesidades y particularidades de los pueblos indÃgenas. Igualmente, pide ordenar la expediciÃ³n de un decreto especial
para el desarrollo del PNER en los territorios indÃgenas. Por Ãºltimo, la ONIC solicita a la Corte que defina medidas de reparaciÃ³n y garantÃas
de no repeticiÃ³n frente a la omisiÃ³n legislativa relativa.
 
En relaciÃ³n con los requisitos de procedimiento, la ONIC sostiene que la formulaciÃ³n del PNER afecta directamente sus derechos a la consulta
previa, al territorio, a la autonomÃa, al reconocimiento de la diversidad cultural, al debido proceso y a la paz, y que, por lo tanto, el Decreto Ley
884 de 2017 debÃa haber sido objeto de consulta previa. En razÃ³n a lo anterior, considera necesaria la realizaciÃ³n de una consulta previa para
la expediciÃ³n de un decreto especial que desarrolle el PNER en los territorios indÃgenas.
 
2.1.3. De otra parte, las Autoridades Tradicionales IndÃgenas de Colombia, Gobierno Mayor, solicitan a la Corte declarar la inaplicabilidad del
Decreto Ley 884 de 2017 para los pueblos indÃgenas y exigir al Gobierno que dentro de los tres meses siguientes al fallo realice la respectiva
consulta  previa.  Para  las  intervinientes,  la  implementaciÃ³n  del  PNER  en  territorios  indÃgenas  afectados  por  el  conflicto  debe  atender  a  los
planes de vida de cada pueblo indÃgena, segÃºn sus prioridades e intereses. Por lo tanto, afirman que el Gobierno Nacional violÃ³ su derecho
fundamental a la consulta previa, al no permitirles participar en la formulaciÃ³n del PNER. En lÃnea con lo anterior, indican que la expediciÃ³n del
Decreto violÃ³ el capÃtulo Ã©tnico del Acuerdo Final y, particularmente, el literal b del punto 6.2.3.93.
 
2.1.4. En cuanto a los delegados de las Comunidades Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras ante el Espacio Nacional de Consulta Previa
solicitan declarar la inexequibilidad integral del Decreto Ley 884 de 2017, por no haberse agotado de forma adecuada el procedimiento de
consulta con sus comunidades, a travÃ©s del Espacio Nacional de Consulta Previa (ENCP)94.
 
Como sustento de lo anterior, los intervinientes sostienen que el cuerpo normativo bajo revisiÃ³n se expidiÃ³ sin observancia del procedimiento
dispuesto por el ENCP para la protocolizaciÃ³n de la consulta respecto de iniciativas administrativas y legislativas susceptibles de afectar a las
Comunidades Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras. Al respecto, seÃ±alan que en sesiones de octubre de 2015, marzo, abril y junio de 2016
se consolidÃ³ el ENCP, al que se le atribuyÃ³, entre otras funciones, la creaciÃ³n y adopciÃ³n del Protocolo de Consulta Previa. En razÃ³n de ello,
junto  con  el  Gobierno  Nacional  se  concertaron  las  etapas  del  proceso  de  consulta  de  las  iniciativas  legislativas  y  administrativas,
correspondientes a (i) fase de preconsulta, (ii) desarrollo de la consulta previa propiamente dicha, (iii) protocolizaciÃ³n y (iv) seguimiento.
 
No obstante, exponen que, con ocasiÃ³n del Acto Legislativo 01 de 2016 y la puesta en marcha del Procedimiento Legislativo Especial para la
Paz,  el  Ministerio del  Interior  ha venido insistiendo ante el  ENCP sobre la reestructuraciÃ³n del  proceso de consulta para las iniciativas
normativas  cuyo  objeto  sea  el  desarrollo  del  “Acuerdo  Final  para  la  TerminaciÃ³n  del  Conflicto  y  la  ConsolidaciÃ³n  de  una  Paz  Estable  y
Duradera”.
 
Respecto de lo anterior, los intervinientes indican que distintas dependencias de la cartera mencionada han propuesto integrar un escenario al
interior del ENCP, conformado por un determinado nÃºmero de delegados, en el que se surtan las etapas de consulta. Sin embargo, los
miembros de las comunidades se han opuesto a la reducciÃ³n del nÃºmero de integrantes, pues ello no sÃ³lo limita la representaciÃ³n, sino que
desconoce el proceso de conformaciÃ³n del ENCP adelantado entre el aÃ±o 2015 y 2016 de forma concertada.
 
Exponen los miembros de las comunidades que sin haberse establecido un procedimiento especial aprobado por el ENCP, el Director de Asuntos
para las Comunidades Negras del Ministerio del Interior decidiÃ³ enviar, vÃa correo electrÃ³nico, una serie de iniciativas legislativas “fast track”
susceptibles de consulta previa, “para las consideraciones y propuestas de los delegados” que integran el Espacio, dentro de las que se
encontraba el Decreto Ley 884 de 2017. En ese sentido, seÃ±alan los intervinientes que el establecimiento de consultas virtuales por parte de
instancias del Gobierno vulnera abiertamente el acuerdo de protocolizaciÃ³n del proceso de consulta previa adelantado en el ENCP, ignorando
etapas importantes como lo es la preconsulta, y desconociendo principios constitucionales como la buena fe de las comunidades colectivas.
 
Manifiestan que el accionar de la DirecciÃ³n de Asuntos para Comunidades Negras del Ministerio del Interior es contraria a los contenidos del
Acuerdo celebrado entre el Gobierno y las FARC-EP, especÃficamente los puntos 6.2.2 y 6.2.3, en los que se hace referencia a la necesidad de
establecer  un  enfoque  Ã©tnico  en  la  implementaciÃ³n,  y  al  respeto  por  el  carÃ¡cter  principal,  no  subsidiario,  de  la  consulta  previa,
respectivamente.
 
Asimismo, esgrimen que la actuaciÃ³n del Ministerio impidiÃ³ la concertaciÃ³n de la ruta metodolÃ³gica o regla de consulta especial que estaban
dispuestos a adelantar los delegados del ENCP, en virtud de la urgencia de implementar los “Acuerdos de La Habana”, con lo cual se descociÃ³:
(i) el derecho a la igualdad de los afro, raizales y palenqueros, puesto que por el hecho de haberse adelantado un proceso de consulta con
grupos indÃgenas y ROM no implica que se haya superado el mismo procedimiento con las comunidades de los intervinientes; (ii) que el Decreto
Ley 884 de 2017 se expidiÃ³ sin respeto por la manifestaciÃ³n de voluntad de los grupos colectivos; (iii) que no existÃa la renuncia de las
comunidades declarada por la DirecciÃ³n de Asuntos para Comunidades Negras del Ministerio del Interior, pues el hecho de no aceptar la
reducciÃ³n de los delegados para adelantar las consultas previas no significa que el Gobierno pueda decidir sobre la declaratoria “arbitraria” de
renuencia.
 
2.2. Concepto del Procurador General de la NaciÃ³n
 
El Ministerio PÃºblico considerÃ³ que el Decreto Ley 884 de 2017 satisface los requisitos de procedimiento, esto es de forma y de competencia,
que ha venido analizando la Corte Constitucional a partir de las sentencias C-16095 y C-17496 de 2017 para decidir sobre la sujeciÃ³n o no al
ordenamiento superior de este tipo de normativa97.
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Los requisitos de forma se acreditan dado que el Decreto Ley: (i) fue suscrito por el Presidente de la RepÃºblica y el Ministro de Minas y EnergÃa,
esto es, por quienes conforman Gobierno en los tÃ©rminos del artÃculo 115 de la ConstituciÃ³n PolÃtica; (ii) justifica su expediciÃ³n en la parte
motiva, y Ã©sta tiene conexidad con la resolutiva, destacando que la razÃ³n principal de expediciÃ³n radica en la necesidad de diseÃ±ar y
adoptar  medidas  concretas  para  superar  las  dificultades  existentes  para  prestar  el  servicio  de  electricidad  a  la  poblaciÃ³n  que  habita  en  las
zonas  rurales  fundamentalmente  a  las  no  interconectadas;  y,  (iii)  su  tÃtulo  describe  sin  equÃvoco  la  temÃ¡tica  que  desarrolla  y  refiere  las
facultades en ejercicio de las cuales se expide, permitiendo identificar su naturaleza y jerarquÃa.
 
TambiÃ©n se satisfacen los requisitos de competencia, asÃ: (i) el temporal, en razÃ³n a que el Decreto Ley 884 se profiriÃ³ el 26 de mayo de
2017, esto es, dentro de los 180 dÃas siguientes a la vigencia del Acto Legislativo 01 de 201698; (ii) la conexidad teleolÃ³gica, pues una de las
medidas previstas en el Acuerdo Final se cifra en superar la pobreza ancestral, a travÃ©s, entre otras medidas, de prestar a la poblaciÃ³n mÃ¡s
alejada del centro del paÃs servicios y bienes pÃºblicos (Art. 365 CP), entre los que se encuentran el de energÃa99. Y, (iii) otras limitaciones
especiales, dado que el Decreto Ley estudiado no supera las barreras implÃcitas y explÃcitas estipuladas en el Acto Legislativo 01 de 2016100,
esto es, no decreta impuestos ni regula una materia con reserva de acto legislativo, de ley estatutaria, de ley orgÃ¡nica, de cÃ³digo o de otra
normativa con mayorÃas calificadas o absolutas para su aprobaciÃ³n.
 
Ahora bien, continÃºa el Ministerio PÃºblico, (iv) el uso de las facultades extraordinarias concedidas al Gobierno Nacional en el artÃculo 2 del
Acto  Legislativo  01  de  2016101  se  justifica,  en  este  caso,  en  la  necesidad  de  conceder  inmediatamente  a  la  poblaciÃ³n  mÃ¡s  afectada  por  el
conflicto,  condiciones  dignas  de  vida,  a  travÃ©s  de  un  plan  de  electrificaciÃ³n  que  implica  no  solo  la  adecuada  prestaciÃ³n  de  un  servicio
pÃºblico, sino la tan anhelada presencia material del Estado en las regiones que sufrieron el embate directo de la violencia, como medida que
materializa la justicia restaurativa.
 
La urgencia de la presencia estatal y la inexistencia de un requerimiento deliberativo democrÃ¡tico reforzado sobre la materia de que se ocupa
el  Decreto  Ley  884  de  2017,  por  cuanto  su  finalidad  es  la  debida  protecciÃ³n  de  derechos  fundamentales  y  la  realizaciÃ³n  objetiva  de  fines
estatales, conducen a afirmar que tambiÃ©n se cumple con el requisito de la estricta necesidad.
 
2.3. AnÃ¡lisis constitucional
 
Siguiendo los lineamientos referidos por la Sala en el apartado 15 de esta providencia, se concluye que el Decreto Ley 884 de 2017 satisfizo los
requisitos de forma y competencia, como a continuaciÃ³n se expone.
 
2.3.1. El Decreto Ley 884 de 2017 cumple los requisitos de forma
 
La normativa en estudio (i) fue expedida por el Presidente de la RepÃºblica y el Ministro de Minas y EnergÃa, esto es por las dos autoridades que
conforman el Gobierno Nacional segÃºn lo ordenado por el artÃculo 115 de la CP; (ii) consta de un tÃtulo, “[p]or el cual se expiden normas
tendientes a la implementaciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural en el marco del Acuerdo Final para la TerminaciÃ³n del Conflicto y la
ConstrucciÃ³n de una Paz Estable y Duradera”, el cual, ademÃ¡s, tiene una relaciÃ³n inescindible con su articulado; (iii) fue proferida previa
referencia a las facultades en ejercicio de las cuales ostentaba competencia para crear disposiciones con estatus material de ley, en concreto se
remitiÃ³ a la habilitaciÃ³n conferida por el artÃculo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016; y, (iv) contiene considerandos que pretenden explicar y
justificar las disposiciones expedidas.
 
2.3.2. El Decreto Ley 884 de 2017 cumple los requisitos de competencia
 
El Decreto Ley 884 de 2017 (i) fue expedido por el Gobierno Nacional el 26 de mayo de 2017, esto es dentro de los 180 dÃas calendario
siguientes a la entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2016; tÃ©rmino que va del 1Âº de diciembre de 2016 al 29 de mayo de 2017.
 
(ii) El Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural creado por el Decreto con fuerza material de ley en estudio acredita una conexidad objetiva con el
Acuerdo  Final  para  la  TerminaciÃ³n  del  Conflicto  y  la  ConstrucciÃ³n  de  una  Paz  Estable  y  Duradera.  En  efecto,  este  plan  fue  concebido  por
quienes suscribieron este Ãºltimo instrumento, incluso de manera expresa, como parte de los planes nacionales para la Reforma Rural Integral,
especÃficamente  en  materia  de  infraestructura  y  adecuaciÃ³n  de  tierras  (1.3.1.)  -  infraestructura  elÃ©ctrica  y  conectividad  (1.3.1.3.),  en  el
marco del primer punto de negociaciÃ³n “Hacia un nuevo Campo Colombiano: Reforma Rural Integral”.
 
En  consecuencia,  la  materia  de  la  que  se  ocupa  el  Decreto  Ley  884  de  2017  es  cierta,  verificable  y  especÃfica,  tal  como  se  expuso  en  el
apartado 14 “Los contenidos del Acuerdo Final … relacionados con la prestaciÃ³n del servicio pÃºblico de energÃa elÃ©ctrica.” , sin que se
evidencie que con su regulaciÃ³n legal se pretenda desbordar o exceder la implementaciÃ³n del Acuerdo.
 
(iii) En la medida en que la normativa a proferirse a travÃ©s de las facultades legislativas extraordinarias conferidas al Gobierno Nacional en el
Acto Legislativo 01 de 2016, tiene por objeto asegurar y facilitar la implementaciÃ³n y desarrollo normativo del Acuerdo, se precisan las
siguientes consideraciones:
 
1. El Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural,  referido en el punto 1.3.1.3. del Acuerdo, se concibiÃ³ como un instrumento  dentro de los Planes
Nacionales para la Reforma Rural Integral que, partiendo de un enfoque territorial, propende por el cierre de la brecha entre el campo y la
ciudad;
 
2. La necesidad de este cierre no es producto de una visiÃ³n particular de la NaciÃ³n y del Estado por quienes suscribieron el Acuerdo Final, sino



Departamento Administrativo de la Función Pública

Sentencia 565 de 2017 Corte
Constitucional

19 EVA - Gestor Normativo

que se encuentra debidamente documentada, entre otros, en el trabajo realizado por la ComisiÃ³n HistÃ³rica del Conflicto y sus vÃctimas en el
marco de las negociaciones102;
 
3. TambiÃ©n constituye un hecho histÃ³ricamente documentado que el proceso de construcciÃ³n estatal en Colombia no ha garantizado la
presencia de las autoridades legÃtimamente constituidas en todo el territorio, y que este vacÃo ha sido aprovechado por grupos al margen de la
ley;
 
4. La anterior circunstancia, ademÃ¡s, ha permitido que el conflicto armado en Colombia se haya desarrollado con mayor intensidad en las zonas
rurales del territorio, afectando intensamente a su poblaciÃ³n;
 
5.  De tal  forma que, la elaboraciÃ³n y adopciÃ³n del Plan previsto en el  Decreto Ley 884 de 2017 se inscribe en la necesidad de una
transformaciÃ³n rural para la consolidaciÃ³n del Estado, y para la satisfacciÃ³n de los derechos de quienes han sufrido con mayor intensidad la
situaciÃ³n de conflicto del paÃs. Tales enfoques del Acuerdo Final se encuentran debidamente reflejados en el Decreto en estudio, verificÃ¡ndose
la satisfacciÃ³n del criterio de conexidad estricta, en el nivel externo.
 
6. Internamente, el Decreto Ley 884 de 2017 regula la elaboraciÃ³n y adopciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural, y los criterios de su
formulaciÃ³n (artÃculos 1 y 2); la articulaciÃ³n con otros Fondos para su implementaciÃ³n (artÃculo 3); unas remisiones y modificaciones legales
que tienen que ver con la adquisiciÃ³n oportuna de los predios requeridos para la ejecuciÃ³n del Plan (artÃculo 4), y para esclarecer la titularidad
de las acciones que sobre los mismos puedan demandarse (artÃculo 5); y, la participaciÃ³n ciudadana en el marco de este Plan.
 
7. SegÃºn las consideraciones expuestas en el Decreto Ley, las disposiciones que componen tal normativa encuentran sustento (i) en los artÃ-
culos 334 y 365 de la C.P. y en la sentencia C-450 de 1995103, que evidencian la relevancia de los servicios pÃºblicos en la existencia de una vida
en sociedad y el carÃ¡cter esencial del servicio de electricidad; y, (ii) en las dificultades en la expansiÃ³n de este Ãºltimo en la poblaciÃ³n que
vive en zonas rurales y no interconectadas, requiriÃ©ndose su fortalecimiento en aras de promover, ademÃ¡s, la satisfacciÃ³n de otros bienes y
servicios.
 
8. Lo anterior permite afirmar a la Sala que el nivel interno del requisito de conexidad estricta tambiÃ©n se encuentra acreditado, dado que el
compromiso  estatal  por  la  satisfacciÃ³n  de  los  servicios  pÃºblicos  a  la  poblaciÃ³n  encuentra  desarrollo  instrumental  a  travÃ©s de  las
disposiciones  del  Decreto  Ley  884 de 2017,  al  establecer  un  mecanismo en concreto  de  formulaciÃ³n  de  polÃtica  pÃºblica,  asÃ como
instrumentos jurÃdicos y econÃ³micos -en el marco constitucional y legal existente- para propender por la garantÃa de necesidades bÃ¡sicas a
las poblaciones que actualmente no cuentan con una prestaciÃ³n adecuada y continua de electricidad, sin pasar por alto, finalmente, el derecho
a la participaciÃ³n de las comunidades, como principio constitucional.
 
En conclusiÃ³n, la Corte considera que el Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural regulado en el Decreto objeto de estudio se constituye en un
instrumento potencial para asegurar y facilitar la implementaciÃ³n del Acuerdo Final; lo asegura en la medida en que el Plan fue concebido como
parte de una reforma agraria integral, y lo facilita en tanto se enfoca en la necesidad de la presencia estatal en todo el territorio y en la
adopciÃ³n de medidas para la poblaciÃ³n rural, que ha soportado de manera importante las consecuencias del conflicto en Colombia.
 
Igualmente,  las  consideraciones  efectuadas  sobre  las  conexidades  objetiva  y  estricta,  permiten  afirmar  que  con  suficiencia  se  verifica  la
relaciÃ³n de la materia regulada por el Gobierno Nacional y el Acuerdo Final.
 
(iv) Para el anÃ¡lisis de la estricta necesidad, la Sala retoma como presupuesto lo afirmado por la Corte en las sentencias C-160 de 2017 y C-172
de 2017104, en los siguientes tÃ©rminos:
 
“Los tiempos de la justicia transicional son variables de acuerdo con las materias de que se trate cada medida. En efecto, aunque la vigencia de
las normas en general es permanente, existen casos especÃficos en los que sus efectos son limitados en el tiempo. Del mismo modo, aunque
hay temas de urgencia para atender la transiciÃ³n, existen otros temas estructurales que requieren de un mayor debate democrÃ¡tico e incluso
de la existencia de ciertas condiciones materiales para su implementaciÃ³n.”
 
“… los procesos de justicia transicional deben propender por objetivos estructurales que van mÃ¡s allÃ¡ de la sola terminaciÃ³n del conflicto, por
ejemplo el fortalecimiento del Estado Social de Derecho y de la democracia. De ahÃ la variabilidad de los tiempos en cada tipo de medidas y la
importancia de la discusiÃ³n democrÃ¡tica para su determinaciÃ³n.”
 
En el asunto que ahora ocupa la atenciÃ³n de la Corte no se estÃ¡ analizando la urgencia e imperiosidad de adoptar medidas que tienen que ver
con la terminaciÃ³n armada del conflicto y el tratamiento a dar a quienes participaron activamente en Ã©l, tÃ³pico sobre el cual, en principio, se
enfocan las primeras medidas.
 
No obstante, en el centro de las negociaciones y del Acuerdo las vÃctimas jugaron un rol fundamental, y tal enfoque es el necesario y adecuado
en el escenario constitucional y de derecho internacional, por lo tanto las medidas tendientes a la satisfacciÃ³n de las necesidades bÃ¡sicas de la
poblaciÃ³n, especialmente de aquellas mÃ¡s afectadas por el conflicto, son imperiosas para brindar condiciones de no repeticiÃ³n,
 
Un segundo presupuesto fundamental para el anÃ¡lisis, parte de la consideraciÃ³n de que el asunto materia de regulaciÃ³n por el Decreto Ley
884 de 2017 implementa un curso de acciÃ³n con el propÃ³sito de cumplir con un deber constitucional y satisfacer el derecho a gozar del
servicio pÃºblico esencial  de electricidad. Bajo esta perspectiva,  considera la Sala que el  Plan Nacional  de ElectrificaciÃ³n Rural,  comprendido
inescindiblemente con la reforma rural integral y con estrechos vÃnculos frente al programa de sustituciÃ³n de cultivos ilÃcitos, atendiendo al
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contexto ya referido previamente en esta providencia, es urgente, dado que permite una intervenciÃ³n estatal oportuna en zonas afectadas por
el conflicto, a travÃ©s de un mecanismo que, ademÃ¡s, involucra la participaciÃ³n de las comunidades.
 
Aunado a lo anterior, en el punto 6 del Acuerdo Final “ImplementaciÃ³n, verificaciÃ³n y refrendaciÃ³n”, se incluyeron dentro de las medidas de
implementaciÃ³n normativa en el tÃ©rmino de 12 meses la Reforma Integral y la sustituciÃ³n de cultivos de uso ilÃcito; mientras que en la
implementaciÃ³n prioritaria se encuentran los aspectos relacionados con los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial PDET. En este
contexto,  dados  los  nexos  entre  el  Plan  Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural  –  en  el  marco  de  la  Reforma  Rural  Integral  y  el  componente  de
sustituciÃ³n de cultivos de uso ilÃcito, que debe permitir otras opciones de desarrollo rural en el campo, el servicio de electricidad, con enfoque
diferencial, en aquellas zonas que aÃºn no cuentan con este servicio es necesario.
 
Por lo expuesto, considera la Sala que se satisface el requisito de necesidad estricta en este caso.
 
(v) Finalmente, la materia objeto de estudio no se refiere a aquellas vedadas en la habilitaciÃ³n de competencias por parte del artÃculo 2 del
Acto Legislativo 01 de 2016, ni sobre ella recae una reserva estricta de Ley.
 
2.3.3. No violaciÃ³n del deber de consulta previa a las comunidades Ã©tnicamente diferenciadas en este caso
 
Algunos de los intervinientes en este trÃ¡mite constitucional consideraron que la decisiÃ³n de la CorporaciÃ³n debÃa ser condicionada105 o
inexequible106 por la omisiÃ³n del deber de consulta previa por parte del Gobierno Nacional antes de la expediciÃ³n del Decreto Ley 884 de 2017.
 
Del relato expuesto en tales intervenciones, asÃ como del conocimiento que la Sala ha venido adquiriendo tras la revisiÃ³n de varios de los
decretos leyes expedidos en virtud de las facultades legislativas extraordinarias conferidas por el artÃculo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016, se
puede afirmar que el Gobierno Nacional y las comunidades Ã©tnicamente diferenciadas han construido, o intentado construir, unas rutas Ã¡giles
para el  posterior ejercicio de la consulta previa legislativa; que, de un lado, garantizan su derecho fundamental;  y,  de otro, logran una
armonizaciÃ³n con el contexto transicional.
 
Con independencia de las implicaciones constitucionales del cumplimiento o no de las referidas rutas, la Sala evidencia que el Decreto Ley no
contiene una regulaciÃ³n que afecte directamente a las comunidades Ã©tnicamente diferenciadas y, por lo tanto, no se requerÃa adelantar el
procedimiento especial. AsÃ, a travÃ©s del Decreto Ley 884 de 2017 se conciben mecanismos generales para la formulaciÃ³n de una polÃtica
pÃºblica, y sus instrumentos, sin referirse a los tÃ©rminos concretos para su implementaciÃ³n particular.
 
TambiÃ©n debe destacarse que el artÃculo 6 del Decreto Ley 884 de 2017 involucra el derecho de participaciÃ³n, en general, y por supuesto de
las comunidades Ã©tnicamente diferenciadas, por lo tanto, al momento de su creaciÃ³n concreta serÃ¡ deber de las autoridades determinar en
quÃ© oportunidades es imprescindible, conforme a las reglas constitucionales y legales, adelantar consultas previas, garantizando que sean
activas y efectivas.
 
Finalmente, la Sala debe efectuar una precisiÃ³n sobre el artÃculo 4Âº de la normativa en estudio, referido a la determinaciÃ³n del valor a pagar
por los predios amparados por la declaratoria de utilidad pÃºblica e interÃ©s social, en virtud de los proyectos elÃ©ctricos, asÃ como el trÃ¡mite
de saneamiento se regularÃ¡ por la Ley 1682 de 2013107. Esta disposiciÃ³n, claramente, debe ser leÃda en relaciÃ³n con las comunidades
Ã©tnicamente diferenciadas atendiendo a lo dispuesto en el artÃculo 63 Superior y la jurisprudencia constitucional, esto es, bajo el presupuesto
de que las tierras comunales de grupos Ã©tnicos y las tierras de resguardo son inalienables, imprescriptibles e inembargables
 
En conclusiÃ³n, para la Sala no existe desconocimiento del deber de consulta previa por parte del Gobierno en relaciÃ³n con el Decreto Ley 884
de 2017.
 
Una vez agotada la revisiÃ³n de procedimiento y competencia, corresponde a la Sala Plena revisar el contenido material del Decreto Ley 884 de
2017.
 
3. Examen de constitucionalidad del articulado del Decreto Ley 884 de 2017
 
Intervenciones generales
 
La SecretarÃa JurÃdica de la Presidencia de la RepÃºblica, la Agencia Nacional de Defensa JurÃdica del Estado, la DefensorÃa del Pueblo108 y la
AsociaciÃ³n Colombiana de Generadores de EnergÃa ElÃ©ctrica – Acolgen defienden la constitucionalidad del Decreto Ley 884 de 2017 en tanto
busca efectivizar mandatos constitucionales fundantes del Estado colombiano, como la paz (CP, art. 22), el principio democrÃ¡tico (CP, arts. 1, 2,
3 y 40) y la prestaciÃ³n eficiente de los servicios pÃºblicos como una de la finalidades sociales del Estado (CP, arts. 2, 365 y ss.). En concreto,
presentaron los siguientes argumentos en favor de la compatibilidad del Decreto Ley con la ConstituciÃ³n: i) brinda una especial relevancia al
enfoque territorial y a la recuperaciÃ³n de la ruralidad colombiana; ii) desarrolla medidas dirigidas a garantizar la implementaciÃ³n material del
Acuerdo Final en el territorio colombiano, en orden a obtener la realizaciÃ³n efectiva del derecho a la paz; iii) garantiza la provisiÃ³n de servicios
pÃºblicos a quienes carecen de estos, ademÃ¡s de la profundizaciÃ³n de la democracia en las regiones apartadas del paÃs, a travÃ©s de la
implementaciÃ³n de mecanismos de participaciÃ³n ciudadana que permiten a los habitantes de las regiones hacerse parte en la toma de las
decisiones que los afectan en los procesos de desarrollo del pos acuerdo; iv) contribuye a la creaciÃ³n, mantenimiento, operaciÃ³n y acceso a la
infraestructura de servicios pÃºblicos domiciliarios; v) maximiza, por un lado, el derecho fundamental a la dignidad humana109, y por otro, el
derecho colectivo de acceso a una infraestructura adecuada para la prestaciÃ³n de servicios pÃºblicos110; vi) promueve la consolidaciÃ³n de
condiciones igualitarias entre los sectores rurales y urbanos, asÃ como tambiÃ©n favorece la competitividad y el desarrollo del potencial
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productivo de los trabajadores agrarios, fortaleciendo las dinÃ¡micas sociales y de reducciÃ³n de pobreza, a travÃ©s de la ampliaciÃ³n de la
cobertura del servicio de electricidad.
 
Como se mencionÃ³, la ONIC solicitÃ³ a la Corte Constitucional declarar la omisiÃ³n legislativa para la implementaciÃ³n del capÃtulo Ã©tnico
respecto del Decreto Ley 884 de 2017. Lo anterior, ya que considera que con la expediciÃ³n de este Decreto el Gobierno no tuvo en cuenta el
enfoque Ã©tnico exigido por el CapÃtulo Ã�tnico del Acuerdo de Paz, y desconociÃ³ los artÃculos 1, 7, 286 y 330 de la ConstituciÃ³n PolÃtica, los
artÃculos 5, 20, 23, 33 y 34 de la DeclaraciÃ³n de Derechos de los Pueblos IndÃgenas de las Naciones Unidas y el Convenio 169 de la OIT (Ley 21
de 1991)111. Teniendo en cuenta lo anterior, la ONIC afirma que, en general, el Decreto Ley 884 de 2017 fue expedido de manera unilateral por el
Gobierno Nacional y sin tener en cuenta las necesidades especÃficas y propias de los pueblos y las comunidades indÃgenas.
 
Por su parte, la Cumbre Nacional de Mujeres y Paz solicita a la Corte que declare la exequibilidad condicionada de algunos apartados de los artÃ-
culos 1, 2, 3, 6 y 7 con el propÃ³sito que las polÃticas energÃ©ticas tengan en su diseÃ±o, planteamiento e implementaciÃ³n el enfoque de
gÃ©nero pues no se trata solo de un tema de inequidad social sino de brechas de gÃ©nero en cuanto a la distribuciÃ³n y consumo de energÃa
que  definen  profundamente  la  garantÃa  de  derechos  en  materia  de  educaciÃ³n,  salud,  bienestar  y  actividades  productivas  de  hombres  y
mujeres112.
 
3.1. ArtÃculo 1. Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural -PNER
 
ArtÃculo 1. Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural -PNER. El Ministerio de Minas y EnergÃa, con el apoyo tÃ©cnico del Instituto de PlanificaciÃ³n y
PromociÃ³n de Soluciones EnergÃ©ticas para las Zonas No Interconectadas -IPSE y la Unidad de PlaneaciÃ³n Minero EnergÃ©tica -UPME,
elaborarÃ¡ y adoptarÃ¡ cada dos (2) aÃ±os un Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural para las Zonas No Interconectadas -ZNI y para el Sistema
Interconectado Nacional -SIN estableciendo, entre otros, mecanismos que permitan la administraciÃ³n, operaciÃ³n y mantenimiento sostenible
de las soluciones energÃ©ticas que se construyan para su uso.
 
La formulaciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural PNER tendrÃ¡ en cuenta las diferentes soluciones aplicables en materia energÃ©tica,
las necesidades reportadas por las entidades territoriales y las comunidades, y las condiciones socioambientales de los hogares, asÃ como
alternativas de electrificaciÃ³n individual o colectiva.
 
El  contenido  del  Plan  Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural  PNER  se  armonizarÃ¡  con  los  Planes  Nacionales  para  la  Reforma  Rural  Integral,  los
Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) y el Programa Nacional Integral de SustituciÃ³n de Cultivos IlÃcitos (PNIS).
 
3.1.1. Intervenciones
 
La DefensorÃa del Pueblo solicita que se declare exequible el artÃculo 1Âº del Decreto Ley 884 de 2017. En su concepto es necesario elaborar y
adoptar el PNER como elemento primordial para la transformaciÃ³n estructural del campo (Punto 1 del Acuerdo Final) y la mejora en las
condiciones de vida de las poblaciones rurales.
 
Advierte que entre las razones que justifican la inclusiÃ³n del PNER en el desarrollo e implementaciÃ³n del Acuerdo Final se encuentra no sÃ³lo el
alto nÃºmero de Zonas No Interconectadas (ZNI), sino las limitaciones que persisten para conectar estos territorios al Sistema Interconectado
Nacional (SIN)113. ReseÃ±a que sobre las limitantes para la expansiÃ³n de la cobertura se asocian, segÃºn la Unidad de PlaneaciÃ³n Minero
EnergÃ©tica UPME, las siguientes: i) los costos crecientes para la ampliaciÃ³n de la cobertura elÃ©ctrica; ii) baja capacidad de pago de los
usuarios frente al  incremento en los costos de expansiÃ³n del servicio de energÃa elÃ©ctrica; iii)  aislamiento geogrÃ¡fico; iv) desinterÃ©s en
atenciÃ³n de mercados caracterizados por una baja demanda y altos costos de administraciÃ³n, operaciÃ³n y mantenimiento; y v) zonas
afectadas por el conflicto.
 
Concluye que a partir de la situaciÃ³n descrita se hace razonable y prioritaria la expediciÃ³n del Decreto 884 de 2017 en aras de agilizar uno de
los planes nacionales contemplado en el punto 1.3. del Acuerdo Final.
 
La Cumbre Nacional de Mujeres y Paz solicita a la Corte que declare la exequibilidad condicionada de la frase “, las necesidades reportadas por
las entidades territoriales y las comunidades, y las condiciones socioambientales de los hogares” contenida en este artÃculo bajo el entendido
de que el diseÃ±o, planteamiento e implementaciÃ³n de las polÃticas energÃ©ticas deberÃ¡ contar con la perspectiva de gÃ©nero. Esto,
teniendo en cuenta el numeral 2 del artÃculo 14 de la ConvenciÃ³n sobre la EliminaciÃ³n de Todas las Formas de DiscriminaciÃ³n Contra la
Mujer, que reconoce el papel de la mujer rural por parte de los Estados en la supervivencia econÃ³mica familiar y en el trabajo en los sectores no
monetarios de la economÃa y les conmina a adoptar medidas para eliminar la discriminaciÃ³n contra la mujer en zonas rurales.
 
3.1.2. Concepto del Procurador General de la NaciÃ³n
 
La  regulaciÃ³n  del  Plan  Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural  en  los  tÃ©rminos  de  los  artÃculos  1  a  3  del  Decreto  Ley  884  de  2017,  en
consideraciÃ³n de la ProcuradurÃa General de la NaciÃ³n, no amerita reparo alguno de inconstitucionalidad, dado que su pretensiÃ³n consiste en
ampliar la cobertura y mejorar la continuidad en zonas que no cuentan con una prestaciÃ³n adecuada del servicio, previendo condiciones socio
ambientales y de participaciÃ³n de las comunidades. Por lo anterior, con la normativa en estudio se satisfacen los mandatos previstos en los artÃ-
culos 365 a 367 de la ConstituciÃ³n PolÃtica, asÃ como los derechos a la igualdad114 y a la participaciÃ³n115.
 
La utilizaciÃ³n de los recursos de los fondos FAER, FAZNI y PRONE tambiÃ©n se encuentra debidamente justificada por el  Gobierno Nacional,
dado que se garantiza su destinaciÃ³n inicial y, de otro lado, su finalidad Ãºltima consiste en la consecuciÃ³n de la paz, a travÃ©s del acceso a
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un servicio pÃºblico en condiciones adecuadas, lo cual se ajusta a lo dispuesto en el artÃculo 367 de la Carta PolÃtica que impone al Estado el
deber de asegurar la prestaciÃ³n eficiente de los servicios pÃºblicos a todos los habitantes del territorio nacional.
 
3.1.3. AnÃ¡lisis constitucional
 
El artÃculo 1 del Decreto Ley 884 de 2017 define como responsable de la formulaciÃ³n y adopciÃ³n del PNER al Ministerio de Minas y EnergÃa en
articulaciÃ³n  con  el  Instituto  de  PlanificaciÃ³n  y  PromociÃ³n  de  Soluciones  EnergÃ©ticas  y  la  Unidad  de  PlaneaciÃ³n  Minero  EnergÃ©tica.
Asimismo reconoce que el PNER deberÃ¡ tener en cuenta; i) diferentes soluciones en materia energÃ©tica; ii) las necesidades de las entidades
territoriales y las comunidades; iii) condiciones socio ambientales de los hogares; y iv) alternativas de electrificaciÃ³n individual o colectiva. Por
Ãºltimo, dispone la armonizaciÃ³n del PNER con los planes de Reforma Rural Integral, los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial PDET y
el Programa Nacional de SustituciÃ³n de Cultivos de Uso IlÃcito PNIS.
 
La  Corte  encuentra  que  el  artÃculo  1  del  Decreto  Ley  884  de  2017  es  constitucional  porque  la  definiciÃ³n  de  competencias  para  formular  e
implementar el PNER no riÃ±e con el texto Superior. De un lado, el Instituto de PlanificaciÃ³n y PromociÃ³n de Soluciones EnergÃ©ticas para las
Zonas No Interconectadas IPSE, es un establecimiento pÃºblico del orden nacional, adscrito al Ministerio de Minas y EnergÃa116. Al IPSE le
corresponde identificar, promover, fomentar, desarrollar e implementar soluciones energÃ©ticas mediante esquemas empresariales eficientes,
viables  financieramente  y  sostenibles  en  el  largo  plazo,  procurando  la  satisfacciÃ³n  de  las  necesidades  energÃ©ticas  de  las  ZNI,  apoyando
tÃ©cnicamente a las entidades definidas por el Ministerio de Minas y EnergÃa117.
 
Por su parte, la Unidad de PlaneaciÃ³n Minero EnergÃ©tica UPME118, es una Unidad Administrativa Especial de carÃ¡cter tÃ©cnico, adscrita al
Ministerio de Minas y EnergÃa119. El objeto de esta Unidad es “planear en forma integral, indicativa, permanente y coordinada con los agentes
del sector minero energÃ©tico, el desarrollo y aprovechamiento de los recursos mineros y energÃ©ticos; producir y divulgar la informaciÃ³n
requerida para la formulaciÃ³n de polÃtica y toma de decisiones; y apoyar al Ministerio de Minas y EnergÃa en el logro de sus objetivos y
metas.”120

 
En consecuencia, para la Sala no ofrece reparo constitucional la competencia que se asigna al Ministerio de Minas y EnergÃa para que con el
apoyo tÃ©cnico del IPSE y la UPME elaboren y adopten el PNER. Como se acaba de describir, se trata de dos entidades que cuentan con
experticia en la materia y pueden asesorar la construcciÃ³n del PNER tanto de las Zonas No Interconectadas como del Sistema Interconectado
Nacional. En efecto, el PNER se presenta como una herramienta para alcanzar la meta de universalizaciÃ³n de la prestaciÃ³n del servicio de
energÃa elÃ©ctrica en todo el territorio colombiano, lo cual se encuentra en plena armonÃa con el deber del Estado de asegurar la prestaciÃ³n
eficiente de los servicios pÃºblicos a todos los habitantes del territorio nacional (artÃculo 365 de la CP)
 
A juicio de esta CorporaciÃ³n el establecimiento de un plan periÃ³dico que contribuya a definir y priorizar la electrificaciÃ³n rural en un contexto
de construcciÃ³n de paz como el que vive nuestro paÃs, donde el acceso a servicios pÃºblicos es un factor que fomenta la desigualdad social,
conlleva el cumplimiento del mandato previsto en el artÃculo 22 de la Carta y promueve el ejercicio de los derechos fundamentales de los
colombianos y colombianas. Como ya se mencionÃ³ la energÃa elÃ©ctrica estÃ¡ asociada a la garantÃa de otros derechos, en particular, al
derecho a la vivienda digna (ver supra consideraciones 11 y 12)121

 
Con todo, en la elaboraciÃ³n y adopciÃ³n del PNER no puede desconocerse el derecho fundamental a la consulta previa, que como se expuso
deberÃ¡ surtirse ante la afectaciÃ³n directa de las comunidades indÃgenas y afrodescendientes (ver supra 2.3). Esto, comoquiera que serÃ¡ la
formulaciÃ³n del Plan bianual la oportunidad indiscutible para la intervenciÃ³n de las comunidades Ã©tnicamente diferenciadas.
 
Ahora bien, el artÃculo 1 describe el contenido del PNER a partir de mecanismos de administraciÃ³n, operaciÃ³n y mantenimiento sostenible de
las soluciones energÃ©ticas. Esto, tampoco contrarÃa la ConstituciÃ³n PolÃtica pues simplemente establece los Ã¡mbitos en que se deberÃ¡
formular y adoptar el PNER.
 
De otra parte, el artÃculo estudiado seÃ±ala elementos para la formulaciÃ³n del PNER: i) diferentes soluciones en materia energÃ©tica; ii) las
necesidades  de  las  entidades  territoriales  y  las  comunidades;  iii)  condiciones  socio  ambientales  de  los  hogares;  y  iv)  alternativas  de
electrificaciÃ³n individual o colectiva. Para la Corte, la formulaciÃ³n y adopciÃ³n del PNER para prestaciÃ³n del servicio pÃºblico de energÃa en
las ZNI a partir de los postulados mencionados es compatible con los artÃculos 365 a 367 de la ConstituciÃ³n de la PolÃtica que establecen el
deber del Estado en la prestaciÃ³n de servicios pÃºblicos, en particular de los municipios. Respecto del punto ii) la Cumbre Nacional de Mujeres y
Paz solicita la exequibilidad condicionada para que el diseÃ±o del PNER incluya la perspectiva de gÃ©nero, por tratarse de un reproche similar
al expuesto respecto del artÃculo 2, se tratarÃ¡ en el anÃ¡lisis del prÃ³ximo artÃculo comoquiera que estÃ¡ relacionado con los parÃ¡metros que
deben considerarse en la formulaciÃ³n del PNER.
 
Por Ãºltimo, el artÃculo examinado refiere la coherencia entre el PNER, los Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral, los PDET y el PNIS
(Decreto Ley 896 de 2017), como se explicÃ³ en las consideraciones (supra numeral 14.) los puntos 1 y 4 del Acuerdo Final implican la adopciÃ³n
de distintas acciones y programas por parte del Gobierno Nacional y requieren la articulaciÃ³n entre ellos.
 
De esta manera, el artÃculo 1 del Decreto Ley 884 define un plan de electrificaciÃ³n rural de carÃ¡cter nacional derivado de la Reforma Rural
Integral, que busca mejorar el acceso al servicio pÃºblico de energÃa elÃ©ctrica en el Sistema Interconectado Nacional, asÃ como garantizar el
acceso al servicio y promover su universalizaciÃ³n en las Zonas No Interconectadas, tanto interconectables como aisladas. Por su importancia en
el disfrute del derecho fundamental al servicio de energÃa elÃ©ctrica y por la capacidad transformadora del acceso a los servicios pÃºblicos en
las condiciones de bienestar y buen vivir de la poblaciÃ³n rural, este plan nacional debe ser leÃdo en contexto y articularse con los demÃ¡s
planes nacionales para la Reforma Rural  Integral,  con los PDET y con el  resto del  Acuerdo Final.  En consecuencia,  para la Corte dicha
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armonizaciÃ³n tampoco contraria el texto Superior.
 
3.2. ArtÃculo 2. Criterios del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural
 
ArtÃculo 2Â°.  Criterios del  Plan Nacional  de ElectrificaciÃ³n Rural  (PNER).  Teniendo en cuenta los criterios contenidos en el  punto 1.3.1.3.  del
Acuerdo Final para la TerminaciÃ³n del Conflicto y la ConstrucciÃ³n de una Paz Estable y Duradera, el Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural de
que trata el artÃculo anterior deberÃ¡ propender por:
 
1. La ampliaciÃ³n de la cobertura elÃ©ctrica.
 
2. La promociÃ³n y aplicaciÃ³n de soluciones tecnolÃ³gicas apropiadas de generaciÃ³n elÃ©ctrica, de acuerdo con las particularidades del medio
rural y de las comunidades, para lo cual se utilizarÃ¡n de manera preferente Fuentes No Convencionales de EnergÃa (FNCE).
 
3. La asistencia tÃ©cnica y la promociÃ³n de las capacidades organizativas de las comunidades para propender por el mantenimiento y la
sostenibilidad de las obras.
 
4. La capacitaciÃ³n en el uso adecuado de la energÃa para su sostenibilidad.
 
3.2.1. Intervenciones
 
Para la ONIC, el artÃculo 2 del Decreto Ley 884 de 2017 debe declararse exequible condicionado en la medida que no cumple con el enfoque
Ã©tnico  exigido  por  el  Acuerdo  Final.  Esta  organizaciÃ³n  afirma  que  los  criterios  establecidos  por  el  artÃculo  2  para  el  PNER  no  reflejan  las
necesidades de los pueblos y las comunidades indÃgenas. Igualmente, seÃ±ala que estos criterios no cumplen con el objetivo de los planes
nacionales para la transformaciÃ³n regional dispuestos en el capÃtulo Ã©tnico.
 
La Cumbre Nacional de Mujeres y Paz solicita a la Corte que declare la exequibilidad condicionada de las expresiones “de acuerdo con las
particularidades del medio rural y de las comunidades” y “La asistencia tÃ©cnica y la promociÃ³n de las capacidades organizativas de las
comunidades para propender por el mantenimiento y la sostenibilidad de las obras.” contenidas en el numeral 2 y 3, respectivamente, bajo el
entendido de que el diseÃ±o, planteamiento e implementaciÃ³n de las polÃticas energÃ©ticas deberÃ¡ ser transversalizada la perspectiva de
gÃ©nero. Esto, teniendo en cuenta el numeral 2 del artÃculo 14 de la ConvenciÃ³n sobre la EliminaciÃ³n de todas las formas de discriminaciÃ³n
contra la mujer, que reconoce el papel de la mujer rural por parte de los Estados en la supervivencia econÃ³mica familiar y en el trabajo en los
sectores no monetarios de la economÃa y les conmina a adoptar medidas para eliminar la discriminaciÃ³n contra la mujer en zonas rurales.
 
3.2.2. Concepto del Procurador General de la NaciÃ³n
 
El  anÃ¡lisis  del  Ministerio  PÃºblico  sobre  este  artÃculo  fue  expuesto  en  el  numeral  3.1.2.  cuando  se  refiere  de  manera  conjunta  a  la
constitucionalidad  de  los  artÃculos  1  a  3  del  Decreto  Ley.
 
3.2.3. AnÃ¡lisis constitucional
 
El  artÃculo 2 del Decreto Ley establece las finalidades por las que se deberÃ¡ propender en la elaboraciÃ³n y adopciÃ³n del PNER, a saber: i)
ampliaciÃ³n de la cobertura elÃ©ctrica; ii) promociÃ³n y aplicaciÃ³n de formas alternativas de generaciÃ³n de energÃa segÃºn el contexto; iii)
asistencia tÃ©cnica y promociÃ³n de capacidades organizativas de las comunidades para el mantenimiento y sostenibilidad de las obras; y iv)
capacitaciÃ³n en el uso adecuado de la energÃa para su sostenibilidad.
 
La CorporaciÃ³n encuentra que el  artÃculo 2 del  Decreto Ley 884 de 2017 es constitucional  por las siguientes razones: los criterios se
acompasan con la ConstituciÃ³n pues como ya se presentÃ³ persiguen la universalizaciÃ³n en la prestaciÃ³n del servicio pÃºblico con la
ampliaciÃ³n de la cobertura (artÃculo 365 de la CP), asimismo, propugnan por la generaciÃ³n de energÃa segÃºn las particularidades del medio
rural y de las comunidades y el fomento de fuentes no convencionales de energÃa (ver supra considerando 13.).
 
En cuanto a la solicitud de constitucionalidad condicionada de la ONIC y de la Cumbre Nacional de las Mujeres y Paz sobre la inclusiÃ³n del
enfoque Ã©tnico (por omisiÃ³n legislativa relativa) y de gÃ©nero, es preciso recordar que segÃºn el Acto Legislativo 02 de 2017:
 
“Las instituciones y autoridades del Estado tienen la obligaciÃ³n de cumplir de buena fe con lo establecido en el Acuerdo Final. En consecuencia,
las actuaciones de todos los Ã³rganos y autoridades del Estado, los desarrollos normativos del Acuerdo Final y su interpretaciÃ³n y aplicaciÃ³n
deberÃ¡n guardar coherencia e integralidad con lo acordado, preservando los contenidos, los compromisos, el espÃritu y los principios del
Acuerdo Final.”
 
Para la Corte, de una parte, existe un mandato constitucional de cumplir de buena fe los contenidos del Acuerdo Final, y de otra, que la
aplicaciÃ³n del Acuerdo Final implica una lectura integral de este. En tal sentido, corresponde al Ministerio de Minas y EnergÃa, al IPSE y a la
UPME, estos Ãºltimos en su condiciÃ³n de asesores tÃ©cnicos del diseÃ±o e implementaciÃ³n, asegurar el enfoque Ã©tnico122, asÃ como las
demÃ¡s perspectivas diferenciales que deben tenerse en cuenta al desarrollar el Acuerdo Final123, y en este caso, al momento de formular e
implementar el PNER. Esto, en concordancia con lo establecido en el artÃculo 6 del Decreto Ley 884 de 2017 como se analizarÃ¡ mÃ¡s adelante.
 
Por consiguiente, la inclusiÃ³n de los enfoques diferenciales en el diseÃ±o y adopciÃ³n del PNER son responsabilidad del Ministerio de Minas y
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EnergÃa y del IPSE y la UPME.
 
3.3. ARTÃ�CULO 3. ArticulaciÃ³n de los Fondos ElÃ©ctricos para la implementaciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural
 
ARTÃ�CULO 3Â°. ArticulaciÃ³n de los Fondos ElÃ©ctricos para la implementaciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural (PNER). Sin perjuicio
de  la  destinaciÃ³n  de  cada  uno  de  los  Fondos  FAER,  FAZNI  y  PRONE,  para  la  implementaciÃ³n  del  Plan  Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural,  el
Ministerio  de  Minas  y  EnergÃa  establecerÃ¡  criterios  de  priorizaciÃ³n  para  que  los  proyectos  que  se  presenten  a  cada  uno  de  los
correspondientes ComitÃ©s de AdministraciÃ³n para aprobaciÃ³n de recursos guarden coherencia con dicho Plan y con las priorizaciones
regionales realizadas a partir de los Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET).
 
PARÃ�GRAFO 1Â°. A efectos de facilitar la aplicaciÃ³n de los criterios a que hace referencia el artÃculo 2Âº de este Decreto-ley, en la asignaciÃ³n
de los recursos de los Fondos FAER, FAZNI y PRONE el Ministerio de Minas y EnergÃa definirÃ¡ un valor mÃ¡ximo anual del valor proyectado de
su recaudo para atender costos asociados a:
 
1. PromociÃ³n y capacitaciÃ³n en el uso de energÃa elÃ©ctrica y de capacidades organizativas de las comunidades para el mantenimiento y
sostenibilidad de las obras.
 
2. Asistencia tÃ©cnica.
 
3. Eficiencia energÃ©tica.
 
PARÃ�GRAFO 2Â°. En los proyectos que se adelanten con recursos de los Fondos FAER, FAZNI y PRONE, ademÃ¡s de las cargas residenciales
podrÃ¡ financiarse la supervisiÃ³n e interventorÃa de los proyectos, asÃ como usos productivos en el Ã¡mbito rural e instalaciones internas.
 
PARÃ�GRAFO 3Â°. Para el establecimiento, adopciÃ³n e implementaciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural, PNER, el Ministerio de Minas
y EnergÃa podrÃ¡ articular y coordinar actividades y/o recursos con otros fondos pÃºblicos, entidades pÃºblicas, entidades de cooperaciÃ³n y
asistencia internacional, organismos multilaterales, personas extranjeras de derecho pÃºblico, organismos de derecho internacional, sector
privado e iniciativas de la comunidad.
 
PARÃ�GRAFO 4Â°. Se propenderÃ¡ porque el Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural sea financiado con recursos de los Fondos de que trata el
presente artÃculo.
 
PARÃ�GRAFO 5Â°. El Ministerio de Minas y EnergÃa implementarÃ¡ lo previsto en este artÃculo en un plazo no mayor a un (1) aÃ±o, contado a
partir de la fecha de publicaciÃ³n del presente Decreto-ley.
 
3.3.1. Intervenciones
 
La DefensorÃa del Pueblo solicita declarar exequible el artÃculo 3Âº en tanto se articulan los criterios de priorizaciÃ³n para la implementaciÃ³n
de los proyectos PNER y los recursos de los Fondos ElÃ©ctricos para garantizar: i) una eficiente y Ã¡gil asignaciÃ³n de recursos para adelantar
los  proyectos  de  electrificaciÃ³n  en  las  ZNI;  ii)  su  articulaciÃ³n  con  polÃticas  nacionales  del  sector  elÃ©ctrico  para  estas  zonas;  y  iii)  el
cumplimiento de la meta contemplada en el Acuerdo Final de garantizar el mÃ¡ximo esfuerzo de cumplimiento en los primeros 5 aÃ±os.
 
La ONIC sostiene que el artÃculo 3 del Decreto 884 de 2017 desconoce los artÃculos 7, 286 y 330 de la ConstituciÃ³n PolÃtica, asÃ como el CapÃ-
tulo Ã�tnico del Acuerdo Final. Para la organizaciÃ³n, el Gobierno Nacional omitiÃ³ incluir a las autoridades indÃgenas y a sus instituciones
representativas dentro de las instancias territoriales de articulaciÃ³n de los fondos elÃ©ctricos para la implementaciÃ³n del PNER, y con ello,
violÃ³ el derecho a la autonomÃa de los pueblos indÃgenas.
 
La Cumbre Nacional de Mujeres y Paz solicita a la Corte que declare la exequibilidad condicionada del parÃ¡grafo 3Âº del artÃculo 3 bajo el
entendido de que el diseÃ±o, planteamiento e implementaciÃ³n de las polÃticas energÃ©ticas deberÃ¡ ser transversalizada la perspectiva de
gÃ©nero. Esto, teniendo en cuenta el numeral 2 del artÃculo 14 de la ConvenciÃ³n sobre la EliminaciÃ³n de todas las formas de discriminaciÃ³n
contra la mujer, que reconoce el papel de la mujer rural por parte de los Estados en la supervivencia econÃ³mica familiar y en el trabajo en los
sectores no monetarios de la economÃa y les conmina a adoptar medidas para eliminar la discriminaciÃ³n contra la mujer en zonas rurales.
 
3.3.2. Concepto del Procurador General de la NaciÃ³n
 
El  anÃ¡lisis  del  Ministerio  PÃºblico  sobre  este  artÃculo  fue  expuesto  en  el  numeral  3.1.2.  cuando  se  refiere  de  manera  conjunta  a  la
constitucionalidad  de  los  artÃculos  1  a  3  del  Decreto  Ley.
 
3.3.3. AnÃ¡lisis constitucional
 
El artÃculo 3 del Decreto Ley objeto de estudio seÃ±ala los mecanismos de financiaciÃ³n para la implementaciÃ³n del PNER a travÃ©s de los
recursos de los Fondos FAER, FAZNI y PRONE. En tal sentido, corresponde al Ministerio de Minas y EnergÃa definir criterios de priorizaciÃ³n para
los proyectos que se presenten al ComitÃ© de AdministraciÃ³n siempre que se relacionen con el PNER y los PDET. Igualmente, el Ministerio debe
establecer un valor mÃ¡ximo anual para atender los costos asociados a los criterios contenidos en el artÃculo 2Âº: i) promociÃ³n y capacitaciÃ³n
en el uso de energÃa elÃ©ctrica; ii) capacidades organizativas de las comunidades para el mantenimiento y sostenibilidad de las obras; iii)
asistencia tÃ©cnica; y iv) eficiencia energÃ©tica.
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Define  que  con  los  recursos  de  los  proyectos  financiados  por  los  Fondos  FAER,  FAZNI  y  PRONE  se  pueden  cubrir  las  cargas  residenciales,  la
supervisiÃ³n e interventorÃa de los proyectos y los usos productivos en el Ã¡mbito rural e instalaciones internas.
 
TambiÃ©n dispone que para la adopciÃ³n e implementaciÃ³n del PNER el Ministerio podrÃ¡ articular y coordinar actividades y/o recursos con
otros  fondos  pÃºblicos,  entidades  pÃºblicas,  entidades  de  cooperaciÃ³n  y  asistencia  internacional,  organismos  multilaterales,  personas
extranjeras de derecho pÃºblico, organismos de derecho internacional, sector privado e iniciativas de la comunidad. Aunque, se precisa que se
propenderÃ¡ porque el PNER sea financiado con los recursos del FAER, PAZNI y PRONE.
 
Por Ãºltimo, destaca que el Ministerio cuenta con un aÃ±o para implementar lo previsto en el artÃculo 3, contado desde la publicaciÃ³n del
Decreto Ley.
 
Para la Corte el artÃculo 3 del Decreto Ley 884 de 2017 es constitucional pues es compatible con la Carta PolÃtica la definiciÃ³n de mecanismos
de financiaciÃ³n del  PNER.  Ciertamente,  el  anÃ¡lisis  de este artÃculo requiere una breve descripciÃ³n de los  tres Fondos que concurren en la
financiaciÃ³n del PNER segÃºn lo dispone el artÃculo 3 del Decreto Ley 884 de 2017.
 
El Fondo de Apoyo Financiero para la EnergizaciÃ³n de Zonas Rurales Interconectadas -FAER es un fondo cuenta especial sin personerÃa jurÃdica
creado por el artÃculo 105 de le Ley 788 de 2002124.
 
El objetivo del FAER es ampliar la cobertura del servicio de energÃa elÃ©ctrica y procurar la satisfacciÃ³n de la demanda de energÃa en las
zonas rurales interconectadas, conforme con los planes de ampliaciÃ³n de cobertura que estructurarÃ¡n cada uno de los Operadores de Red y
que deberÃ¡ contar con la viabilidad de la Unidad de PlaneaciÃ³n Minero EnergÃ©tica -UPME. En este sentido, los recursos de este fondo, asÃ
como  los  rendimientos  que  genere  su  inversiÃ³n  temporal  se  utilizan  para  financiar  planes,  programas  o  proyectos  de  inversiÃ³n  para  la
construcciÃ³n e instalaciÃ³n de nueva infraestructura elÃ©ctrica en zonas rurales interconectadas, y para la reposiciÃ³n y rehabilitaciÃ³n de la
infraestructura existente en zonas de difÃcil gestiÃ³n y en zonas rurales de menor desarrollo125.
 
El Fondo de Apoyo Financiero para la EnergizaciÃ³n de las Zonas No Interconectadas -FAZNI- es un fondo creado por el artÃculo 82 de la Ley 633
de 2000. Se trata de un fondo cuenta especial del Ministerio de Minas y EnergÃa sin personerÃa jurÃdica126. Los recursos de este Fondo y los
rendimientos que genera su inversiÃ³n temporal se destinan a la energizaciÃ³n de las zonas no interconectadas, segÃºn lo determine el
Ministerio de Minas y EnergÃa y conforme a los lineamientos de polÃtica establecidos por los documentos CONPES 3108 de 2001 y 3453 de
2006. De manera especÃfica, estos recursos127  son destinados a la financiaciÃ³n de planes, programas y/o proyectos priorizados de inversiÃ³n
para la construcciÃ³n e instalaciÃ³n de nueva infraestructura elÃ©ctrica y para la reposiciÃ³n o rehabilitaciÃ³n de la infraestructura existente128.
Con ello, se busca ampliar la cobertura del servicio de energÃa elÃ©ctrica en las ZNI y satisfacer la demanda en estas zonas. El FAZNI tiene
vigencia hasta el 31 de diciembre de 2021129.
 
El Programa de NormalizaciÃ³n de Redes ElÃ©ctricas -PRONE- fue creado por el artÃculo 1 de la Ley 1117 de 2006, con el objetivo de financiar
planes, programas o proyectos que propendan por legalizar usuarios del servicio de energÃa elÃ©ctrica y adecuar las redes existentes a los
reglamentos tÃ©cnicos vigentes, en barrios subnormales, situados en municipios del SIN130. La vigencia del PRONE estÃ¡ sujeta a la vigencia de
los diferentes fondos que financian el programa, entre los cuales se encuentra el FAER131.
 
Los tres fondos, FAER, FAZNI y PRONE, cuentan con un comitÃ© de administraciÃ³n integrado por el Ministro de Minas y EnergÃa, el Viceministro
de Minas y EnergÃa y el Director de la UPME, o por sus respectivos delegados. Estos comitÃ©s de administraciÃ³n se denominan CAFAER132,
CAFAZNI133  y  ComitÃ© de  AdministraciÃ³n  del  PRONE134,  respectivamente.  En  cada  caso,  el  comitÃ© debe  aprobar,  objetar  e  impartir
instrucciones y recomendaciones sobre los planes, programas y/o proyectos que son presentados para financiaciÃ³n con cargo a los recursos del
fondo. Adicionalmente, en sus reuniones podrÃ¡n participar como invitados funcionarios del IPSE, de la UPME y de cualquier otra entidad que el
comitÃ© considere pertinente o necesaria para analizar los asuntos de su competencia.
 
Para entender la naturaleza de estos fondos,  es oportuno recordar que en la reciente sentencia C-438 de 2017135,  la  Corte declarÃ³ la
constitucionalidad del Fondo Colombia en Paz, como un fondo especial de la clase fondo-cuenta136. En esa ocasiÃ³n, se reiterÃ³ la jurisprudencia
sobre la naturaleza, creaciÃ³n y rÃ©gimen de contrataciÃ³n de los fondos especiales. En concreto, se concluyÃ³:
 
“(…) los fondos especiales hacen parte del presupuesto de rentas y recursos de capital de presupuesto general de la NaciÃ³n. SegÃºn el artÃculo
30 del Estatuto OrgÃ¡nico del Presupuesto pueden ser de dos modalidades: (i) los ingresos definidos en la ley para la prestaciÃ³n de un servicio
pÃºblico  especÃfico;  o  (ii)  los  ingresos  pertenecientes  a  fondos  sin  personerÃa  jurÃdica  creados  por  el  Legislador.  Los  fondos-cuenta137  son
fondos especiales, mientras que los fondos-entidad138 corresponden a una entidad de naturaleza pÃºblica que hace parte de la administraciÃ³n
pÃºblica,  es  decir  que  es  una  nueva  entidad  que  modifica  la  estructura  de  la  administraciÃ³n  pÃºblica.  AsÃ,  los  fondos-cuenta  se  refieren  al
sistema de manejo de recursos que no cuenta con personerÃa jurÃdica, puede ser un patrimonio autÃ³nomo y, en general, se admite que se
rijan por las reglas de contrataciÃ³n de derecho privado como una excepciÃ³n a las disposiciones que rigen la contrataciÃ³n pÃºblica, que son
temporales en el contexto de situaciones de emergencia.”
 
Aunque en esta oportunidad no se analiza la constitucionalidad de la creaciÃ³n de los fondos previstos por el artÃculo 3 del Decreto Ley, FAER,
FAZNI y PRONE, la tipologÃa de los mismos, su objeto y funcionamiento permiten avanzar en el juicio. Se trata de tres fondos cuenta de
naturaleza especial  que concurren a financiar  el  PNER y cuyos recursos estÃ¡n asociados al  aumento de la cobertura del  servicio pÃºblico de
energÃa elÃ©ctrica, la energizaciÃ³n de zonas no interconectadas y la normalizaciÃ³n de usuarios del servicio de energÃa elÃ©ctrica.
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Como se evidenciÃ³, cada fondo tiene un ComitÃ© de AdministraciÃ³n que definirÃ¡ la ejecuciÃ³n de proyectos del PNER, segÃºn los criterios de
priorizaciÃ³n definidos por el Ministerio de Minas y EnergÃa en concordancia con los artÃculos 2 y 3 del Decreto Ley. Asimismo, se permite la
articulaciÃ³n y la confluencia de recursos no solo de estos tres fondos sino con otras fuentes de financiaciÃ³n.
 
Bajo las caracterÃsticas presentadas, la operatividad de la financiaciÃ³n no reviste ningÃºn problema de constitucionalidad. De hecho, la Corte
ha avalado el manejo de recursos a travÃ©s de fondos-cuenta de conformidad con el artÃculo 30 del Estatuto OrgÃ¡nico del Presupuesto,
ademÃ¡s  tampoco  se  afecta  la  destinaciÃ³n  inicial  de  recursos  pues  como  se  expuso  los  fondos  comparten  las  finalidades  del  PNER.  En
consecuencia, el artÃculo 3 del Decreto Ley no desconoce el texto constitucional en lo relacionado con las normas presupuestales (artÃculo 345
y ss de la CP)
 
Las objeciones de constitucionalidad presentadas por la ONIC y la Cumbre Nacional de Mujeres fueron resueltas en el anÃ¡lisis del artÃculo
anterior por lo que no se harÃ¡ un pronunciamiento adicional.
 
3.4. ARTÃ�CULO 4. AplicaciÃ³n de la Ley 1682 de 2013
 
ARTÃ�CULO 4Â°. AplicaciÃ³n de la Ley 1682 de 2013. Para determinar los valores que se han de pagar por los predios o inmuebles afectados por
proyectos y ejecuciÃ³n de obras de energÃa elÃ©ctrica, amparadas por la declaratoria de utilidad pÃºblica e interÃ©s social, asÃ como para el
saneamiento de tales predios, se darÃ¡ aplicaciÃ³n a lo establecido en los artÃculos 21, 22, 23, 24,25 y 26 de la Ley 1682 de 2013, con
excepciÃ³n de la expropiaciÃ³n por vÃa administrativa.
 
PARÃ�GRAFO. Para efectos de la aplicaciÃ³n de lo aquÃ dispuesto, se entenderÃ¡ por entidad estatal al propietario del proyecto declarado de
utilidad pÃºblica e interÃ©s social, sin importar que se trate de entidad pÃºblica o privada.
 
3.4.1. Intervenciones
 
No se presentaron intervenciones puntuales sobre este artÃculo.
 
3.4.2. Concepto del Procurador General de la NaciÃ³n
 
Atendiendo a las razones expuestas por la SecretarÃa JurÃdica de la Presidencia de la RepÃºblica en el memorial allegado a este proceso con
ocasiÃ³n de las pruebas decretadas por el Despacho Sustanciador, el Ministerio PÃºblico no evidencia razÃ³n alguna de inconstitucionalidad en lo
dispuesto en el artÃculo 4 del Decreto Ley 884 de 2017, en virtud del cual, para efectos del saneamiento de predios por motivos de utilidad
pÃºblica y asuntos conexos, se incorporan disposiciones previstas en la Ley 1682 de 2013 “por la cual se adoptan medidas y disposiciones para
los proyectos de infraestructura de transporte y se conceden facultades extraordinarias”, por el contrario, considera que ello atiende a la
urgencia de regular la materia sin necesidad de expedir una normativa que regule especÃficamente este tema.
 
3.4.3. AnÃ¡lisis constitucional
 
El artÃculo 4 del Decreto Ley establece la aplicaciÃ³n de los artÃculos 21, 22, 23, 24, 25 y 26 de la Ley 1682 de 2013, salvo la expropiaciÃ³n por
vÃa administrativa, para determinar el monto del pago por los predios o inmuebles, asÃ como el saneamiento de los mismos, afectados por
ejecuciÃ³n de obras de energÃa elÃ©ctrica siempre que se declare de utilidad pÃºblica e interÃ©s social.
 
En el parÃ¡grafo se aclara que se entenderÃ¡ por entidad estatal al propietario del proyecto declarado de utilidad pÃºblica e interÃ©s social bien
sea este una entidad pÃºblica o privada.
 
Respecto de este artÃculo la SecretarÃa JurÃdica de la Presidencia de la RepÃºblica sostuvo que la incorporaciÃ³n de algunas disposiciones de la
Ley 1682 de 2013, obedece a la necesidad de contar con instrumentos jurÃdicos que permitan viabilizar la ejecuciÃ³n de los proyectos
energÃ©ticos. En particular, en relaciÃ³n con la gestiÃ³n predial y la declaratoria de utilidad pÃºblica, dado que estos instrumentos son mÃ¡s
expeditos que los previstos en materia energÃ©tica de manera ordinaria.
 
La Corte encuentra que el artÃculo 4 del Decreto Ley 884 de 2017 es constitucional. Sea lo primero precisar que la Ley 1682 de 2013 establece
la regulaciÃ³n relativa a los proyectos de infraestructura de transporte. Los artÃculos 21, 22, 23, 24, 25 y 26 de esta Ley, a los que remite el artÃ-
culo 4 del Decreto Ley 884 de 2017, pertenecen al capÃtulo 1 del tÃtulo IV, sobre gestiÃ³n y adquisiciÃ³n predial. EspecÃficamente, los artÃculos
prevÃ©n normas sobre: saneamiento de vicios de titulaciÃ³n y tradiciÃ³n de los inmuebles adquiridos (Art. 21)139, limitaciones, afectaciones,
gravÃ¡menes al dominio y medidas cautelares (Art. 22)140; avalÃºo de los inmuebles (Art. 23)141; revisiÃ³n e impugnaciÃ³n de los avalÃºos
comerciales (Art. 24)142; notificaciÃ³n de la oferta (Art. 25)143; y actualizaciÃ³n de cabida y/o linderos del inmueble (Art. 26)144.
 
Al respecto, se debe advertir que la Ley 142 de 1994145 y el Decreto Ã�nico Reglamentario del Sector Administrativo de Minas y EnergÃa,
Decreto 1073 de 2015146, regulan lo referente a la adquisiciÃ³n de bienes inmuebles y al establecimiento de servidumbres cuando se requiera
adelantar una obra para la prestaciÃ³n del servicio de energÃa elÃ©ctrica, luego de la declaratoria de utilidad pÃºblica en interÃ©s social. La
Sala observa que las normas vigentes sobre gestiÃ³n predial para el desarrollo de obras de energÃa elÃ©ctrica contenidas en las normas
descritas remiten en algunos aspectos a la Ley 56 de 1981.
 
De este modo, el objetivo del Decreto Ley es aplicar las medidas y disposiciones que se emplean para los proyectos de infraestructura de
transporte, consagradas en la Ley 1682 de 2013, a la gestiÃ³n predial para el pago y saneamiento de bienes inmuebles afectados por proyectos
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y ejecuciÃ³n de obras de energÃa elÃ©ctrica.
 
Lo anterior significa, que se excluye la aplicaciÃ³n de las leyes 56 de 1981, 142 de 1995 y del Decreto 1073 de 2015. Esto, permite, por ejemplo,
el saneamiento automÃ¡tico del predio de cualquier vicio relativo a su titulaciÃ³n y tradiciÃ³n147, la agilizaciÃ³n de la compra por cuanto el
avalÃºo lo efectÃºa el IGAC o a la autoridad catastral correspondiente o a las personas naturales o jurÃdicas de carÃ¡cter privado registradas y
autorizadas por las lonjas de propiedad raÃz148, y en general, que el proceso de adquisiciÃ³n y servidumbre se lleve a cabo en tÃ©rminos mÃ¡s
cÃ©leres que los contenidos en el CÃ³digo General del Proceso.
 
De acuerdo con lo descrito, el artÃculo 4 da aplicaciÃ³n a algunas disposiciones de la Ley 1682 de 2013 para determinar los valores que se han
de pagar por los predios afectados por proyectos y ejecuciÃ³n de obras de energÃa elÃ©ctrica, asÃ como por su saneamiento. En tal sentido, la
norma estudiada resulta conforme con la ConstituciÃ³n en tanto regula la aplicaciÃ³n de un procedimiento, Ã¡mbito propio de configuraciÃ³n del
legislador149, aplicable a la venta y saneamiento de bienes inmuebles cuando sea necesario adquirirlos para proyectos de energÃa y siempre que
medie  la  declaratoria  de  utilidad  de  pÃºblica  e  interÃ©s  social.  La  salvedad  sobre  expropiaciÃ³n  por  vÃa  administrativa,  asegura  la
compatibilidad con el artÃculo 58 Superior que define como opera excepcionalmente esta figura con posterior control judicial.
 
Lo anterior no obsta, como se expuso (supra considerando 2.3.3.), para que de ser necesario se garantice el derecho a la consulta previa de las
comunidades Ã©tnicamente diferenciadas.
 
Por Ãºltimo, frente al parÃ¡grafo del artÃculo 4 que define la entidad estatal como el propietario del proyecto declarado de utilidad pÃºblica e
interÃ©s social, sin importar que se trate de entidad pÃºblica o privada. Se advierte que el artÃculo 22 de la Ley 1682 de 2013150, menciona la
entidad estatal como una de las partes del proceso de adquisiciÃ³n de bienes inmuebles, con potestad para el pago y el registro ante la Oficina
de Instrumentos PÃºblicos. Por tanto, el parÃ¡grafo habilita que sin importar si se trata de entidad pÃºblica o privada pueda contar con las
prerrogativas descritas, de tal forma que gestione el pago y los trÃ¡mites de registro del bien inmueble declarado de utilidad pÃºblica e interÃ©s
social. Los demÃ¡s artÃculos de la Ley 1682 no mencionan la categorÃa de entidad estatal, y por tanto, no habrÃa lugar a la homologaciÃ³n
propuesta en el parÃ¡grafo.
 
De nuevo, para la Sala la asignaciÃ³n de las facultades descritas no reviste ningÃºn problema de constitucionalidad pues responde a las
facultades del legislativo para asignar competencias, procedimientos y determinar en este caso la titularidad de las cargas procesales para la
gestiÃ³n y saneamiento predial.
 
3.5. ARTÃ�CULO 5. ModificaciÃ³n de la Ley 56 de 1981
 
ARTÃ�CULO 5Â°. ModificaciÃ³n de la Ley 56 de 1981. ModifÃquese el primer inciso del artÃculo 27 de la Ley 56 de 1981, el cual quedarÃ¡ asÃ:
 
“Corresponde al propietario del proyecto que lo haya adoptado y ordenado su ejecuciÃ³n, promover en calidad de demandante los procesos que
sean necesarios para hacer efectivo al gravamen de servidumbre de conducciÃ³n de energÃa elÃ©ctrica”.
 
3.5.1. Intervenciones
 
No se presentaron intervenciones puntuales sobre este artÃculo.
 
3.5.2. Concepto del Procurador General de la NaciÃ³n
 
El Ministerio PÃºblico, siguiendo lo expuesto por la SecretarÃa JurÃdica de la Presidencia, tampoco encuentra reparo de inconstitucionalidad
sobre  esta  disposiciÃ³n,  en  la  medida  en  que  al  modificar  lo  regulado  en  el  artÃculo  27  de  la  Ley  56  de  1981151,  simplemente  pretende  dar
claridad sobre la titularidad para ejercer los procesos destinados a hacer efectivo el gravamen de servidumbre de conducciÃ³n de energÃa
elÃ©ctrica.
 
3.5.3. AnÃ¡lisis constitucional
 
El artÃculo 5Âº del Decreto Ley modifica el inciso primero de la Ley 56 de 1981. Esta modificaciÃ³n implica una variaciÃ³n en la titularidad de la
legitimidad por activa para demandar la eventual servidumbre que se requiera para un proyecto. El cambio se evidencia en el siguiente cuadro
subrayando la parte pertinente:
 

Ley 56 de 1981
ArtÃculo 27
Inciso primero

ArtÃculo 27 de la Ley 56 de 1981 con la modificaciÃ³n del
Decreto Ley 884 de 2017

Corresponde a la entidad de derecho pÃºblico que haya
adoptado el respectivo proyecto y ordenado su
ejecuciÃ³n, promover en calidad de demandante los
procesos que sean necesarios para hacer efectivo el
gravamen de servidumbre de conducciÃ³n de energÃa
elÃ©ctrica.

Corresponde al propietario del proyecto que lo haya
adoptado y ordenado su ejecuciÃ³n, promover en calidad
de demandante los procesos que sean necesarios para
hacer efectivo al gravamen de servidumbre de
conducciÃ³n de energÃa elÃ©ctrica

 
Encuentra este Tribunal que la modificaciÃ³n descrita es constitucional en tanto se enmarca en la facultad de configuraciÃ³n legislativa, en esta
oportunidad ejercida por el Presidente de la RepÃºblica y el Ministro de Minas y EnergÃa. En efecto, la Ley 56 de 1981 “por la cual se dictan
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normas sobre obras pÃºblicas de generaciÃ³n elÃ©ctrica, y acueductos, sistemas de regadÃo y otras y se regulan las expropiaciones y
servidumbres de los bienes afectados por tales obras.”, en el capÃtulo II del tÃtulo II regula lo concerniente al procedimiento de servidumbres.
En concreto, el artÃculo 27 disponÃa que la encargada de adelantar el proceso de servidumbre era la entidad de derecho pÃºblico que hubiere
adoptado y ordenado la ejecuciÃ³n del proyecto mientras la modificaciÃ³n otorga la titularidad para hacer efectivo el gravamen al propietario del
proyecto.
 
En los considerandos del Decreto el Gobierno Nacional advierte que la modificaciÃ³n de la Ley 56 obedece a que el aumento en la demanda que
se genere con la implementaciÃ³n del PNER requiere la agilizaciÃ³n de trÃ¡mites para le ejecuciÃ³n de los proyectos. Asimismo, en la respuesta a
las pruebas solicitadas precisa que la reforma es necesaria para dar claridad jurÃdica sobre quiÃ©n ostenta la legitimaciÃ³n en la causa por
activa para interponer los procesos de servidumbre necesarios en los predios que requiera la implementaciÃ³n del PNER (Antecedentes supra
3.2.).
 
Para la Corte la variaciÃ³n del titular para promover el proceso de servidumbre se ajusta a la ConstituciÃ³n PolÃtica, en tanto estÃ¡ inscrita en el
margen de configuraciÃ³n del legislador para definir procedimientos y titulares de las acciones judiciales152.
 
Por consiguiente, el  Gobierno Nacional se encontraba habilitado para modificar la legitimidad por activa en los procesos de servidumbre para
favorecer la implementaciÃ³n el PNER. En tal sentido, la Corte declararÃ¡ la exequibilidad del artÃculo 5Âº del Decreto Ley 884 de 2017.
 
Ahora bien, la Corte llama la atenciÃ³n sobre la necesidad de realizar una integraciÃ³n normativa en relaciÃ³n con el artÃculo 25 de la Ley 56 de
1981. Esta norma, al igual que el artÃculo 27 de la Ley 56 de 1981, hace parte del CapÃtulo II de la Ley y se refiere al procedimiento para hacer
efectiva una servidumbre pÃºblica de conducciÃ³n de energÃa elÃ©ctrica. Este artÃculo establece:
 
“ARTÃ�CULO 25Âº.- La servidumbre pÃºblica de conducciÃ³n de energÃa elÃ©ctrica establecida por el artÃculo 18 de la Ley 126 de 1938,
supone para las entidades pÃºblicas que tienen a su cargo la construcciÃ³n de centrales generadoras, lÃneas de interconexiÃ³n, transmisiÃ³n y
prestaciÃ³n del servicio pÃºblico de distribuciÃ³n de energÃa elÃ©ctrica, la facultad de pasar por los predios afectados, por vÃa aÃ©rea
subterrÃ¡nea o superficial, las lÃneas de transmisiÃ³n y distribuciÃ³n del fluido elÃ©ctrico, ocupar las zonas objeto de la servidumbre, transitar
por los mismos, adelantar las obras, ejercer la vigilancia, conservaciÃ³n y mantenimiento y emplear los demÃ¡s medios necesarios para su
ejercicio.”
 
Del texto del artÃculo 25 de la Ley 56 de 1981 se infiere que la imposiciÃ³n de las servidumbres para la conducciÃ³n de energÃa se realiza a
favor de las entidades pÃºblicas. En efecto, en la sentencia C-831 de 2007153, esta CorporaciÃ³n estimÃ³ que “[d]e acuerdo con el artÃculo 25 de
la Ley, la legitimidad para actuar en estos procesos [de constituciÃ³n de servidumbres pÃºblicas de conducciÃ³n de energÃa elÃ©ctrica]
corresponde a las entidades pÃºblicas que tienen a su cargo la construcciÃ³n de centrales generadoras, lÃneas de interconexiÃ³n, transmisiÃ³n y
prestaciÃ³n del servicio pÃºblico de energÃa elÃ©ctrica, entidades que adoptarÃ¡n el respectivo proyecto, el cual contemplarÃ¡ el trazado de la
servidumbre correspondiente.”
 
En la medida en que el  artÃculo 5 del  Decreto Ley 884 de 2017 modificÃ³ el  artÃculo 27 de la Ley 56 de 1981 en lo que respecta a quiÃ©n
puede promover la servidumbre en calidad de demandante, la Sala Plena considera necesario armonizar los artÃculos 25 y 27 de la Ley 56 de
1981. Por lo tanto, bajo esta interpretaciÃ³n integral de las normas, se deberÃ¡ entender que el titular de las facultades a las que hace referencia
el artÃculo 25 de la Ley 56 de 1981 es el propietario del proyecto.
 
3.6. ARTÃ�CULO 6. ParticipaciÃ³n ciudadana
 
ARTÃ�CULO  6Â°.  ParticipaciÃ³n  ciudadana.  El  Plan  Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural  PNER  se  formularÃ¡  con  sujeciÃ³n  a  los  mecanismos  de
participaciÃ³n ciudadana previstos para el  desarrollo de los Planes de EnergizaciÃ³n Rural  Sostenible -PERS, incluida la intervenciÃ³n de
comunidades y organizaciones rurales en el marco de los Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral, los PDETs y el PNIS.
 
3.6.1. Intervenciones
 
La Cumbre Nacional de Mujeres y Paz solicita a la Corte que declare la exequibilidad condicionada de este artÃculo bajo el entendido de que el
diseÃ±o, planteamiento e implementaciÃ³n de las polÃticas energÃ©ticas deberÃ¡ ser transversalizada la perspectiva de gÃ©nero. Esto,
teniendo en cuenta el numeral 2 del artÃculo 14 de la ConvenciÃ³n sobre la EliminaciÃ³n de todas las formas de discriminaciÃ³n contra la mujer,
que reconoce el papel de la mujer rural por parte de los Estados en la supervivencia econÃ³mica familiar y en el trabajo en los sectores no
monetarios de la economÃa y les conmina a adoptar medidas para eliminar la discriminaciÃ³n contra la mujer en zonas rurales.
 
3.6.2. Concepto del Procurador General de la NaciÃ³n
 
Este enunciado normativo, sostiene la ProcuradurÃa General de la NaciÃ³n, garantiza la participaciÃ³n ciudadana en los asuntos que la afectan,
acudiendo a las formas previstas para el desarrollo de los Planes de EnergizaciÃ³n Rural Sostenible - PERS y los Planes Nacionales para la
Reforma Rural Integral, los PDET`s y el PNIS, atendiendo a lo dispuesto en el artÃculo 2Âº de la ConstituciÃ³n PolÃtica. Aunque extraÃ±a la no
inclusiÃ³n de la participaciÃ³n directa de los municipios, cuando se afecta su uso del suelo, considera que este vacÃo se suple con lo dispuesto
en el artÃculo 7Âº del mismo Decreto Ley 884 de 2017, que dispone ajustarse a los principios, valores y reglas de la Carta PolÃtica.
 
3.6.3. AnÃ¡lisis constitucional
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El artÃculo 6 sujeta la formulaciÃ³n del PNER a los mecanismos de participaciÃ³n ciudadana previstos para los planes de electrificaciÃ³n rural
sostenible, asÃ como a la intervenciÃ³n de las comunidades y organizaciones rurales en los Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral, los
PDETs y el PNIS.
 
Para la Corte el artÃculo 6 del Decreto Ley 884 de 2017 es constitucional en tanto fomenta la participaciÃ³n ciudadana propia de la democracia
participativa que contiene el texto Superior. Al respecto, es imperioso determinar cuÃ¡les son los mecanismos de participaciÃ³n a los que refiere
el artÃculo. En cuanto a los Planes de EnergizaciÃ³n Rural Sostenible (PERS) son planes de energizaciÃ³n154 que se estructuran a partir de un
anÃ¡lisis regional y teniendo en cuenta los aspectos mÃ¡s relevantes en materia de emprendimiento, productividad y energizaciÃ³n de las zonas
rurales, todo esto con el fin de establecer una polÃtica pÃºblica energÃ©tica coherente y en sintonÃa con la nociÃ³n de desarrollo de la regiÃ³n.
Los PERS buscan garantizar, de manera gradual, la sostenibilidad de los proyectos y elevar el nivel de la calidad de vida de los habitantes de las
zonas. Estos programas buscan identificar, formular y estructurar lineamientos y estrategias de desarrollo energÃ©tico rural para un perÃodo
mÃnimo de 15 aÃ±os155.
 
Teniendo  en  cuenta  este  enfoque  regional,  con  los  PERS  se  persigue  la  participaciÃ³n  activa  de  actores  regionales  en  la  identificaciÃ³n  de
oportunidades,  diseÃ±o  e  implementaciÃ³n  de  proyectos  de  energizaciÃ³n  en  las  regiones.  Con  los  PERS,  ademÃ¡s,  se  busca  que  la
participaciÃ³n de la comunidad y de los actores locales en el desarrollo de los planes de energizaciÃ³n sea apoyada por otros gestores locales,
como la  academia,  para asÃ darle  continuidad al  proyecto y  llevar  a  cabo sus componentes de investigaciÃ³n,  desarrollo,  innovaciÃ³n,
perdurabilidad y legitimidad regional156.
 
Por su parte, el Acuerdo Final prevÃ© que los Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial- PDET- sean formulados y elaborados de manera
participativa, con la inclusiÃ³n de las comunidades, de todos los niveles del ordenamiento territorial, y de las autoridades locales. De esta
manera, los planes de acciÃ³n para la transformaciÃ³n territorial que se construirÃ¡n en el marco de los PDET partirÃ¡n, en palabras de la
Agencia de RenovaciÃ³n del Territorio, “desde los territorios mÃ¡s locales en los nÃºcleos de veredas en las Asambleas Comunitarias, pasando
por  el  Ã¡mbito  municipal  en  las  Comisiones  Municipales  de  PlaneaciÃ³n  Participativa,  para  consolidarse  finalmente  a  nivel  subregional  en  la
ComisiÃ³n Subregional  de PlaneaciÃ³n Participativa”157.  La  participaciÃ³n,  entonces,  incluirÃ¡  a  las  entidades territoriales,  las  autoridades
Ã©tnicas, las comunidades, las organizaciones sociales, comunales y comunitarias, y el sector privado158.
 
Vale la pena mencionar que tanto los PDET como los Planes Naciones para la Reforma Rural Integral, por estar inmersos en la Reforma Rural
Integral, parten del reconocimiento del papel protagÃ³nico que deben desempeÃ±ar las mujeres y los hombres de las comunidades en la
definiciÃ³n del mejoramiento de sus condiciones de vida159. Asimismo, los PDET y los Planes Nacionales fueron concebidos con el convencimiento
de que la efectividad, transparencia y buen desarrollo de la Reforma Rural Integral dependen en gran medida de la promociÃ³n de una amplia
participaciÃ³n de las comunidades160. La Reforma Rural Integral, ademÃ¡s, se funda en la idea de que la participaciÃ³n es garantÃa de una mayor
inclusiÃ³n de las comunidades rurales –mujeres y hombres- en la vida polÃtica, econÃ³mica, social y cultural de sus regiones y, por ende, de la
naciÃ³n161.
 
En este sentido, el punto 1.2.4. de la Reforma Rural Integral sobre mecanismos de participaciÃ³n en los PDET, establece que se deberÃ¡
garantizar  la  participaciÃ³n  activa  de  las  comunidades  para:  (i)  definir  las  prioridades  en  la  implementaciÃ³n  de  los  planes  nacionales  (vÃas,
riego, infraestructura, servicios, etc.) en el territorio, de acuerdo con las necesidades de la poblaciÃ³n; (ii) asegurar la participaciÃ³n comunitaria
en la ejecuciÃ³n de las obras y su mantenimiento; y (iii) establecer mecanismos de seguimiento y veedurÃa de los proyectos.
 
Por Ãºltimo, el Programa Nacional de SustituciÃ³n de Cultivos IlÃcitos –PNIS, regulado mediante Decreto Ley 896 de 2017162, tiene por objeto
promover la sustituciÃ³n voluntaria de cultivos de uso ilÃcito (artÃculo 2). En tal sentido, prevÃ© la participaciÃ³n de instancias territoriales (artÃ-
culo 4) y entidades del orden nacional (artÃculo 5) en el diseÃ±o y ejecuciÃ³n del programa.
 
De acuerdo con los mecanismos expuestos, la Corte observa que hay evidente enfoque territorial y una sujeciÃ³n a la participaciÃ³n diferenciada
segÃºn las necesidades de las comunidades desde lo local. De tal forma que, el precepto objeto de examen se acompasa con el artÃculo 2Âº
constitucional que impone como fin del Estado facilitar la participaciÃ³n de todos en las decisiones que los afecten y en la vida econÃ³mica, polÃ-
tica administrativa y cultural de la NaciÃ³n163. En efecto, fomentar la democracia participativa es un eje axial de la Carta PolÃtica que puede ser
desarrollado en cualquier escenario de construcciÃ³n colectiva de decisiones.
 
En tal sentido, corresponde al Ministerio de Minas y EnergÃa armonizar los mecanismos de participaciÃ³n descritos en cada uno de los planes y
programas para garantizar la participaciÃ³n de comunidades y organizaciones rurales tal y como lo prescribe el artÃculo 6. Esto, como ya se
estudiÃ³ implica una lectura integral del Acuerdo Final, en particular, de los puntos 1., Reforma Rural Integral y, 4., SoluciÃ³n al Problema de
Drogas IlÃcitas.
 
Lo anterior no obsta, como se expuso (supra considerando 2.3.3), que de ser necesario se garantice el derecho a la consulta previa de las
comunidades Ã©tnicamente diferenciadas.
 
3.7. ARTÃ�CULO 7. Principios
 
ARTÃ�CULO 7Â°. Principios. Las disposiciones contenidas en el presente Decreto-ley se aplicarÃ¡n conforme a los principios, valores y reglas
previstas en la ConstituciÃ³n PolÃtica de Colombia.
 
 
3.7.1. Intervenciones
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La Cumbre Nacional de Mujeres y Paz solicita a la Corte que declare la exequibilidad condicionada de este artÃculo bajo el entendido de que el
diseÃ±o, planteamiento e implementaciÃ³n de las polÃticas energÃ©ticas deberÃ¡ ser transversalizada la perspectiva de gÃ©nero. Esto,
teniendo en cuenta el numeral 2 del artÃculo 14 de la ConvenciÃ³n sobre la EliminaciÃ³n de todas las formas de discriminaciÃ³n contra la mujer,
que reconoce el papel de la mujer rural por parte de los Estados en la supervivencia econÃ³mica familiar y en el trabajo en los sectores no
monetarios de la economÃa y les conmina a adoptar medidas para eliminar la discriminaciÃ³n contra la mujer en zonas rurales.
 
3.7.2. Concepto del Procurador General de la NaciÃ³n
 
En la medida en que este enunciado ordena la aplicaciÃ³n de las disposiciones contenidas en el Decreto Ley 884 de 2017 conforme a los
principios, valores y reglas de la ConstituciÃ³n PolÃtica, se suple el vacÃo observado por el Ministerio PÃºblico en el artÃculo 7, que no se refiere
a la participaciÃ³n de los municipios cuando se afecta su uso del suelo. Agrega que esta sujeciÃ³n, ademÃ¡s, atiende a lo ordenado en el artÃculo
4 Superior.
 
3.7.3. AnÃ¡lisis constitucional
 
El artÃculo 7 seÃ±ala que la normatividad contenida en el Decreto Ley deberÃ¡ aplicarse de conformidad con los principios, valores y reglas
previstas en la Norma Superior. En consonancia, con lo advertido por el representante de la ProcuradurÃa General de la NaciÃ³n, para la Corte
este artÃculo busca armonizar la puesta en marcha del PNER con las normas constitucionales.
 
La Corte encuentra que el artÃculo 7 del Decreto Ley es constitucional en tanto promueve la aplicaciÃ³n de la ConstituciÃ³n PolÃtica (artÃculo 4
de la CP). Ahora bien, la Cumbre Nacional de Mujeres y Paz solicita declarar la exequibilidad condicionada del artÃculo 7 para que en la
formulaciÃ³n e implementaciÃ³n del PNER se incluya el enfoque de gÃ©nero. Como se mencionÃ³ el enfoque de gÃ©nero hace parte integral del
Acuerdo Final y debe ser tenido en cuenta por el Ministerio de Minas y EnergÃa para el diseÃ±o y desarrollo del PNER. En tal sentido, la Corte
concluye que frente al artÃculo 7 no se requiere un condicionamiento pues se trata de una armonizaciÃ³n general con el texto constitucional y la
objeciÃ³n planteada ya fue analizada por la Corte Constitucional en el artÃculo 2.
 
3.8. ARTÃ�CULO 8. Vigencia
 
ARTÃ�CULO 8Â°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicaciÃ³n, modifica en lo pertinente la Ley 56 de 1981 y deroga
las demÃ¡s disposiciones que le sean contrarias.
 
3.8.1. Intervenciones
 
No se presentaron intervenciones puntuales sobre este artÃculo.
 
3.8.2. Concepto del Procurador General de la NaciÃ³n
 
La fÃ³rmula que acogiÃ³ el artÃculo 8 del Decreto Ley 884 de 2017 para fijar su vigencia, precisa el Ministerio PÃºblico, ha sido tradicionalmente
admisible, al prever que el mismo produce efectos a partir de su publicaciÃ³n, modifica en lo pertinente la Ley 56 de 1981, tal como se habÃa
seÃ±alado anteriormente, y deroga las demÃ¡s disposiciones que le sean contrarias.
 
3.8.3. AnÃ¡lisis constitucional
 
El artÃculo 8 del Decreto Ley 884 de 2017 dispone la vigencia del Decreto Ley. En particular, establece que el Decreto regirÃ¡ a partir de su
publicaciÃ³n, que modifica la Ley 56 de 1981 y que deroga las demÃ¡s disposiciones que le sean contrarias.
 
Para la Sala este artÃculo guarda armonÃa con la ConstituciÃ³n PolÃtica. Como lo pone de presente el Ministerio PÃºblico, se trata de una
fÃ³rmula usual  al  final  de las leyes para determinar el  momento en que se aplicarÃ¡,  su compatibilidad con normas vigentes y si  hay lugar a
derogar, explÃcita o implÃcitamente, normas que contradicen la nueva normatividad. En tal sentido, el contenido del artÃculo 8Âº no ofrece
ningÃºn reparo frente al texto constitucional y la Corte declararÃ¡ su exequibilidad.
 
4. SÃntesis de la decisiÃ³n
 
De acuerdo con las reglas que la Corte Constitucional ha venido construyendo alrededor del estudio de constitucionalidad de los decretos leyes
proferidos por el Gobierno Nacional en virtud de la habilitaciÃ³n conferida por el artÃculo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016, el estudio realizado
sobre el Decreto Ley 884 de 2017 tuvo por presupuesto la necesidad de controlar tanto el procedimiento de formaciÃ³n como el contenido
material, bajo el marco normativo derivado de la Carta PolÃtica y el contextual propio de un escenario transicional.
 
En principio, se verificÃ³ la inexistencia de un vicio de procedimiento en la formaciÃ³n del Decreto Ley, atendiendo a dos grupos de defectos:
formales y competenciales. En relaciÃ³n con los primeros, se concluyÃ³ que el acto (i) se profiriÃ³ por quienes, para el caso concreto, conforman
el Gobierno Nacional, esto es por el Presidente de la RepÃºblica y el Ministro de Minas y EnergÃa, cumpliendo con la regla prevista en el artÃculo
115 de la CP; (ii) fue debidamente titulado, y el tÃtulo goza de coherencia frente a la normativa incorporada, satisfaciendo lo ordenado en el artÃ-
culo 169 de la CP; (iii) expuso las facultades del Gobierno en virtud de las cuales se expidiÃ³; y, (iv) se motivÃ³ ampliamente.
 
TambiÃ©n se concluyÃ³ que con la expediciÃ³n del Decreto Ley 884 de 2017 no se incurriÃ³ en vicio competencial, dado que:
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(i) Fue expedido el 26 de mayo de 2017, es decir, dentro de los 180 dÃas siguientes a la fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de
2016;
 
(ii) Su contenido cumple con el requisito de conexidad objetiva, en razÃ³n a que la configuraciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural tiene
un  vÃnculo  cierto,  verificable  y  especÃfico  con  el  Acuerdo  Final.  Concretamente,  dentro  de  los  “Planes  Nacionales  para  la  Reforma  Rural
Integral”, eje del primer punto del Acuerdo Final “Hacia un nuevo Campo Colombiano: Reforma Rural Integral”, se incluyÃ³ el Plan en estudio
como una de las necesidades relacionadas con la infraestructura y adecuaciÃ³n de tierras (1.3.1.3.).
 
(iii) Se cumpliÃ³ con el requisito de conexidad estricta, por cuanto: (iii.1) el contenido del Decreto Ley se convierte en un instrumento para la
satisfacciÃ³n de la Reforma Rural en los tÃ©rminos concebidos por el Acuerdo Final; y, (iii.2) las disposiciones que conforman el Decreto Ley
conducen a poner en marcha el Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural, oportunamente y con aseguramiento financiero.
 
Se sostuvo, en consecuencia, que el Decreto Ley asegura parte de las medidas adoptadas dentro del Acuerdo Final, en el punto de Reforma
Rural, y facilita otros de sus objetivos, como la presencia estatal en todo el territorio y la adopciÃ³n de medidas para quienes han soportado de
manera  intensa  el  conflicto  colombiano;  y  que,  por  lo  tanto,  entre  el  Decreto  Ley  884  de  2017  y  el  Acuerdo  Final  existe  un  vÃnculo
suficientemente  justificado.
 
(iv) Se afirmÃ³ el cumplimiento de la necesidad estricta, teniendo en cuenta, de un lado, a la relevancia de adoptar, en el marco de procesos de
transiciÃ³n, medidas que excedan la finalizaciÃ³n armada del conflicto; y, del otro, a que el asunto abordado promueve el cumplimiento de un
deber constitucional a cargo del Estado, la satisfacciÃ³n de un servicio pÃºblico esencial. A continuaciÃ³n, se expuso la relaciÃ³n intrÃnseca
existente  entre  el  Plan  Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural,  los  Programas  con  Enfoque  Territorial  y  la  sustituciÃ³n  de  cultivos  de  uso  ilÃcito,
destacando que son medidas consideradas relevantes dentro del programa de implementaciÃ³n normativa y prÃ¡ctica.
 
(v)  Por  Ãºltimo,  se  sostuvo  que  el  Plan  Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural  no  obedece  a  una  materia  de  aquellas  que  expresamente  fueron
excluidas de habilitaciÃ³n por el constituyente derivado en el artÃculo 2 del Acto Legislativo 1 de 2016, y sobre ella tampoco recae estricta
reserva legal.
 
Superado lo anterior,  la  Sala analizÃ³  la  presunta lesiÃ³n del  deber de consulta previa a las comunidades Ã©tnicamente diferenciadas,
advirtiendo que en este caso no se evidenciaba la afectaciÃ³n directa de la medida legislativa. No obstante, se precisÃ³ que para la formulaciÃ³n
del Plan bianual tal consulta sÃ era necesaria en aquellos casos en que se involucraran sus derechos; participaciÃ³n que debÃa ser activa y
efectiva; y, garante de las previsiones constitucionales, como aquella establecida en el artÃculo 63 sobre los bienes pertenecientes a ellas.
 
En el anÃ¡lisis material la Corte concluyÃ³ que el articulado del Decreto Ley 884 de 2017 se ajusta a la ConstituciÃ³n PolÃtica. EspecÃficamente,
estableciÃ³ que la elaboraciÃ³n y adopciÃ³n del Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural guarda armonÃa con los mandatos constitucionales que
pretenden asegurar la prestaciÃ³n eficiente de los servicios pÃºblicos a todos los habitantes del territorio nacional (Art. 365 y ss. de la CP), asÃ
como otras normas de rango Superior relacionadas con la materia del Decreto Ley (Arts. 2, 58, 334, 345 de la CP).
 
En  tal  sentido,  esta  CorporaciÃ³n  encontrÃ³  que  no  contrariaba  el  texto  constitucional:  i)  la  definiciÃ³n  contenida  en  el  artÃculo  1  sobre  de
entidades competentes para formular y adoptar el Plan Nacional de ElectrificaciÃ³n Rural; ii) la determinaciÃ³n de las finalidades a las que debe
responder el PNER dispuesta en el artÃculo 2; iii) la articulaciÃ³n de los mecanismos de financiaciÃ³n del PNER prevista en el artÃculo 3; iv) la
aplicaciÃ³n de la Ley 1682 de 2013 consagrada en el artÃculo 4; v) la modificaciÃ³n de la Ley 56 de 1981 contemplada en el artÃculo 5; vi) los
mecanismos de participaciÃ³n ciudadana en relaciÃ³n con la formulaciÃ³n del PNER contenidos en el artÃculo 6; vii) la aplicaciÃ³n del Decreto
Ley con sujeciÃ³n a la ConstituciÃ³n PolÃtica dispuesta en el artÃculo 7; y viii) la vigencia del Decreto Ley definida en el artÃculo 8.
 
VI. DECISIÃ�N
 
En mÃ©rito de lo expuesto, la Sala Plena de la Corte Constitucional de la RepÃºblica de Colombia, administrando justicia en nombre del Pueblo y
por mandato de la ConstituciÃ³n,
 

RESUELVE
 
Declarar EXEQUIBLE el Decreto Ley 884 del 26 de mayo de 2017, “Por el cual se expiden normas tendientes a la implementaciÃ³n del Plan
Nacional  de  ElectrificaciÃ³n  Rural  en  el  marco  del  Acuerdo  Final  para  la  TerminaciÃ³n  del  Conflicto  y  la  ConstrucciÃ³n  de  una  Paz  Estable  y
Duradera”.
 

LUIS GUILLERMO GUERRERO PÃ�REZ
Presidente

Con salvamento de voto
 

CARLOS BERNAL PULIDO
Magistrado

Con salvamento de voto
 

ALEJANDRO LINARES CANTILLO
Magistrado

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=81837#0
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Con aclaraciÃ³n de voto
 

ANTONIO JOSÃ� LIZARAZO OCAMPO
Magistrado

Con aclaraciÃ³n de voto
 

GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO
Magistrada

Con salvamento de voto
 

JOSÃ� FERNANDO REYES CUARTAS
Magistrado

 
CRISTINA PARDO SCHLESINGER

Magistrada
Impedimento aceptado

 
ALBERTO ROJAS RÃ�OS

Magistrado
Con aclaraciÃ³n de voto

 
DIANA FAJARDO RIVERA

Magistrada
Con aclaraciÃ³n de voto

 
ROCÃ�O LOAIZA MILIÃ�N
Secretaria General (e.)

 
 
 
 
 

SALVAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO CARLOS BERNAL PULIDO A LA SENTENCIA C-565/17
 
Referencia: Expediente RDL-019
 
Magistrada Ponente: Diana Fajardo Rivera
 
En atenciÃ³n a la decisiÃ³n adoptada por la Sala Plena el dÃa 8 de septiembre de 2017, referida al Expediente No. RDL-019, de la cual me
apartÃ©, a continuaciÃ³n presento las razones en las que se funda mi Salvamento de Voto:
 
1. El principio de necesidad estricta es, a mi juicio, un elemento central en el control constitucional de los Decretos Leyes expedidos en virtud de
las Facultades Presidenciales para la Paz. Su relevancia jurÃdica radica en que la habilitaciÃ³n legislativa que se otorga al Ejecutivo, en un
Estado constitucional y democrÃ¡tico de derecho, es limitada, excepcional y extraordinaria; sin que el contexto transicional en el que hoy se
enmarca deba ameritar, en modo alguno, una aproximaciÃ³n en sentido diferente, si bien introduce matices que pueden hacer mÃ¡s flexible este
control.
 
Ya sea que se trate, segÃºn las variaciones del precedente de esta CorporaciÃ³n, de un requisito material164, sustantio165 o competencial166, lo que
la exigencia de necesidad estricta protege es nada menos que los principios de separaciÃ³n de poderes, frenos y contrapesos y la vigencia
misma del modelo constitucional democrÃ¡tico167.
 
Como es bien sabido, este requisito exige, de parte del Gobierno Nacional, una argumentaciÃ³n cualificada que tenga el poder de acreditar: i)
que la medida de implementaciÃ³n del Acuerdo Final, por vÃa del Decreto Ley, es, en el caso concreto, urgente e imperiosa; y ii) que las vÃas
del procedimiento legislativo, ordinario o incluso fast track, no son idÃ³neas para tales efectos. En suma, que no es objetivamente posible, a
travÃ©s de los canales deliberativos (amplios y comunes o abreviados y excepcionales) del Congreso de la RepÃºblica, la implementaciÃ³n de
un puntual aspecto del Acuerdo de Paz168. El incumplimiento de estas cargas conlleva, de conformidad con la jurisprudencia constitucional, la
inexequibilidad de la norma en cuestiÃ³n169.
 
Naturalmente, la vinculatoriedad de este precedente judicial nos debe recordar, aunque a veces ello se pase por alto, que no todas las materias
que componen el Acuerdo Final pueden ser implementadas por decreto presidencial, aÃºn bajo las facultades extraordinarias en cuya virtud
estos cuentan con fuerza de ley. Hay asuntos, en aquel extenso y complejo entramado de pÃ¡ginas, que no solo no son, necesariamente, de
urgente aplicaciÃ³n, sino que tocan elementos estructurales de polÃtica pÃºblica que demandan un amplio debate democrÃ¡tico.
 
La tesis contraria, esto es, que cada tÃ³pico del Acuerdo serÃa urgente y excepcional per se, y podrÃa cobrar vida jurÃdica a travÃ©s de los
Decretos Leyes, implicarÃa, como lo ha sostenido la Corte, un sacrificio inaceptable del principio democrÃ¡tico170.
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2.  El  Decreto Ley 884 de 2017,  que desarrolla  el  Plan Nacional  de ElectrificaciÃ³n Rural  (PNER),  regula un aspecto muy puntual  del  “Acuerdo
Final  para  la  terminaciÃ³n  del  conflicto  y  la  construcciÃ³n  de  una  paz  estable  y  duradera”.  Desde  mi  punto  de  vista,  el  Gobierno  no  logrÃ³
justificar razonablemente la viabilidad de acudir, para ello, al mecanismo excepcional de las Facultades Presidenciales para la Paz, en desmedro
de la deliberaciÃ³n democrÃ¡tica que ofrecÃan otras vÃas. Queda la sensaciÃ³n de que, para la Sala Mayoritaria, este es un aspecto formal y
secundario, en el que no debe profundizarse. Pero resulta que es esencial.
 
Es plausible sostener que, prima facie, el PNER tiende a la realizaciÃ³n de un cÃºmulo de derechos sociales, al combate de la pobreza rural y a la
correcciÃ³n de injusticias histÃ³ricas en sectores afectados por el  conflicto que nunca contaron con una infraestructura de servicios pÃºblicos.
Puede decirse que es, ademÃ¡s, desarrollo del Acuerdo Final (particularmente, del punto 1.3.1.3).
 
Sin embargo, nada de ello justifica, per se, la necesidad de acudir a esta especÃfica vÃa (el Decreto Ley), ni explica por quÃ© el procedimiento
legislativo,  incluso  en  su  versiÃ³n  abreviada,  no  resultaba  suficiente.  Lo  anterior,  mÃ¡s  allÃ¡  de  la  necesidad  general,  que  no  se  discute,  de
satisfacer derechos a travÃ©s de la prestaciÃ³n del servicio pÃºblico de electricidad.
 
De  otro  lado,  es  cierto  que  llevar  infraestructura  elÃ©ctrica  al  campo  es  un  objetivo  que  genera  consenso,  pero  luce  dÃ©bil  la  afirmaciÃ³n
segÃºn la cual los detalles puntuales de esta norma no requerÃan mayor deliberaciÃ³n democrÃ¡tica. Veo, con el respeto que merece la postura
mayoritaria de mis colegas de Sala, todo lo contrario: una reforma significativa del rÃ©gimen de servicios pÃºblicos domiciliarios (Ley 142 de
1994), entre otras cosas, en torno a la competencia para promover acciones que afectan la propiedad, posesiÃ³n y otros derechos reales de un
nÃºmero indeterminado de personas, con miras a desarrollar proyectos de infraestructura que, en buena medida, estÃ¡n planteados para un
largo plazo.
 
Ahora bien, existe un argumento, mencionado en la sentencia tan solo tangencialmente, sobre la necesidad de llevar el Estado a aquellas zonas
rurales afectadas por el conflicto que jamÃ¡s lo han tenido, con miras a generar la fortaleza institucional y cohesiÃ³n social necesarias para que,
brindada esa protecciÃ³n, sea mÃ¡s difÃcil que otros grupos armados ilegales entren a ocupar dichos lugares.
 
La primera pregunta que surge consiste, no obstante, en si todos los aspectos que componen el Estado Social de Derecho pueden ser llevados a
cada rincÃ³n del  paÃs que ha sufrido el  conflicto,  a travÃ©s de una normativa excepcional  que: i)  supone una afectaciÃ³n considerable de la
democracia deliberativa, ii) estÃ¡ pensada para regular proyectos de infraestructura ambiciosos y de largo aliento, y iii) opera en desmedro de
una vÃa de producciÃ³n legislativa que, sin dejar de ser abreviada, garantiza la discusiÃ³n parlamentaria de temas con hondas implicaciones en
tÃ©rminos presupuestarios e institucionales.
 
3. Con todo, debe decirse que, aunque el objetivo del Decreto examinado sea, segÃºn la forma en que ha sido sustentado, la conexiÃ³n
elÃ©ctrica de zonas afectadas por el conflicto, dicha consideraciÃ³n se queda, al final, en una mera abstracciÃ³n sin fundamento empÃrico. No
se presentan, verbigracia, datos especÃficos sobre los territorios golpeados por el conflicto armado que requieren la intervenciÃ³n urgente del
Estado, ni  se ofrece, cuando menos, una explicaciÃ³n sobre las zonas que no cuentan con energÃa elÃ©ctrica debido a la ausencia de
infraestructura como consecuencia de la confrontaciÃ³n.
 
Lo  que se  observa  es,  por  el  contrario,  la  finalidad de  regular,  de  manera  general,  la  infraestructura  elÃ©ctrica  rural  de  zonas  conectadas  e
interconectadas del paÃs, sin distingos del impacto que estos problemas han tenido en el desarrollo de la guerra; y a travÃ©s, nada menos, que
de un Decreto del Ejecutivo.
 
4. En suma, la decisiÃ³n mayoritaria, de este puntual tÃ³pico (la acreditaciÃ³n de la necesidad estricta) enviarÃa el mensaje de que, para la Corte
Constitucional, estÃ¡ justificada la implementaciÃ³n de cualquier aspecto del Acuerdo Final,  en este caso, la regulaciÃ³n profunda de servicios
pÃºblicos,  y en fin,  todo lo que implique el  enfrentamiento general  del  posconflicto,  por vÃa de Decreto Ley;  y ello no es asÃ.  Antes bien,  es
garantizando el respeto por el ordenamiento constitucional, las competencias establecidas por este y los pilares de la democracia deliberativa,
que se puede asegurar una implementaciÃ³n jurÃdica oportuna y sÃ³lida de la transiciÃ³n polÃtica.
 
Con el debido respeto,
 

CARLOS BERNAL PULIDO
Magistrado

 
NOTAS DE PIE DE PÃ�GINA
 
1. Suscrita por la titular de dicha dependencia (fls. 17 a 26).
 
2. Cita el caso Guatemalteco, que demandÃ³ la ejecuciÃ³n de un conjunto de obras con mayor eficacia en aras del desarrollo socioeconÃ³mico de
los territorios.
 
3. Por la cual se adoptan medidas y disposiciones para los proyectos de infraestructura de transporte y se conceden facultades extraordinarias.
La remisiÃ³n recae en los artÃculos 21, saneamiento por motivos de utilidad pÃºblica; 22, limitaciones, afectaciones, gravÃ¡menes al dominio y
medidas cautelares; 23, avaluadores y metodologÃa de avalÃºo; 24, revisiÃ³n e impugnaciÃ³n de avalÃºos comerciales; 25, notificaciÃ³n de la
oferta; y, 26, actualizaciÃ³n de cabida y linderos.
 
4. Por la cual se dictan normas sobre obras pÃºblicas de generaciÃ³n elÃ©ctrica y acueductos, sistemas de regadÃo y otras y se regulan las
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expropiaciones y servidumbres de los bienes afectados por tales obras.
 
5. Fondo de Apoyo Financiero para la EnergizaciÃ³n de las Zonas Rurales Interconectadas.
 
6. Fondo de Apoyo Financiero para la EnergizaciÃ³n de las Zonas no Interconectadas.
 
7. Programa de NormalizaciÃ³n de Redes ElÃ©ctricas.
 
8. Cita para el efecto lo sostenido por la Corte Constitucional en la sentencia T-881 de 2002. MP. Eduardo Montealegre Lynett.
 
9. Al respecto, la SecretarÃa aporta informaciÃ³n sobre la asignaciÃ³n de recursos por cada uno de los fondos y los usuarios beneficiados desde
el aÃ±o 2003, en el caso del FAER y del FAZNI, y de aquellos favorecidos con el programa PRONE a partir del 2004.
 
10. Ministerio del Interior. Instituto Luis Carlos GalÃ¡n para el Desarrollo de la Democracia, De las Armas a la Democracia. Tomo II pÃ¡ginas 62,
63, 96, 97, 98, 214.
 
11. Sentencia C-242 de 1997. M.P. Hernando Herrera Vergara.
 
12. ArtÃculo 366 de la ConstituciÃ³n PolÃtica.
 
13. Sentencia C-636 de 2000. M.P. Antonio Barrera Carbonell.
 
14. IbÃdem.
 
15. Sentencia C-741 de 2003. M.P. Manuel JosÃ© Cepeda Espinosa.
 
16. Sentencia T-578 de 1992. M.P. Alejandro MartÃnez Caballero.
 
17. Sentencias C-150 de 2003. M.P. Manuel JosÃ© Cepeda Espinosa y C-353 de 2006. M.P. Clara InÃ©s Vargas HernÃ¡ndez.
 
18. Respecto de la interpretaciÃ³n que esta Corte ha agotado en relaciÃ³n con lo dispuesto en el artÃculo 370 superior, ver principalmente la
sentencia C-107 de 2013. M.P. MarÃa Victoria Calle Correa.
 
19. Sobre la necesidad de hacer alusiÃ³n a la interpretaciÃ³n del PIDESC por parte del ComitÃ© en el control constitucional, puede verse,
especialmente en materia de vivienda digna, la sentencia C-936 de 2003. M.P. Eduardo Montealegre Lynett.
 
20. PÃ¡rrafo 8, b.
 
21. PÃ¡rrafo 8, g.
 
22.  La Corte Constitucional  ya se ha pronunciado con exhaustividad sobre estas obligaciones,  siendo pertinente referir,  al  respecto,  las
sentencias C-936 de 2003 y la C-038 de 2004. M.P. Eduardo Montealegre Lynett.
 
23. En el escenario interamericano, se torna importante hacer menciÃ³n al deber de progresividad de que trata el Art. 26 de ConvenciÃ³n
Americana sobre Derechos Humanos, y el artÃculo 1 del Protocolo Adicional en Materia de Derechos EconÃ³micos, Sociales y Culturales o
Protocolo de San Salvador.
 
24. Sentencia C-447 de 1992. M.P. Eduardo Cifuentes MuÃ±oz.
 
25. IbÃdem.
 
26. Ver. KOMIVES, Kristin; FOSTER, Vivien, HALPERN, Jonathan y WODON, Quentin. “Agua, electricidad y pobreza”. Banco Mundial. 2005.
 
27. CEPAL. Informe sobre “Pobreza energÃ©tica en AmÃ©rica Latina”. 2014.
 
28. Sentencia T-761 de 2015. M.P. Alberto Rojas RÃos.
 
29. Ley 143 de 1994, Art. 5.
 
30. En la sentencia C-587 de 2014. M.P. Luis Guillermo Guerrero, la Corte hizo una breve exposiciÃ³n del funcionamiento del mercado elÃ©ctrico
en Colombia. En ella, explicÃ³ cÃ³mo interactÃºan fÃsica y econÃ³micamente cada una de las actividades que hacen parte del servicio de energÃ-
a elÃ©ctrica. En concordancia con lo establecido en la Ley 142 de 1994, Arts. 1, 2 y 14.25.
 
31.  El  artÃculo  11  de  la  Ley  143  de  1994  define  al  SIN  como  “el  sistema  compuesto  por  los  siguientes  elementos  conectados  entre  sÃ:  las
plantas y equipos de generaciÃ³n, la red de interconexiÃ³n, las redes regionales e interregionales de transmisiÃ³n, las redes de distribuciÃ³n, y
las cargas elÃ©ctricas de los usuarios”.
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32. El artÃculo 1 de la Ley 855 de 2003 establece: “Para todos los efectos relacionados con la prestaciÃ³n del servicio pÃºblico de energÃa
elÃ©ctrica se entiende por Zonas No Interconectadas a los municipios, corregimientos, localidades y caserÃos no conectadas al Sistema
Interconectado  Nacional,  SIN.  ||  PARÃ�GRAFO  1o.  Las  Ã¡reas  geogrÃ¡ficas  que  puedan  interconectarse  a  este  sistema  en  condiciones
ambientales,  econÃ³micas  y  financieras  viables  y  sostenibles,  se  excluirÃ¡n  de  las  Zonas  No  Interconectadas,  cuando  empiecen  a  recibir  el
Servicio de EnergÃa ElÃ©ctrica del SIN, una vez se surtan los trÃ¡mites correspondientes y se cumplan los tÃ©rminos establecidos en la
regulaciÃ³n vigente establecida por la ComisiÃ³n de RegulaciÃ³n de EnergÃa y Gas, CREG.”
 
33. Decreto 1623 de 2015, Art. 1.
 
34. Unidad de PlaneaciÃ³n Minero EnergÃ©tica – UPME. Plan Indicativo de ExpansiÃ³n de Cobertura de EnergÃa ElÃ©ctrica - PIEC 2016-2020
(10/11/2016).
 
35. Sobre la dependencia de las ZNI de la tecnologÃa diesel, el Documento CONPES 3855 de 2016, seÃ±ala: “En cuanto a la disponibilidad de
fuentes energÃ©ticas, en el caso particular de las zonas no interconectadas (ZNI) -Ã¡reas geogrÃ¡ficas donde no se presta el servicio pÃºblico de
electricidad a travÃ©s del Sistema Interconectado Nacional (SIN)- la generaciÃ³n de energÃa elÃ©ctrica depende actualmente, en su mayorÃa,
de la tecnologÃa diÃ©sel. TecnologÃa que ademÃ¡s de presentar altos costos de administraciÃ³n, de operaciÃ³n, de mantenimiento de las
plantas, y de transporte del combustible, impacta negativamente el medio ambiente a causa de las mayores emisiones de Gases de Efecto
Invernadero (GEI) que esta supone. A los altos costos de la tecnologÃa diÃ©sel, se suma la dependencia a los subsidios otorgados por el
Gobierno  nacional  y  a  los  recursos  de  inversiÃ³n  provenientes  del  Fondo  de  Apoyo  Financiero  para  la  EnergizaciÃ³n  de  las  Zonas  No
Interconectadas (FAZNI), para la instalaciÃ³n de infraestructura de generaciÃ³n y distribuciÃ³n de energÃa elÃ©ctrica.”
 
36.  ComisiÃ³n  de  RegulaciÃ³n  de  EnergÃa  y  Gas  (CREG).  Zonas  no  interconectadas.  Disponible  en  lÃnea  (24/07/2017):
http://www.creg.gov.co/index.php/sectores/energia/zni-energia
 
37. Documento CONPES 3453 de 2006.
 
38 .  Banco  In te ramer i cano  de  Desar ro l l o  (2013) .  Acceso  a  l a  energÃa .  D i spon ib le  en  lÃnea  (25 /07 /2017) :
http://www.iadb.org/es/temas/energia/se4allamericas/acceso-a-la-energia,14853.html. El acceso al servicio pÃºblico de energÃa elÃ©ctrica en
Colombia se puede comparar con el 100% de cobertura en Venezuela, el 99% en MÃ©xico y Brasil, 98% en Chile, 97% en Ecuador, 95% en
Argentina, 90% en PerÃº y 83% en Bolivia, entre otros.
 
39. Unidad de PlaneaciÃ³n Minero EnergÃ©tica – UPME. Plan Indicativo de ExpansiÃ³n de Cobertura de EnergÃa ElÃ©ctrica - PIEC 2016-2020
(10/11/2016). En esta misma lÃnea, el Banco Interamericano de Desarrollo seÃ±ala: “Colombia ha logrado avances importantes en cuanto al
acceso a la energÃa, que es el primer objetivo de SE4ALL. Sin embargo, en zonas rurales y no interconectadas el acceso a energÃa moderna es
todavÃa  limitado,  debido  principalmente  a  los  costos  y  condiciones  geogrÃ¡ficas.”  (Colombia:  EvaluaciÃ³n  rÃ¡pida  y  anÃ¡lisis  de  brechas.
Sustainable Energy for All. Disponible en lÃnea (25/07/2017): http://idbdocs.iadb.org/wsdocs/getdocument.aspx?docnum=39190946).
 
40. Unidad de PlaneaciÃ³n Minero EnergÃ©tica – UPME. Plan Indicativo de ExpansiÃ³n de Cobertura de EnergÃa ElÃ©ctrica - PIEC 2016-2020
(10/11/2016).
 
41. Decreto 1623 de 2015. Consideraciones. Esta informaciÃ³n es reiterada por el Banco Interamericano de Desarrollo en el informe “Colombia:
Eva luac iÃ³n  rÃ¡p ida  y  anÃ¡ l i s i s  de  brechas.  Susta inable  Energy  for  A l l . ”  D isponib le  en  lÃnea  (25/07/2017) :
http://idbdocs.iadb.org/wsdocs/getdocument.aspx?docnum=39190946
 
42. Al  respecto, el  artÃculo 2.2.3.2.2.8. del Decreto Ã�nico Reglamentario del Sector Administrativo de Minas y EnergÃa 1073 de 2015,
adicionado por el Decreto 1513 de 2016, establece que el Ministerio de Minas y EnergÃa podrÃ¡ promover, establecer o acordar esquemas
diferenciales de prestaciÃ³n del servicio pÃºblico domiciliario de energÃa elÃ©ctrica, para las zonas en las que se pretenda expandir la cobertura
del servicio tanto en el SIN como en las ZNI.
 
43. La Ley 1715 de 2014, por medio de la cual se regula la integraciÃ³n de las energÃas renovables no convencionales al Sistema EnergÃ©tico
Nacional, tiene por objeto “promover el desarrollo y la utilizaciÃ³n de las fuentes no convencionales de energÃa, principalmente aquellas de
carÃ¡cter renovable, en el sistema energÃ©tico nacional, mediante su integraciÃ³n al mercado elÃ©ctrico, su participaciÃ³n en las zonas no
interconectadas y en otros usos energÃ©ticos como medio necesario para el desarrollo econÃ³mico sostenible, la reducciÃ³n de emisiones de
gases de efecto invernadero y la seguridad del abastecimiento energÃ©tico” (Art. 1).
 
44. Las fuentes no convencionales de energÃa (FNCE) son definidas por el artÃculo 5 de la Ley 1715 de 2014 como “aquellos recursos de energÃ-
a disponibles a nivel mundial que son ambientalmente sostenibles, pero que en el paÃs no son empleados o son utilizados de manera marginal y
no se comercializan ampliamente. Se consideran FNCE la energÃa nuclear o atÃ³mica y las [fuentes no convencionales de energÃa renovable,
FNCER]. Otras fuentes podrÃ¡n ser consideradas como FNCE segÃºn lo determine la UPME.” Por su parte, las fuentes no convencionales de
energÃa renovable son “aquellos recursos de energÃa renovable disponibles a nivel mundial que son ambientalmente sostenibles, pero que en
el paÃs no son empleados o son utilizados de manera marginal y no se comercializan ampliamente. Se consideran FNCER la biomasa, los
pequeÃ±os aprovechamientos hidroelÃ©ctricos, la eÃ³lica, la geotÃ©rmica, la solar y los mares. Otras fuentes podrÃ¡n ser consideradas como
FNCER segÃºn lo determine la UPME” (Ley 1715 de 2014, art. 5).
 
45. Unidad de PlaneaciÃ³n Minero EnergÃ©tica – UPME. Plan Indicativo de ExpansiÃ³n de Cobertura de EnergÃa ElÃ©ctrica - PIEC 2016-2020
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(10/11/2016).
 
46. Con facultad de reforma constitucional, segÃºn lo previsto por el artÃculo 374 Superior.
 
47.  En  la  providencia  C-160  de  2017  la  Corte  Constitucional  seÃ±alÃ³  que  la  entrada  en  vigencia  del  Acto  Legislativo  se  verificÃ³  el  30  de
noviembre  de  2016,  tras  verificar  la  satisfacciÃ³n  de  los  requisitos  referidos  en  la  Sentencia  C-699  de  2016  para  cumplir  con  el  proceso  de
refrendaciÃ³n popular.
 
48. MP. MarÃa Victoria Calle Correa.
 
49. Eje estructurado a partir del contenido normativo de los artÃculos 1, 6, 113 y 121 de la CP., y que informa toda su parte orgÃ¡nica.
 
50. Con fundamento en lo considerado por la Corte en la Sentencia C-1040 de 2005. M.P. Manuel JosÃ© Cepeda Espinosa, entre otros, en la
Sentencia  C-699  de  2016.  MP.  MarÃa  Victoria  Calle  Correa,  se  afirmÃ³  que  esta  habilitaciÃ³n  era  constitucional  en  la  medida  en  que:  “(i)  las
condiciones que rodean la delegaciÃ³n evitan que el legislador se vea privado de su competencia, (ii)  la habilitaciÃ³n remite al ejercicio
transitorio y en un Ã¡mbito delimitado de la funciÃ³n legislativa, y (iii) no se suprimen los controles interorgÃ¡nicos que preservan el equilibrio
entre los poderes pÃºblicos y aseguren la supremacÃa constitucional.”
 
51. Al respecto ver las sentencias C-970 de 2004. M.P. Rodrigo Escobar Gil y C-971 de 2004. M.P. Manuel JosÃ© Cepeda Espinosa.
 
52. En principio la delegaciÃ³n de facultades legislativas extraordinarias no puede efectuarse sobre materias objeto de reserva de ley. Sin
embargo, tal como se ha reiterado posteriormente (v. Gr. en la sentencia C-331 de 2017. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado), cuando la fuente de la
habilitaciÃ³n es un acto legislativo esta prohibiciÃ³n ha cedido, cifrÃ¡ndose la prohibiciÃ³n en asuntos objeto de reserva estricta de ley.
 
53. Este acÃ¡pite se construye alrededor de lo sostenido por la Corte Constitucional, principalmente, en las siguientes providencias: (i) C-160 de
2017. MP. Gloria Stella Ortiz Delgado, en la que se declarÃ³ la inconstitucionalidad del Decreto Ley 2204 de 2016 “por el cual se cambia la
adscripciÃ³n  de  la  Agencia  de  RenovaciÃ³n  del  Territorio”,  por  no  satisfacer  los  requisitos  de  conexidad  necesaria  y  suficiente,  ni  la  estricta
necesidad; y (ii) C-174 de 2017. MP. MarÃa Victoria Calle Correa, que declaro la exequibilidad del Decreto Ley 121 de 2017 “por el cual se
adiciona un capÃtulo transitorio al Decreto 2067 de 1991.”
 
54. Al respecto se sostuvo que: “(…) a diferencia del derecho constitucional de excepciÃ³n, no se trata [en el marco del Acto Legislativo No. 01
de 2016]  de  una  situaciÃ³n  que  ponga en  riesgo  la  existencia  o  estabilidad  del  Estado,  por  el  contrario  es  una  oportunidad  para  su
fortalecimiento por medio del logro de mayores niveles de democratizaciÃ³n.”
 
55. IndicÃ³ la CorporaciÃ³n: “(…) como consecuencia, las medidas constitucionales de justicia transicional que otorgan al ejecutivo una facultad
legislativa temporal y precisa, son objeto de un control polÃtico -que se mantiene a pesar de esta alteraciÃ³n institucional limitada en el tiempo-
y de un control jurÃdico que va mÃ¡s allÃ¡ de un anÃ¡lisis meramente formal.”
 
56. Que corresponde con el elemento objetivo de la Sentencia C-160 de 2017. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado
 
57. Pese a que el artÃculo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016 no previÃ³, como sÃ lo hizo el artÃculo 1Âº ibÃdem para el caso de las leyes
proferidas en ejercicio de la habilitaciÃ³n por la vÃa rÃ¡pida, que el control jurisdiccional serÃa Ãºnico; en la Sentencia C-699 de 2016 se
concluyÃ³ que tambiÃ©n lo era. Lo anterior, en aplicaciÃ³n del principio de interpretaciÃ³n sistemÃ¡tica, afirmando que por regla general en el
marco  constitucional  el  control  integral  configura  el  fenÃ³meno  de  la  cosa  juzgada  constitucional  absoluta.  No  obstante,  agregÃ³  que:  “8.  Lo
anterior no obsta para que un decreto ley especial sujeto a control automÃ¡tico, luego sea objeto de ulterior revisiÃ³n por vicios sobrevinientes,
como por  ejemplo  los  que  resulten  de  una  reforma constitucional,  o  de  una  modificaciÃ³n  del  decreto  ley.[9]  Tampoco  se  opone  a  que,  en  el
control de estos decretos, se presenten subsiguientes demandas por problemas objetivos y trascendentales cubiertos con cosa juzgada aparente
(…).”
 
58. M.P. Alberto Rojas RÃos.
 
59. M.P. MarÃa Victoria Calle Correa.
 
60. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.
 
61. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.
 
62. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.
 
63. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, providencia en la que estudiÃ³ la exequibilidad del Decreto Ley 298 de 23 de febrero de 2017 “por la cual se
exceptÃºa a la Unidad Nacional de ProtecciÃ³n de las restricciones previstas en el artÃculo 92 de la Ley 617 de 2000”. En esta decisiÃ³n se
declarÃ³ la inconstitucionalidad de la normativa analizada, principalmente, por ser materia de ley orgÃ¡nica.
 
64. Se argumentÃ³ en esta providencia que, tal como se afirmÃ³ en la sentencia C-174 de 2017, el artÃculo 59 de la Ley 4 de 1913 no preveÃa
una regla aplicable a este caso dado que era pre e infra constitucional. En este caso, indicÃ³, atendiendo a un criterio de interpretaciÃ³n lÃ³gico y
razonable dentro del marco constitucional, que debÃan ser calendario, dado que “la expediciÃ³n de los decretos ley por parte del Presidente de
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la RepÃºblica, no depende del funcionamiento ordinario de otra entidad pÃºblica y, por consiguiente, el ejercicio de estas facultades legislativas
puede ocurrir tanto en dÃas hÃ¡biles, como no laborales y, en ese caso, ningÃºn vicio de validez del decreto ley podrÃa predicarse por este solo
hecho.”.
 
65.  En  las  sentencias  C-160  y  C-253  de  2017  no  se  habÃa  precisado  que  el  vÃnculo  cierto  y  verificable  partiera  de  una  demostraciÃ³n
genÃ©rica.
 
66. Se retoma de manera relevante lo sostenido en la sentencia C-174 de 2017. M.P. MarÃa Victoria Calle Correa.
 
67. “Art. 115.- El Presidente de la RepÃºblica es Jefe de Estado, Jefe del Gobierno y suprema autoridad administrativa. // El Gobierno Nacional
estÃ¡ formado por el Presidente de la RepÃºblica, los ministros del despacho y los directores de departamentos administrativos// El Presidente y
el ministro o director de departamento correspondientes, en cada negocio particular, constituyen el gobierno (…).”
 
68. “Art. 169.- El tÃtulo de las leyes deberÃ¡ corresponder precisamente a su contenido, (…).”
 
69. Aunque en providencias tales como la C-331 de 2017. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, no se incluyÃ³ en la sÃntesis conceptual la
consideraciÃ³n del tÃtulo y las consideraciones como aspectos de forma a ser valorados, en el caso concreto sÃ se tuvieron en cuenta como
referente de anÃ¡lisis.  En cuanto a la invocaciÃ³n de las facultades,  su inclusiÃ³n como requisito de forma tampoco se efectuÃ³ en las
providencias C-160, C-253 y C-331 de 2017, sin embargo, al adelantarse el estudio del caso concreto sÃ se hizo referencia a este aspecto tanto
en la C-160 como en la C-331 citadas.
 
70. Denominados por las sentencias C-160, C-253 y C-331 de 2017 como asuntos de Ãndole sustantiva - lÃmites materiales.
 
71. Este requisito ha sido considerado por varias decisiones como parte de los aspectos formales. Al respecto ver las sentencias C-160, 253 y
311 de 2017. Sin embargo, en la medida en que es un criterio que define en el tiempo la posibilidad de ejercer la funciÃ³n extraordinariamente
concedida para legislar, se considera oportuno incluirla como un elemento de la competencia.
 
72. Siguiendo para el efecto la regla afirmada en la providencia C-331 de 2017. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.
 
73. La fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2016 fue objeto de consideraciÃ³n por la Corte Constitucional en la decisiÃ³n
C-160 de 2017. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.
 
74. SegÃºn la Sentencia C-331 de 2017. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.
 
75. En la providencia C-030 de 2008. M.P. Rodrigo Escobar Gil, reiterada entre otras por la C-175 de 2009. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, se
sostuvo que: “TratÃ¡ndose de medidas legislativas, la situaciÃ³n puede tornarse compleja, porque como se seÃ±alÃ³ en precedencia, el ejercicio
del control abstracto de constitucionalidad frente a la omisiÃ³n de consulta previa a la adopciÃ³n de una medida legislativa, comporta la
verificaciÃ³n en torno a un procedimiento, cuya ausencia, sin embargo, se proyecta sobre la materialidad misma de la ley.” En la providencia
C-490 de 2011 se afirmÃ³ que la omisiÃ³n del deber de consulta genera un vicio, de naturaleza sustantiva, que afecta el trÃ¡mite legislativo.
 
76. En la providencia C-030 de 2008. M.P. Rodrigo Escobar Gil, la Corte Constitucional declarÃ³ la inexequibilidad de la Ley 1021 de 2006, “por la
cual  se  expide  la  ley  general  forestal”,  por  considerar  que  se  omitiÃ³  el  deber  de  consulta  previa  a  las  comunidades  indÃgenas  y
afrocolombianas,  frente a  una medida con contenido general  pero que,  sin  embargo,  las  afectaba directa y  especÃficamente.  En la  decisiÃ³n
C-175 de 2009 se declarÃ³ la inconstitucionalidad de la Ley 1152 de 2007, Estatuto de Desarrollo Rural, por incumplimiento del deber de
consulta. Antes de esta decisiÃ³n, en la Sentencia C-169 de 2001. M.P. Carlos Gaviria DÃaz, que estudiÃ³ la constitucionalidad del proyecto de
ley  estatutaria  que  regulaba  la  participaciÃ³n  en  la  CÃ¡mara  de  Representantes  de  comunidades  negras  e  indÃgenas,  se  afirmÃ³  que  (i)  sin
desconocer la protecciÃ³n prevista en los artÃculos 6, numeral 1 literal b), y 7 del Convenio 169 de la OIT; pero, atendiendo (ii) al margen de
configuraciÃ³n previsto en el artÃculo 34 ibÃdem; y (iii) al desarrollo constitucional,  artÃculo 330 de la CP que concede efecto obligatorio a la
consulta solo en aquellos casos en los que se regula sobre la afectaciÃ³n de recursos naturales, y legal, conforme a la Ley 70 de 1993 que
consagra tres hipÃ³tesis de consulta a comunidades negras, concluyÃ³ que (iv) no existe disposiciÃ³n en virtud de la cual se pueda afirmar que
frente a medidas legislativas de participaciÃ³n como la que se discute se requiera tal condiciÃ³n; por lo tanto, (vi) negÃ³ el cargo por presunta
omisiÃ³n del deber de consulta previa. No obstante adujo que: “… EstÃ¡ por fuera de toda discusiÃ³n que la realizaciÃ³n de una consulta se esta
Ãndole serÃa conveniente y deseable, y que, en el evento de realizarse, contarÃa con un sÃ³lido respaldo en el ordenamiento superior. (…).”
 
77. El artÃculo 3 Superior prevÃ© que la soberanÃa reside exclusivamente en el pueblo, quien la puede ejercer directamente o mediante sus
representantes.  El  enfoque  expansivo  del  principio  democrÃ¡tico  frente  a  la  configuraciÃ³n  constitucional  anterior  se  evidencia  en  la
consagraciÃ³n de los diferentes mecanismos de participaciÃ³n en el artÃculo 103 ibÃdem. Por su parte, el derecho de participaciÃ³n se configura
en el artÃculo 40.
 
78. ArtÃculos 7 y 330 de la CP.
 
79. “Sobre pueblos indÃgenas y tribales en paÃses independientes.” Convenio aprobado mediante la Ley 21 de 1991, cuyos ejes son la
autonomÃa de los pueblos, el respeto por la diferencia cultural y la defensa de los territorios.
 
80. Tal como se reconociÃ³, entre otros pronunciamientos, en las sentencias C-030 de 2008. M.P. Rodrigo Escobar Gil; C-175 de 2009. M.P. Luis
Ernesto Vargas Silva y C-490 de 2011. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. Una justificaciÃ³n amplia de la pertenencia del convenio 169 al bloque, y
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sus tÃ©rminos, puede consultarse en la sentencia SU-383 de 2003. M.P. Ã�lvaro TafÃºr Galvis.
 
81. Reiterada y consolidada jurisprudencia ha afirmado la fundamentalidad de este derecho. Al respecto ver, entre otras, las sentencias SU-039
de 1997. M.P. Antonio Barrera Carbonell; C-030 de 2008 M.P. Rodrigo Escobar Gil; C-175 de 2009 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; C-490 de 2011.
M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; C-389 de 2016. M.P. MarÃa Victoria Calle Correa; C-077 de 2017. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.
 
82. Sentencia C-175 de 2009. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.
 
83. Reglas consideradas por la Corte Constitucional en la sentencia C-389 de 2016. M.P. MarÃa Victoria Calle Correa.
 
84. Como sucediÃ³ en el  asunto resuelto a travÃ©s de la sentencia C-702 de 2010. M.P. Jorge Ignacio Pretelt  Chaljub, en el  que hubo
pronunciamiento de inexequibilidad sobre el inciso 8Âº del artÃculo 2 del Acto Legislativo 01 de 2009.
 
85. C-490 de 2011. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.
 
86. C-175 de 2009. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.
 
87. La Agencia advierte que los parÃ¡metros empleados por la Corte Constitucional para controlar los decretos legislativos, en el contexto de los
estados de excepciÃ³n, resultan abiertamente improcedentes para ser aplicados en sede de revisiÃ³n de los decretos con fuerza de ley
expedidos en uso de facultades provenientes de normas constitucionales o legales que han otorgado facultades legales excepcionales al
Ejecutivo. Por lo tanto, en su concepto el parÃ¡metro de control de constitucionalidad estÃ¡ contenido, esencialmente, en el Acto Legislativo 01
de 2016 y en la sentencia C-699 de 2016. M.P. MarÃa Victoria Calle Correa.
 
88. Sentencia C-160 de 2017. M.P. Antonio JosÃ© Lizarazo.
 
89. ODS 7: “garantizar el accesos a una energÃa asequible, segura, sostenible y moderna”.
 
90. omitÃ© del Pacto Internacional de Derechos EconÃ³micos Sociales y Culturales. ObservaciÃ³n General No. 4.
 
91. ComisiÃ³n EconÃ³mica para AmÃ©rica Latina y el Caribe (CEPAL).
 
92. Ver sentencias T-752 de 2011. M.P. Jorge IvÃ¡n Palacio y C-671 de 2015. M.P. Alberto Rojas RÃ¬os.
 
93.  Acuerdo  Final  para  la  TerminaciÃ³n  del  Conflicto  y  la  ConstrucciÃ³n  de  una  Paz  Estable  y  Duradera,  6.2.  CapÃtulo  Ã�tnico,  6.2.3.
Salvaguardias y garantÃas, Literal b. En materia de participaciÃ³n. “Se garantizarÃ¡ la participaciÃ³n plena y efectiva de los representantes de
las autoridades Ã©tnicas y sus organizaciones representativas en las diferentes instancias que se creen en el marco de la implementaciÃ³n del
Acuerdo Final, en particular las consagradas en el Punto 2 y las instancias de planeaciÃ³n participativa”.
 
94. En ese sentido, solicitan, ademÃ¡s de declarar la inexequibilidad del Decreto bajo alusiÃ³n, que la Corte ordene al Ministerio del interior,
entre otras: (i) “suspender toda acciÃ³n, actividad o iniciativa” que amenace o vulnere el derecho a la consulta previa de las colectividades afro,
raizales o palenqueras, en virtud del trÃ¡mite de las iniciativas legislativas con las que se busque desarrollar los contenidos del Acuerdo de Paz
suscrito entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP; (ii) que se convoque al pleno del ENCP con el fin de que se surtan todas las etapas de consulta
previa respecto del Decreto Ley 884 de 2017; y (iii) reconocer el ENCP como Ãºnica instancia de participaciÃ³n con el cual deben consultarse
todas las iniciativas legislativas o administrativas susceptibles de afectar a las comunidades antes referidas.
 
95. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.
 
96. M.P. MarÃa Victoria Calle Correa.
 
97. La intervenciÃ³n del Ministerio PÃºblico consta en el concepto de 4 de julio de 2017, visible a folios 233 a 256.
 
98. El Ministerio PÃºblico advierte que, conforme a lo sostenido por la Corte Constitucional en la sentencia C-160 de 2017. M.P. Gloria Stella Ortiz
Delgado, el Acuerdo Final concluyÃ³ su etapa de aprobaciÃ³n en virtud de las proposiciones aprobatorias en las CÃ¡maras del Congreso de la
RepÃºblica de los dÃas 29 y 30 de noviembre de 2016, por lo tanto, agrega, siguiendo lo dispuesto en el artÃculo 59 de la Ley 4 de 1913, el
tÃ©rmino estÃ¡ comprendido entre el 1 de diciembre de 2016 y el 29 de mayo de 2017.
 
99. Al respecto la ProcuradurÃa General de la NaciÃ³n cita amplios fragmentos del Acuerdo Final, pertenecientes al punto No. 1 “Hacia un Nuevo
Campo Colombiano: Reforma Rural Integral”: 1.3. Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral y 1.3.1. Infraestructura y adecuaciÃ³n de
tierras.
 
100. Limitaciones que tambiÃ©n fueron objeto de pronunciamiento por la Corte Constitucional en la sentencia C-699 de 2016. M.P. MarÃa
Victoria Calle Correa.
 
101. El criterio de estricta necesidad se fundamenta en lo expuesto por el Gobierno Nacional en la parte motiva del Decreto Ley 884 de 2017, y
en la intervenciÃ³n que efectuÃ³ la SecretarÃa JurÃdica de la Presidencia en este asunto, con ocasiÃ³n del decreto de pruebas efectuado por el
Despacho Sustanciador.
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103. M.P. Antonio Barrera Carbonell.
 
104. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.
 
105. La OrganizaciÃ³n Nacional IndÃgena - ONIC y las Autoridades Tradicionales IndÃgenas de Colombia.
 
106. Los delegados de las Comunidades Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras ante el Espacio Nacional de Consulta Previa.
 
107.  Por  el  cual  se  adoptan  medidas  y  disposiciones  para  los  proyectos  de  infraestructura  de  transporte  y  se  conceden  facultades
extraordinarias.
 
108. Solicita que la Corte exhorte al Gobierno Nacional para que en la reglamentaciÃ³n del PNER tenga en cuenta el componente ambiental en
su formulaciÃ³n e implementaciÃ³n, bajo el entendido que la ConstituciÃ³n de 1991 impone al Estado no solo el deber de conservar y proteger
los recursos naturales, sino tambiÃ©n prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la
reparaciÃ³n de los daÃ±os causados.
 
109. Sentencia T-881 de 2002. M.P. Eduardo Montealegre Lynett.
 
110. Al respecto, la Agencia Nacional de Defensa JurÃdica del Estado destacÃ³: “el Acuerdo Final de Paz puede y debe convertirse en un motor
para  dignificar  la  vida  en  las  zonas  rurales  del  paÃs  que,  tradicionalmente,  habÃan  quedado  menos  protegidas  en  tÃ©rminos  de  derechos
constitucionales fundamentales. Y, sin duda, la energÃa elÃ©ctrica es uno de esos bienes y servicios que desarrollan en la prÃ¡ctica un hÃ¡bitat
digno, y que son por demÃ¡s signo de la presencia del Estado Social de Derecho en todas las comunidades el paÃs.”
 
111. En su intervenciÃ³n, la organizaciÃ³n relata cuÃ¡l ha sido la situaciÃ³n de los pueblos indÃgenas y de sus territorios en relaciÃ³n con la
electrificaciÃ³n rural. Explica que, a pesar de haber sido intervenidos por prÃ¡cticas occidentales, los territorios indÃgenas, en su mayorÃa, no
cuentan con la prestaciÃ³n de servicios de energÃa, lo cual interfiere con el ejercicio de otros derechos como la salud y la educaciÃ³n. La ONIC
sostiene que esta situaciÃ³n no fue tenida en consideraciÃ³n por el Gobierno Nacional al momento de expedir el Decreto Ley 884 de 2017.
 
112. Destacan que un enfoque participativo de las mujeres en la formulaciÃ³n e implementaciÃ³n de las polÃticas energÃ©ticas permitirÃ¡:
establecer los espacios territoriales a priorizar conforme a sus necesidades, poniendo de presente que puedan hacerse acciones iniciales en los
lugares con mayor presencia de mujeres campesinas cabeza de familia y con mayores necesidades bÃ¡sicas insatisfechas; determinar la
eficiencia y efectividad de las actividades que se realizan y la calidad de vida de sus usuarias y usuarios; establecer las indistintas maneras de
uso de la  electricidad que responden tambiÃ©n a otras  necesidades particulares  en materia  de seguridad,  de eficiencia  y  efectividad de sus
actividades y del mejoramiento de su calidad de vida; y ser un factor de ayuda al empoderamiento de las mujeres, al dar mÃ¡s garantÃas para
su productividad e independencia econÃ³mica, entre otros.
 
113. Precisa que segÃºn cifras de la Unidad de PlaneaciÃ³n Minero EnergÃ©tica (UPME), a 2016 aproximadamente 425.000 viviendas no tienen
acceso a la electricidad, lo cual abarca el 52% del territorio nacional, 90 municipios, 20 territorios especiales, 1448 localidades, 39 cabeceras
municipales y 5 capitales departamentales-.
 
114. ArtÃculo 13 CP.
 
115. ArtÃculos 1 y 79 CP.
 
116. Decreto 257 de 2004. ArtÃculo 1.
 
117. Decreto 257 de 2004. ArtÃculo 2. En concordancia con Decreto Ã�nico Reglamentario 1073 de 2015, Libro 1, Parte 2, TÃtulo 1, artÃculo
1.2.1.1.5.
 
118. Ley 143 de 1994.
 
119. Decreto 1258 de 2013. ArtÃculo 1.
 
120. Decreto 1258 de 2013. ArtÃculo 3. En concordancia con Decreto Ã�nico Reglamentario 1073 de 2015, Libro 1, Parte 2, TÃtulo 1, artÃculo
1.2.1.1.7.
 
121. ConstituciÃ³n PolÃtica. ArtÃculo 366. “El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la poblaciÃ³n son finalidades sociales
del Estado. (…)”.
 
122. Acuerdo Final. Punto 6.2.
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123.  Acuerdo  Final.  Considerando  del  PreÃ¡mbulo:  “Subrayando  que  el  nuevo  Acuerdo  Final  presta  especial  atenciÃ³n  a  los  derechos
fundamentales de las mujeres, de los grupos sociales vulnerables como son los pueblos indÃgenas, las niÃ±as, niÃ±os y adolescentes, las
comunidades afrodescendientes y otros grupos Ã©tnicamente diferenciados; de los derechos fundamentales de los campesinos y campesinas y
de  los  derechos  esenciales  de  las  personas  en  condiciÃ³n  de  discapacidad  y  de  los  desplazados  por  razones  del  conflicto;  de  los  derechos
fundamentales de las personas adultas mayores y de la poblaciÃ³n LGBTI (…).”
 
124. Decreto Ã�nico Reglamentario 1073 de 2015, TÃtulo III, CapÃtulo 3, SecciÃ³n 1, artÃculo 2.2.3.3.1.1; Decreto 1122 de 2008, art. 1. En
concordancia, con el artÃculo 190 de la Ley 1753 de 2015.
 
125. Decreto Ã�nico Reglamentario 1073 de 2015, TÃtulo III, CapÃtulo 3, SecciÃ³n 1, artÃculo 2.2.3.3.1.1; Decreto 1122 de 2008, Art. 4; Ley
1376 de 2008, Art. 2.
 
126. Decreto Ã�nico Reglamentario 1073 de 2015, TÃtulo III, CapÃtulo 3, SecciÃ³n 2, artÃculo 2.2.3.3.2.1; Decreto 1124 de 2008, Art.1.
 
127. Decreto Ã�nico Reglamentario 1073 de 2015, TÃtulo III, CapÃtulo 3, SecciÃ³n 2, artÃculo 2.2.3.3.2.4; Decreto 1124 de 2008, Art. 4.
 
128. En la sentencia C-1179 de 2001. M.P. Jaime CÃ³rdoba TriviÃ±o, la Corte analizÃ³ el artÃculo 81 de la Ley 633 de 2000 sobre el recaudo de
los recursos del FAZNI, y concluyÃ³ que la contribuciÃ³n al FAZNI era una contribuciÃ³n parafiscal. En dicha oportunidad, la Corte seÃ±alÃ³ “la
contribuciÃ³n parafiscal implementada por la norma demandada, con cargo a los generadores de energÃa, al destinarse a la energizaciÃ³n de
zonas no interconectadas, redunda en beneficio del propio sector en tanto se orienta a la ampliaciÃ³n de su cobertura. Con ello es evidente que
le genera posibilidades de desarrollo pues lo proyecta a Ã¡mbitos geogrÃ¡ficos y sociales excluidos de su actual cobertura”.
 
129. Ley 1099 de 2006, artÃculo 1. La vigencia de este artÃculo fue prorrogada hasta el 31 de diciembre de 2021 por el artÃculo 40 de la Ley
1715 de 2014.
 
130. Decreto Ã�nico Reglamentario 1073 de 2015, TÃtulo III, CapÃtulo 3, SecciÃ³n 3, artÃculo 2.2.3.3.3.1.1; Decreto 1123 de 2008, artÃculo 1.
 
131. Decreto Ã�nico Reglamentario 1073 de 2015, TÃtulo III, CapÃtulo 3, SecciÃ³n 3, artÃculos 2.2.3.3.3.1.1 y 2.2.3.3.3.1.2; Decreto 1123 de
2008, artÃculos 1 y 2.
 
132. Decreto Ã�nico Reglamentario 1073 de 2015, TÃtulo III, CapÃtulo 3, SecciÃ³n 1, artÃculo 2.2.3.3.1.4; Decreto 1122 de 2008, Art. 5.
 
133. Decreto Ã�nico Reglamentario 1073 de 2015, TÃtulo III, CapÃtulo 3, SecciÃ³n 2, artÃculo 2.2.3.3.2.2.1.1; Decreto 1124 de 2008, artÃculo 5.
 
134. Decreto Ã�nico Reglamentario 1073 de 2015, TÃtulo III, CapÃtulo 3, SecciÃ³n 3, artÃculo 2.2.3.3.3.3.2.1; Decreto 1123 de 2008, artÃculo 3.
 
135. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.
 
136. Decreto Ley 691 de 2017.
 
137.  Por  ejemplo,  el  Fondo-Cuenta de Impuestos al  Consumo de Productos Extranjeros,  se creÃ³  como una cuenta especial  dentro del
presupuesto de la AsociaciÃ³n Conferencia Nacional de Gobernadores, en el cual se depositarÃ¡n los recaudos por concepto de los impuestos al
consumo de productos extranjeros. La sentencia C-414 de 2012 M.P. Mauricio GonzÃ¡lez Cuervo estudiÃ³ una demanda de inconstitucionalidad
en contra del artÃculo 224 de la Ley 223 de 1995 que creaba el mencionado fondo-cuenta. En dicha oportunidad, el actor sostuvo que entre
otras cosas, la disposiciÃ³n acusada vulneraba el principio de legalidad, libertad de asociaciÃ³n y autonomÃa territorial, toda vez que desviaba
recursos pÃºblicos, favorece a una persona jurÃdica de derecho privado y limita la administraciÃ³n de estos recursos por parte de la AsociaciÃ³n.
La Corte encontrÃ³ que los recursos que hacÃan parte del fondo-cuenta, provenÃan de una fuente exÃ³gena, de modo que no le pertenecÃan a
los Departamentos y al Distrito Capital. Para llegar a esta conclusiÃ³n, esta CorporaciÃ³n hizo un anÃ¡lisis de los criterios orgÃ¡nico, formal y
material de los recursos y descubriÃ³ que en efecto los recursos del fondo provenÃan de fuentes externas.
 
138. Sentencia C-075 de 2006, M.P. Rodrigo Escobar Gil.
 
139. El artÃculo 21 dispone que la entidad pÃºblica que adquiera inmuebles por motivos de utilidad pÃºblica e interÃ©s social gozarÃ¡ del
saneamiento automÃ¡tico de cualquier vicio relativo a su titulaciÃ³n y tradiciÃ³n, incluyendo aquellos que surjan con posterioridad al proceso de
adquisiciÃ³n. Lo anterior, sin perjuicio de las acciones indemnizatorias que puedan dirigirse contra los titulares inscritos en el respectivo folio de
matrÃcula inmobiliaria.
 
140. El artÃculo 22 de la Ley 1682 de 2013 prevÃ© la posibilidad de que la entidad pÃºblica descuente, con cargo al valor del negocio, la suma
total o proporcional que se adeuda por concepto de gravÃ¡menes, limitaciones, afectaciones y medidas cautelares y pague directamente dicho
valor al acreedor o mediante depÃ³sito judicial a Ã³rdenes del despacho respectivo, en caso de cursar procesos ejecutivos u ordinarios en los
que se haya ordenado el respectivo gravamen. Esto, siempre y cuando exista un acuerdo de negociaciÃ³n entre la entidad pÃºblica y el titular
inscrito en el folio de matrÃcula inmobiliaria y el descuento se realice de manera previa al registro de la escritura pÃºblica.
 
141. El artÃculo 23 de la Ley 1682 de 2013 establece que el avalÃºo comercial para la adquisiciÃ³n o expropiaciÃ³n de los inmuebles requeridos
para proyectos de infraestructura de transporte deberÃ¡ ser realizado por el Instituto GeogrÃ¡fico AgustÃn Codazzi (IGAC) o la autoridad catastral
correspondiente o las personas naturales o jurÃdicas de carÃ¡cter privado registradas y autorizadas por las Lonjas de Propiedad RaÃz. Dispone



Departamento Administrativo de la Función Pública

Sentencia 565 de 2017 Corte
Constitucional

41 EVA - Gestor Normativo

que, de ser procedente, este avalÃºo comercial incluirÃ¡ el valor de las indemnizaciones o compensaciones que sean necesarias por afectar el
patrimonio de los particulares.
 
142. El artÃculo 24 de esta Ley determina las condiciones en las que la entidad puede solicitar la revisiÃ³n e impugnaciÃ³n del avalÃºo comercial
de los bienes que serÃan adquiridos o expropiados en los proyectos de infraestructura de transporte. En este sentido, dispone que la revisiÃ³n

[1]

 y
la impugnaciÃ³n

[1]

 del avalÃºo comercial deberÃ¡n ser pedidas dentro de los 5 dÃas siguientes a la fecha de entrega del avalÃºo y que la
impugnaciÃ³n podrÃ¡ proponerse directamente o en subsidio de la revisiÃ³n. Adicionalmente, establece que el avalÃºo comercial tendrÃ¡ una
vigencia de 1 aÃ±o, contado desde la fecha de su comunicaciÃ³n o desde aquella en que fue decidida y notificada la revisiÃ³n y/o impugnaciÃ³n.
 
143. El artÃculo 25 de la Ley 1682 de 2013 seÃ±ala los requisitos que deberÃ¡n cumplir la oferta de compra de los inmuebles y su notificaciÃ³n.
La oferta debe ser remitida por el representante legal de la entidad pÃºblica o por su delegado al titular de los derechos reales del inmueble que
se encuentre registrado en el folio de matrÃcula o al poseedor regular del mismo. En el oficio de notificaciÃ³n se deberÃ¡ indicar, como mÃnimo,
(i) la necesidad de adquirir el inmueble por motivo de utilidad pÃºblica; (ii) el alcance de la adquisiciÃ³n, de acuerdo con los estudios de
viabilidad tÃ©cnica; (iii) la identificaciÃ³n precisa del inmueble; (iv) el valor como precio de adquisiciÃ³n; y (v) la informaciÃ³n completa sobre los
posibles  procesos que se pueden presentar  como la  enajenaciÃ³n voluntaria,  la  expropiaciÃ³n administrativa y  la  expropiaciÃ³n judicial.
Igualmente se deberÃ¡n explicar los plazos y la metodologÃa para cuantificar el valor que se le cancelarÃ¡ al propietario o poseedor.
 
El artÃculo 25 tambiÃ©n hace referencia a la etapa de negociaciÃ³n directa, a la aceptaciÃ³n de la oferta, a la renuncia a la negociaciÃ³n y al
proceso de expropiaciÃ³n en caso de que no se haya llegado a un acuerdo para la enajenaciÃ³n voluntaria. Al respecto, dispone que una vez
notificada la oferta, iniciarÃ¡ la etapa de negociaciÃ³n directa, en la cual el propietario o poseedor tendrÃ¡ un tÃ©rmino de 15 dÃas hÃ¡biles para
manifestar su voluntad en relaciÃ³n con la misma, bien sea aceptÃ¡ndola, o rechazÃ¡ndola. Indica que si la oferta es aceptada, el poseedor o
propietario y la entidad deberÃ¡n suscribir escritura pÃºblica de compraventa o promesa de compraventa dentro de los 10 dÃas hÃ¡biles
siguientes a la aceptaciÃ³n e inscribir la escritura en la oficina de registro de instrumentos pÃºblicos. Igualmente, establece que se entenderÃ¡
que el propietario o poseedor renuncian a la negociaciÃ³n cuando guardan silencio sobre la oferta de negociaciÃ³n directa, no se logra un
acuerdo dentro del plazo para aceptar o rechazar la oferta, o el propietario o poseedor no suscriban la escritura o promesa de compraventa en
los plazos fijados en la ley por causas imputables a ellos mismos. De acuerdo con este artÃculo, ademÃ¡s, serÃ¡ obligatorio iniciar el proceso de
expropiaciÃ³n si transcurridos 30 dÃas hÃ¡biles desde la comunicaciÃ³n de la oferta de compra, no se ha llegado a un acuerdo formal para la
enajenaciÃ³n  voluntaria.  Finalmente,  seÃ±ala  que  una  vez  sea  notificada  la  oferta  de  compra  de  los  inmuebles  sobre  los  que  recaiga  la
declaratoria de utilidad pÃºblica o de interÃ©s social, e inscrita dicha oferta en el respectivo Certificado de Libertad y TradiciÃ³n, los mismos no
podrÃ¡n ser objeto de ninguna limitaciÃ³n al dominio.
 
144. El artÃculo 26 de la Ley 1682 de 2013 dispone que en caso de que en el proceso de adquisiciÃ³n o expropiaciÃ³n sea necesario actualizar la
cabida y/o los linderos del inmueble, la entidad deberÃ¡ solicitar dicho trÃ¡mite ante el IGAC o la autoridad catastral correspondiente. En estos
casos, el IGAC o la autoridad catastral compararÃ¡n la informaciÃ³n contenida en los tÃtulos registrados con aquella de sus bases de datos y
practicarÃ¡n  una  inspecciÃ³n  tÃ©cnica  para  determinar  su  coincidencia.  Si  la  informaciÃ³n  coincide,  expedirÃ¡  la  certificaciÃ³n  de  cabida  y/o
linderos.
 
De acuerdo con este artÃculo, si la informaciÃ³n de catastro no coincide con la de los tÃtulos registrados, el IGAC o la autoridad catastral
correspondiente convocarÃ¡n a los titulares de derechos de dominio y demÃ¡s interesados para buscar un acuerdo sobre cabida y/o linderos. Si
se llega a un acuerdo, se expedirÃ¡ la certificaciÃ³n de cabida y/o lindero; en caso contrario, se agotarÃ¡n las instancias judiciales a que haya
lugar por parte de los titulares de derecho de dominio. El  artÃculo 26, ademÃ¡s, establece que el tÃ©rmino para tramitar y expedir la
certificaciÃ³n de cabida y/o linderos es de dos meses improrrogables contados a partir de la recepciÃ³n de la solicitud, cuando la informaciÃ³n de
los tÃtulos registrados coincida plenamente con la de catastro. Si no coincide y es necesario convocar a los titulares de dominio y demÃ¡s
interesados, el tÃ©rmino para agotar el trÃ¡mite serÃ¡ de cuatro meses, que se contabilizarÃ¡n desde la recepciÃ³n de la solicitud.
 
145. ArtÃculo 56: “Declaratoria de utilidad pÃºblica e interÃ©s social para la prestaciÃ³n de servicios pÃºblicos. DeclÃ¡rase de utilidad pÃºblica e
interÃ©s social la ejecuciÃ³n de obras para prestar los servicios pÃºblicos y la adquisiciÃ³n de espacios suficientes para garantizar la protecciÃ³n
de las instalaciones respectivas. Con ambos propÃ³sitos podrÃ¡n expropiarse bienes inmuebles.” Igualmente, son concordantes los artÃculos 57,
116 y 117 de la Ley 142 de 1994.
 
146. Al  respecto, pueden consultarse los artÃculos: 2.2.3.7.3.1, 2.2.3.7.3.2.,  2.2.3.7.3.3.,  2.2.3.7.3.4. 2.2.3.7.3.5.,  2.2.3.7.5.1.,  2.2.3.7.5.2.,
2.2.3.7.5.3. y 2.2.3.7.5.1.
 
147. Ley 1682 de 2013. ArtÃculo 12: “Saneamiento automÃ¡tico. Es un efecto legal que opera por ministerio de la ley exclusivamente a favor del
Estado, cuando este adelanta procesos de adquisiciÃ³n de bienes inmuebles, por los motivos de utilidad pÃºblica consagrados en la ley para
proyectos de infraestructura de transporte. En virtud de tal efecto legal, el Estado adquiere el pleno dominio de la propiedad del inmueble
quedando resueltas a su favor todas las disputas o litigios relativos a la propiedad.// Lo anterior, sin perjuicio de los conflictos que puedan existir
entre terceros sobre el inmueble, los cuales se resolverÃ¡n a travÃ©s de las diferentes formas de resoluciÃ³n de conflictos, sin que puedan ser
oponibles al Estado.”
 
148. En contraste con lo establecido en el artÃculo 10 de la Ley 56 de 1981: “Para determinar los valores que se han de pagar a los propietarios
de los predios y de las mejoras, que se requieran para el desarrollo de los proyectos, se procederÃ¡ en la siguiente forma: 1. Para cada proyecto
se integrarÃ¡ una comisiÃ³n asÃ: Un representante de la empresa propietaria del proyecto, un representante designado por los propietarios de
los predios afectados por el mismo, cuya remuneraciÃ³n serÃ¡ sufragada por el ministerio del ramo, y un representante del Instituto GeogrÃ¡fico
"AgustÃn Codazzi". Los tres representantes deberÃ¡n tener experiencia comprobada en avalÃºos de bienes inmuebles y ser profesionales
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titulados. 2. La comisiÃ³n tendrÃ¡ las siguientes funciones: Elaborar un manual con los valores unitarios que sirvan de base para liquidar los
inventarios  de  los  bienes  que  habrÃ¡n  de  afectarse  con  la  obra;  determinar  el  avalÃºo  comercial  de  los  predios,  dirimir  los  conflictos  que  se
presenten en la determinaciÃ³n de inventarios y las Ã¡reas.”
 
149.  De manera clara y reiterada, la Corte ha reconocido que en el  ejercicio de su potestad de configuraciÃ³n normativa,  el  legislador puede
establecer las formas de cada juicio y fijar las reglas y condiciones para acceder a la justicia. En este sentido, ha seÃ±alado que “el legislador
puede  fijar  nuevos  procedimientos,  determinar  la  naturaleza  de  actuaciones  judiciales,  eliminar  etapas  procesales,  requerir  la  intervenciÃ³n
estatal o particular en el curso de las actuaciones judiciales, imponer cargas procesales establecer plazos para el ejercicio del derecho de acceso
a la administraciÃ³n de justicia. De tal manera que, por regla general, la determinaciÃ³n de los sujetos procesales y de los momentos en que
ellos pueden intervenir en los procesos judiciales hace parte de la libertad de configuraciÃ³n normativa del legislador que debe responder a las
necesidades de la polÃtica legislativa, para lo cual evalÃºa la conveniencia y oportunidad de los mecanismos o instrumentos procesales para
hacer efectivos los derechos, libertades ciudadanas y las garantÃas pÃºblicas respecto de ellos.” Sentencia C-127 de 2011, MP MarÃa Victoria
Calle  Correa.  Sobre  la  libertad  de  configuraciÃ³n  legislativa  en  materia  procesal,  se  pueden  consultar,  entre  otras,  las  siguientes  sentencias:
C-314 de 2002. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra; C-573 de 2003. M.P. Jaime CÃ³rdoba TriviÃ±o; C- 886 de 2004. M.P Manuel JosÃ© Cepeda
Espinosa; C-227 de 2009. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; C-127 de 2011. M.P MarÃa Victoria Calle Correa; C-630 de 2011. M.P. MarÃa Victoria
Calle Correa; C-750 de 2015. M.P. Alberto Rojas RÃos; C-179 de 2016. M.P. Luis Guillermo Guerrero PÃ©rez.
 
150. Este artÃculo dispone: “ARTÃ�CULO 22. LIMITACIONES, AFECTACIONES, GRAVÃ�MENES AL DOMINIO Y MEDIDAS CAUTELARES. En el proceso
de adquisiciÃ³n de predios requeridos para proyectos de infraestructura de transporte, en caso de existir acuerdo de negociaciÃ³n entre la
entidad Estatal y el titular inscrito en el folio de matrÃcula y previo al registro de la escritura pÃºblica correspondiente, la entidad estatal, con
cargo al  valor  del  negocio,  podrÃ¡  descontar  la  suma total  o  proporcional  que se  adeuda por  concepto  de gravÃ¡menes,  limitaciones,
afectaciones y medidas cautelares y pagar directamente dicho valor al  acreedor o mediante depÃ³sito judicial  a Ã³rdenes del  despacho
respectivo, en caso de cursar procesos ejecutivos u ordinarios en los que se haya ordenado el respectivo gravamen, considerando para el efecto
el  Ã¡rea  objeto  de  adquisiciÃ³n,  o  verificar  que  lo  realizarÃ¡  directamente  el  titular.  De  no  ser  posible,  se  continuarÃ¡  con  el  proceso  de
expropiaciÃ³n  administrativa  o  judicial,  segÃºn  corresponda.//La  entidad  estatal  adquirente  expedirÃ¡  un  oficio  con  destino  al  Registrador  de
Instrumentos PÃºblicos respectivo o a la autoridad competente, en el cual se solicite levantar la limitaciÃ³n, la afectaciÃ³n, gravamen o medida
cautelar, evidenciando el pago y paz y salvo correspondiente, cuando a ello haya lugar. El Registrador deberÃ¡ dar trÃ¡mite a la solicitud en un
tÃ©rmino perentorio de 15 dÃas hÃ¡biles.//Una vez realizada la respectiva anotaciÃ³n en el registro, el Registrador deberÃ¡ dar aviso mediante
oficio  al  notario  correspondiente  para  que  obre  en  la  escritura  pÃºblica  respectiva  del  inmueble.//Las  medidas  cautelares  al  dominio  cuya
inscripciÃ³n se encuentre caducada de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 1579 de 2012, se podrÃ¡n cancelar con la solicitud que realice la
entidad estatal al Registrador de Instrumentos PÃºblicos.//Cuando se trate de servidumbres de utilidad pÃºblica y las redes y activos allÃ
asentados puedan mantenerse, se conservarÃ¡ el registro del gravamen en el folio del inmueble.”
 
151. Por la cual se dictan normas sobre obras pÃºblicas de generaciÃ³n elÃ©ctrica y acueductos, sistemas de regadÃo y otras y se regulan las
expropiaciones y servidumbres de los bienes afectados por tales obras.
 
152. Sobre el alcance de esta potestad ya se refiriÃ³ la Corte en el artÃculo anterior.
 
153. Corte Constitucional, Sentencia C-831 de 2007. M.P. Jaime CÃ³rdoba TriviÃ±o.
 
154.  En  este  punto,  es  importante  tener  en  cuenta  que  la  energizaciÃ³n  rural  es  diferente  a  la  electrificaciÃ³n  rural.  Por  un  lado,  la
electrificaciÃ³n rural es definida por la UPME como “el proceso mediante el cual la sociedad incrementa el grado de disponibilidad, acceso y uso
de la energÃa elÃ©ctrica necesaria para el logro de una mejor calidad de vida en las zonas rurales”. Por otro lado, la energizaciÃ³n rural es un
“Proceso continuo y ordenado de uso del espectro total de portadores energÃ©ticos para atender los requerimientos de las actividades
domÃ©sticas, de transporte, de servicios y productivas, que contribuyan a mejorar las condiciones de vida y la calidad y cantidad de los
productos  generados  en  el  medio  rural,  de  manera  tecnolÃ³gica,  econÃ³mica,  ambiental  y  socialmente  sostenible.  Se  enfatiza  que  la
sostenibilidad  es  un  concepto  multidimensional,  y  que  lo  que  se  persigue  no  es  diversificar  e  intensificar  el  uso  de  energÃa  de  cualquier
naturaleza a cualquier costo en el medio rural. Se trata mÃ¡s bien de emplear las soluciones energÃ©ticas mÃ¡s sÃ³lidas y viables desde el
punto de vista de por lo menos las cuatro dimensiones resaltadas”. (UPME, 2015, GuÃa para elaboraciÃ³n de un plan de energizaciÃ³n rural
sostenible. Disponible en lÃnea (27/07/2017): http://www.siel.gov.co/portals/0/fondos/Guia_de_un_PERS.pdf)
 
155.  UPME  (2015)  GuÃa  para  elaboraciÃ³n  de  un  plan  de  energizaciÃ³n  rural  sostenible.  Disponible  en  lÃnea  (27/07/2017):
http://www.siel.gov.co/portals/0/fondos/Guia_de_un_PERS.pdf
 
156.  UPME  (2015)  GuÃa  para  elaboraciÃ³n  de  un  plan  de  energizaciÃ³n  rural  sostenible.  Disponible  en  lÃnea  (27/07/2017):
http://www.siel.gov.co/portals/0/fondos/Guia_de_un_PERS.pdf
 
157.  Agencia  de  RenovaciÃ³n  del  Territorio  (2017)  Preguntas  y  respuestas  PDET.  Disponible  en  lÃnea  (27/07/2017):
http://www.renovacionterritorio.gov.co/UAECT/librerias/media/pdf/preguntas.pdf
 
158.  Agencia  de  RenovaciÃ³n  del  Territorio  (2017)  Preguntas  y  respuestas  PDET.  Disponible  en  lÃnea  (27/07/2017):
http://www.renovacionterritorio.gov.co/UAECT/librerias/media/pdf/preguntas.pdf
 
159.  Acuerdo  Final  para  la  TerminaciÃ³n  del  Conflicto  y  la  ConstrucciÃ³n  de  una  Paz  Estable  y  Duradera.  Punto  1.  Reforma  Rural  Integral.
Consideraciones.
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160.  Acuerdo  Final  para  la  TerminaciÃ³n  del  Conflicto  y  la  ConstrucciÃ³n  de  una  Paz  Estable  y  Duradera.  Punto  1.  Reforma  Rural  Integral.
Consideraciones.
 
161.  Acuerdo  Final  para  la  TerminaciÃ³n  del  Conflicto  y  la  ConstrucciÃ³n  de  una  Paz  Estable  y  Duradera.  Punto  1.  Reforma  Rural  Integral.
Consideraciones.
 
162. Sentencia C-493 de 2017. M.P. Alberto Rojas RÃos.
 
163. Sentencia C-934 de 2004. M.P. Jaime CÃ³rdoba TriviÃ±o. En esta sentencia la Corte destacÃ³: “El PreÃ¡mbulo de la Carta enuncia que el
rÃ©gimen constitucional colombiano se desarrolla dentro de un marco jurÃdico, democrÃ¡tico y participativo. El artÃculo 1, por su parte,
preceptÃºa que Colombia es un Estado social de derecho organizado en forma de repÃºblica democrÃ¡tica, participativa y pluralista, y el artÃ-
culo 2 ibÃdem consagra como uno de los fines esenciales del Estado el de facilitar la participaciÃ³n de todos en las decisiones que los afecten y
en la vida econÃ³mica, polÃtica, administrativa y cultural de la NaciÃ³n. Fue directamente el Constituyente quien le otorgÃ³ al Estado ese
carÃ¡cter democrÃ¡tico y participativo, principios que se proyectan en distintos escenarios no sÃ³lo polÃticos, sino sociales, institucionales y
lÃ³gicamente en las relaciones laborales tanto pÃºblicas como privadas.”
 
164. Corte Constitucional, sentencias C-331 de 2017.
 
165. Corte Constitucional, sentencia C-253 de 2017.
 
166. Corte Constitucional, sentencia C-174 de 2017.
 
167. Corte Constitucional, sentencias C-224 de 2017 y C-469 de 2017.
 
168. Corte Constitucional, sentencia C-160 de 2017.
 
169. Corte Constitucional, sentencia C-289 de 2017.
 
170. Corte Constitucional, sentencia C-438 de 2017.
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